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El Problema

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.- La Ley 1732 de Pensiones, como una Reforma Estructural impulsada por Organismos Internacionales en el marco de las Reformas neoliberales por un Estado no regulador ni proteccionista, al ser promulgada produjo un sistema lesivo a los Intereses Económicos y de Salud de Bolivia y los Bolivianos. Es por eso que pensamos que se debe hacer en ella ajustes de fondo.

Objeto: La Ley 1732

Instrumentos: Textos sobre el origen, promulgación y efectos de la misma

FORMULACIÓN DEL PROBLEMA.- ¿Es la Ley de Pensiones lesiva a los intereses nacionales y ciudadanos? 

Objetivos

OBJETIVO GENERAL.- Proponer tras un análisis  Reformas a la Ley de Pensiones 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS.- Determinar la estructura, el proceso y el impacto de la Ley 1732

· Analizar en cada uno de sus capítulos el comportamiento de sus ejecutores en el ámbito de los principios de la Seguridad Social.

· Proponer cambios en la estructura del Sistema de pensiones 

· Proponer modificaciones en el proceso.

MARCO TEÓRICO

La buena función de la Salud Pública en un país, refleja su éxito como comunidad  organizada, siendo la cultura previsional un factor importante en la calidad de vida de sus habitantes. Por otra parte, junto con el nivel de inversión y los indicadores demográficos, el lograr el desarrollo de una Nación, está condicionado también por su capacidad de ahorro. En éste sentido, los aportes hechos para jubilación constituyen una fuente potencial importante de los ciudadanos bolivianos si no la única real, por lo que fueron afectados en las reformas de ajustes estructurales con el objetivo de ser mejor aprovechados. 

Sin embargo, como resultado inesperado produjeron  un déficit grave al haberse acabado hecho cargo el Estado Boliviano de las personas que se encontraban en lo que se denominó el “Antiguo Sistema”, en un proceso que en vez de ir disminuyendo va aumentando hasta el punto de comprometer nuestro desarrollo económico en forma grave. 

Asimismo, la Ley en su contenido, es perjudicial para los intereses nacionales y ciudadanos, sus errores y discriminación pueden acarrear la existencia de miseria en las futuras generaciones de adultos mayores bolivianos. Al momento de la realización de ésta tesis se encuentra en el Parlamento Nacional un Proyecto de Ley nuevo para pensiones.
 En el aspecto administrativo, La Ley 1732 en su afán privatizador perjudica a los Entes Gestores con una importante pérdida económica en cuanto a la atención médica por riesgo común y profesional, siendo que en el fortalecimiento de éstos se encuentra la posibilidad de aumentar la atención de salud hacia la mayoría de la población a través de los seguros no contributivos como el SUMI (Seguro Universal Materno Infantil) o el SMGV (Seguro Médico Gratuito de Vejez) y la atención del PAI (Programa Ampliado de Inmunización). 

La Seguridad Social constituye además un instrumento de esperanza para la justicia social, o sea para la estabilidad de nuestra comunidad; sin sentido de solidaridad en la comunidad, la familia o el individuo, las personas no pueden afrontar la enfermedad, la maternidad, la invalidez, la vejez y aún la muerte que rodea la vida de todos. En estos términos la Conferencia Internacional del Trabajo (Filadelfia 1944), definió: “La Seguridad Social engloba el conjunto de medidas adoptadas por la Sociedad con el fin de garantizar a sus miembros, por medio de una organización apropiada, una protección suficiente contra ciertos riesgos a los que se hallan expuestos. 
El advenimiento de esos riesgos entraña gastos imprevistos, a los que el individuo que dispone de recursos módicos no puede hacer frente por sí solo, ni por sus propios medios, ni recurriendo a su economía, ni siéndole tampoco posible recurrir a la asistencia de carácter privado de sus allegados”. No es justificable pues una visión monetarista en un país como el nuestro con inmensas necesidades humanas. 
En el Informe Sobre Desarrollo Humano del 2003 (PNUD) se concluye que: “El desarrollo es en última instancia un proceso que permite ampliar las opciones al alcance de los ciudadanos, y no sólo los ingresos nacionales”. En cambio se permitió que se ataque a la Seguridad Social atribuyéndole parte de los problemas sociales, cuando más bien debe ser identificada como una víctima de las crisis económicas que abarcan a todas las naciones pero que son más duras con las naciones débiles, donde no es admisible suprimir los sistemas sociales.

INTRODUCCIÓN
La Seguridad  Social Boliviana  tiene sus raíces en el Poder de Poderes
 . El sistema de Seguridad Social boliviano está consagrado en el artículo 158 de la Constitución Política, que determina la obligación que tiene el Estado de defender el capital humano, proteger la salud de la población, asegurar la continuidad de los medios de subsistencia y rehabilitación de las personas discapacitadas o inválidas, propendiendo a su vez a la mejora de las condiciones de vida del grupo familiar. Se inspira en los principios de Universalidad, Solidaridad, Unidad de gestión, Economía, Oportunidad y Eficacia. 

Los programas previsionales se inician en Alemania Bismarckiana en 1883 con el Seguro Obligatorio de Enfermedad, que se extendió en pocos años a los accidentes de trabajo, vejez, invalidez y paro (desempleo) evolucionando en complejidad y contenido hasta nuestros días. Luego de la rápida difusión de la Seguridad Social en el mundo tras el informe de Beveridge, se promulga en Bolivia la Ley de 24 de septiembre de 1924, sobre accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, dictada en favor de los sectores fabriles y mineros; y la Ley de 11 de diciembre de 1951, del Seguro Social Obligatorio que incorporó, gradual y progresivamente las prestaciones. 

El programa de Seguridad Social integral se aplicó a partir de la promulgación del Código de Seguridad Social (del 14 de diciembre de 1956), bajo los principios señalados en la Constitución Política del Estado, cubriendo los riesgos de enfermedad, maternidad, riesgos profesionales de corto y largo plazo, invalidez, vejez, muerte, asignaciones familiares y vivienda popular, bajo el sistema Sueco tripartito de aportaciones de los trabajadores, de los empleadores y del Estado.
 
Si bien en los inicios no tuvimos como precedentes la presión de grupos laboristas como la Socialdemocracia Europea y Rosa Luxemburgo, que hacían urgente realizar mejoras con las que todas las corrientes políticas estuvieran de acuerdo y establecer un Pacto Social.  Esto sucedió en nuestro país cuando ya se llevaban a cabo las primeras elecciones generales con el voto universal, en el proceso de la Revolución Nacional, junto con la Reforma Agraria y la nacionalización de las minas, produciendo cambios económicos con hiperinflación y convulsión social caracterizada por una huelga general de la Central Obrera Boliviana y otra huelga de hambre por parte del Presidente de la Republica, Hernán Siles Suazo en defensa de un plan estabilizador; es en éste ambiente que se promulga el código de Seguridad Social Boliviano materializando los principios de la Constitución Política dotándonos de una Ley progresista, considera inclusive varios seguros sociales, entre ellos el de desempleo, que nunca consiguió financiarse, y asimismo establecía su preferencia por el reparto al modificar las cuentas individuales de la entonces existente  Caja de Ahorro Obrero. Al tiempo que tiene carácter obligatorio para todos los trabajadores dependientes y define luego de dos años se crean las normas reglamentarias y se crean cajas sectoriales, pues ya en la década de los 70 el sistema de reparto se había afectado en sus finanzas actuariales. 
En 1981 un evento internacional marcó un nuevo rumbo al aprobarse una declaración sobre la universalización de la Seguridad Social, pero en el país luego de 20 años de gobiernos militares, nuevamente se presenta un a crisis económica de grandes dimensiones que desdolariza las obligaciones del Estado y los privados, en este ambiente el costo de las prestaciones crecen mucho más rápido que el de las devaluadas aportaciones, alcanzando la inflación el 23.000 % a mediados de 1985. La respuesta de un nuevo gobierno fue la nueva política económica, netamente liberalizador. 
En el ambiente social, la baja del precio del Estaño, dejó sin trabajo a 30.000 mineros, debiendo la seguridad social recibir la carga social de rentistas y disminución de las cotizaciones. Luego se sumaron los seguros maternos infantiles y de vejez con perspectivas de universalización y mejorar así los índices de mortalidad. En 1996 se diagnostica que el sistema era mal estructurado, débil financieramente y mal administrado, por lo que se desencadena el proceso de reforma. 

El régimen de Pensiones de Invalidez, Vejez, Muerte y Riesgos Profesionales a Largo Plazo se hallaba dividido hasta ése momento en un régimen básico y unos regímenes complementarios o facultativos (36 instituciones), estos últimos creados sectorialmente con aportaciones diferenciales, de acuerdo a las cargas actuariales de cada una de ellas. La Ley 924 del 15 de Abril de 1987, modificó la estructura operativa de los Entes Gestores de la Seguridad Social, de modo que el D.S. 21637 del 25 de Junio del 87 en su artículo 1ro. Separa las Cajas de Salud de los Fondos de Pensiones 
  

En el campo de aplicación y estructura del sistema, el sistema de Seguridad Social boliviano es obligatorio para todas las personas, nacionales o extranjeras, que trabajen en el territorio de la República y prestan servicios remunerados a otra persona, natural o jurídica, mediante designación, contrato de trabajo o de aprendizaje, sean éstos de carácter privado o público. 

El sistema se estructura en Seguros de Salud y Regímenes de Pensiones. El primero, administrado por las CNS -que agrupa el 87% de la población asegurada-, Petrolera, Ferroviaria, de las Corporaciones, de Caminos, Bancarias Estatal y Privada, ocho Cajas integrales pertenecientes a las Universidades y a la Corporación del Seguro Social Militar; los segundos se hallan conformados por dos Administradoras de Fondos de Pensiones (AFPs) y la Unidad de Recaudaciones, denominada en ese entonces "Dirección Nacional de Pensiones", que heredó el activo y el pasivo del Ex-Fondo de Pensiones Básicas y 36 Fondos Complementarios y facultativos, existentes antes de la promulgación de la nueva Ley de Pensiones
  
.

El sistema de Seguridad Social hasta ése momento es netamente contributivo, basado en sistemas financieros de reparto simple para el Seguro de Salud, Asignaciones Familiares y vivienda; reparto de capitales con prima variable, para el seguro de Riesgos Profesionales; y Capitalización Individual, para los Seguros de Invalidez, Vejez y Muerte.

La nueva ley tiene un componente particular boliviano, no sólo es de carácter de cuenta individual, sino que además vincula política y técnicamente la Reforma de la Seguridad Social al proceso privatizador que fue común en las empresas públicas de Latinoamérica, en éste caso, en el proceso neoliberal de la “capitalización”, que pretendiendo traer inversiones extranjeras concede la administración de las empresas estatales rentables y sus acciones, dichas acciones del Estado se derivaron a las administradoras de fondos de pensiones (AFP) en un monto de 1600 millones de dólares otorgándose a la tercera edad. Bolivia, como veremos luego, eligió dos administradoras de fondos de pensiones bajo licitación internacional para administrar dos fondos: el de capitalización colectiva, que es el recién referido, y el de capitalización individual que recibe las cotizaciones personales, si bien la Constitución no permite el monopolio, se otorga un duopolio, que evita mayores gastos de propaganda y asigna inicialmente territorio y universo a cada uno, son reglamentadas en sus beneficios y multas si no alcanzan metas de afiliación. Las AFP se administran financieramente los aportes del 12.21%  de  los trabajadores originados en la siguiente forma: Un 10% para Jubilación, un 1.71% para seguro de invalidez con una aseguradora especializada, un 0.5% para comisión de la AFP. Otro 1.71% financia un seguro de accidentes de trabajo y riesgo profesional. 

Aunque inicialmente la Reforma se refiere a la Seguridad Social, en realidad se centra en el Sistema Jubilatorio, así mediante Ley Nº 1732, de 29 de noviembre de 1996, se pone en vigencia la Ley de Pensiones, basada en principios de Capitalización Individual, sustituyendo al régimen de pensiones de la Seguridad Social. El nuevo seguro se inicia en el 1º de mayo de 1997, en base a la Resolución No. SP 001/97, de la Superintendencia de Pensiones que determina como "fecha de inicio" las actividades de las Administradoras de Fondos de Pensiones. Todas las personas que, en la fecha indicada, se encontraban trabajando en régimen de dependencia laboral, adscritas o no al Sistema de Reparto, quedaron automáticamente afiliados a este nuevo sistema. 

La Reforma del Sistema tiene dos componentes
: Primero.- El Seguro Social Obligatorio (SSO), de Largo Plazo, que comprende las prestaciones de Jubilación, de Invalidez, Muerte y Riesgos Profesionales. Segundo.- La administración de las acciones de propiedad del Estado en las empresas capitalizadas, transferidas en beneficio de los ciudadanos bolivianos, destinadas a financiar el pago de una anualidad vitalicia, denominada "Bono de Solidaridad" (Bonosol) y el pago de gastos funerarios. La financiación del SSO del nuevo régimen está basada en el Sistema Contributivo, con aportaciones exclusivamente laborales, es decir, a cargo de los trabajadores; independientemente la población en general, con edades iguales o superiores a los 65 años, es beneficiaria del Bonosol, basado en el sistema no contributivo.
 La tasa de financiación, para el Seguro de Salud, alcanza el 10% de la totalidad de los salarios sujetos a cotización, a cargo exclusivamente del empleador. 

De éste modo, en los Seguros de Pensiones, la tasa de financiación como señalamos antes, es del 10% del total de las retribuciones, con destino a la cuenta individual del afiliado, para el Régimen de jubilaciones y un 1,71%, por la prima del Seguro de Invalidez y Muerte, causadas por un riesgo común, porcentajes ambos a cargo del trabajador; y, por último, un 1,71% del total de las retribuciones, para la cobertura del Seguro de Riesgos Profesionales, a cargo del empleador. 
 Un nuevo elemento en la Reforma boliviana, en cuanto a la regulación, pues dirección y gestión, la Tutela en el área de Salud es ejercida por el Ministerio de Salud y Previsión Social, mientras que el Control y la Fiscalización están a cargo del Instituto Nacional de Seguros de Salud (INASES); en el área de pensiones, el Control y la Fiscalización están a cargo de la Superintendencia de Pensiones que no son dependientes del poder ejecutivo y no son  cambiados con nuevos gobiernos, pues tiene un período de seis años, sobrepasando la gestión gubernamental, además es elegido por el Presidente de la República, pero de una terna otorgada por el Congreso. La Gestión y Administración de las prestaciones están a cargo de seis instituciones para los regímenes de salud; dos Administradoras de Fondos de Pensiones para el nuevo régimen de Pensiones y como dijimos la Dirección Nacional de Pensiones, para la administración del régimen de reparto, que ingresó en proceso de extinción. Hasta el 2004, desde 1997 el sistema registró 850.000 personas, acumulando 1.700 millones de dólares invirtiéndose 550 de estos en el sector privado y 1.200 en el Estatal.

¿Por qué se produjo ésta reforma? Preocupados por la capacidad de los países en vías de desarrollo de poder cumplir con sus compromisos de pago de la Deuda Externa, los Organismos Internacionales impulsaron reformas denominadas PAEs o SAPs (Programas de Ajustes Estructurales) procurando disminuir el gasto social del Estado, entre ellas la Seguridad Social por considerarla defectuosa, costosa, inflacionaria, cara y por usar cotizaciones e impuestos también inflacionarios, buscando así privatizarla. Uno de los principales motivos, fue que los países desarrollados observaron que su población joven laboral de 15 a 60 años era cada vez menor que la población de adultos mayores. 
También la esperanza de vida en ellos, había subido notoriamente, sin embargo ninguno de estos hechos son  propios de nuestros países. 
Ocurre más bien al contrario, o sea, que nuestros  cálculos actuariales intergeneracionales (base técnica de la Seguridad Social) no son comparables con los de ellos en cuanto a pirámides de población, (Cuadro 1) Tampoco es comparable con los países centrales nuestra esperanza de vida (Cuadro 2), que es de 60 años, menos de los que se necesitan para jubilarse ya que la nueva Ley estableció los 65 años como edad jubilatoria. Esto no puede tener otro motivo, que la esperanza de que los postulantes sobrevivan lo menos posible y de éstos los menos posibles, o de que el beneficiario recién “disfrute” de la vejez en las postrimerías de la muerte, ignorando que es más bien un salario diferido que disponen los que abandonan el mercado del trabajo. Es más, la política de fijar la edad de jubilación disminuyéndola es un mecanismo importante en los países que quieren incrementar sus fuentes de empleo, aquí sin embargo aumentamos la edad con el  objeto de producir mayores aportaciones agravando el desempleo y disminuyéndole las oportunidades también a los ciudadanos jóvenes. Nuestra Reforma de Pensiones no considera para nada a las políticas de empleo ni siquiera porque amplíen el universo de afiliación, como suele ser en los países desarrollados, ni hablar del subsidio de desempleo, que en nuestro medio ni siquiera se menciona. 

La agencia EFE París, informa que el XXV Congreso de la Población  en Tours concluyó que el descenso de la fecundidad y el aumento de la esperanza de vida aseguran un envejecimiento en la población mundial  que afectará a los países menos desarrollados duplicando su población de ancianos hasta el 2040, produciéndose en pocas décadas lo que en Europa llevó un siglo. Concluyen además que si bien en los países desarrollados los sistemas de jubilación evolucionarán,  en los países del sur en los que el envejecimiento será más rápido y donde las soluciones naturales como los lazos familiares se erosionan rápidamente sin que una solidaridad colectiva tome relevo, pues la falta de jóvenes y la pobreza deben ser sustituidos por seguros sociales.
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Cuadro No. 1 Pirámide poblacional boliviana demostrando que no hay envejecimiento de la población, por tanto no hay riesgo de    falta de financiamiento intergeneracional de los más jóvenes hacia los más viejos por falta de nuevos ciudadanos (EPI-INFO).

Como las Reformas se precipitaron, acompañadas de retórica y desinformación el dominio parlamentario que se caracterizaba por la sumisión y obediencia de las bancadas, evitando ampliar la toma de decisiones, se alzaron voces de protestas acalladas por el rodillo en el Poder  Legislativo utilizando la Democracia para imponer sistemas impopulares a título de “Gobernabilidad” normatizando y legitimizando las desigualdades entre sus ciudadanos, lo que de cualquier modo que se quiera ver no es democrático, promoviendo la utilización de los aportes para asistencia social por instituciones privadas
, perdiéndose los principios de solidaridad. 

Con un gobierno neoliberal (llamados así por buscar librar a los mercados redituables del control regulador de los gobiernos) y entusiasmado en desmantelar el Estado, Bolivia realiza la reforma de la Seguridad Social, con un alcance que no adoptaron ni países industrializados campeones del ahorro privado ni otros países latinoamericanos que poseen mejor situación económica fiscal. De modo que las políticas de los Organismos Internacionales nos produjeron un déficit fiscal desastroso, caracterizado por una planificación y asesoramiento soberbio, ignorante de la realidad, falto de seriedad y sensibilidad gubernamental, de modo que el resultado es un desastre en las finanzas estatales de uno de los países más pobres de la región, Sin embargo, Bolivia es uno de los pocos países en proceso de ajustes  donde los significativos  logros en términos de  Estabilización Macroeconómica y Programas de Ajustes Estructurales están fuera de toda duda.

Por otra parte también es evidente que estas reformas no han producido mejoras de las condiciones sociales y de las finanzas públicas, pues más importante que lo que se gasta es cómo se gasta.

La esperanza de la población, con el deseo de poseer un buen Gobierno, porque es una aspiración natural en el ciudadano común, permitió estas políticas implantadas por la vía Democrática; pero su desencanto y el abrir los ojos ya están produciendo inestabilidad política social. La considerada ingenua población boliviana resultó expulsando ignominiosamente a mandatarios que ingenuamente también creyeron que podían quedar impunes.
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Cuadro 2 Esperanza de vida de Bolivia comparado con sus naciones vecinas OPS 2001

La distribución de los ingresos en forma equitativa en la población, es una obligación moral importante en los gobiernos,
pero aún en este caso las medidas tomadas tienen efectos que parecieron haber sido ignorados o no previstos sobre el desarrollo nacional. La Capitalización establece una modalidad única en el mundo de pagar 240 $ año a las personas mayores de 65 años (400.000), el llamado Bonosol, que produce un gasto de 90 millones de dólares. 
Como las capitalizadas no generan más de 45 millones, se completan con préstamos del FCI, que en 10 años darían fin a las acciones del Fondo de Capitalización Colectiva, y a la participación nacional en las Sociedades Capitalizadas (SOCA). El siguiente Gobierno elaboró la Ley 1864 del Bolivida y  la propiedad del Crédito Popular, pero con la Ley 2427 del Bonosol, fue nuevamente promulgada. Con consignas políticas que simulan acciones distributivas y  por las cuales ahora el Estado carga con un grave déficit fiscal de 4% y ni siquiera priorizan como inversión a las nuevas generaciones mayoritarias. Según el CEDIB: “El pago de las limosnas llamadas Bonosol, y después Bolivida responden a una estrategia de agotar en el plazo más breve, no más de diez años, la participación de los Bolivianos en las SOCAS, de ahí en adelante las Capitalizadoras Internacionales pretenden quedarse como dueños absolutos de nuestras mejores empresas, que fueron construídas en base al sacrificio de varias generaciones de Bolivianos”

METODOLOGÍA

El presente trabajo es un estudio de campo Documental, Cualitativo, Deductivo, No Experimental, que parte de la recolección de datos publicados, y al análisis sistemático de contenido y problemas generados a partir de los mismos, seleccionados del escenario relacionado con el objeto; se evaluarán los mismos en su contenido, produciendo así enfoques, conceptos, conclusiones y recomendaciones 

VARIABLES

1. Analizar las Disposiciones Generales

2. Analizar las Prestaciones y Beneficios

3. Analizar el Financiamiento

4. Analizar Afiliación y Registro

5. Analizar las AFP

6. Analizar Entidades Aseguradoras y Clasificadoras de Riesgo

7. Analizar el Capítulo de Inversiones

8. Analizar el Sistema de Regulación Financiera

9. Analizar la Superintendencia de Pensiones y Seguros 

10. Analizar las Disposiciones Finales y Transitorias

ANÁLISIS DE LA LEY.- De acuerdo al establecimiento de las variables

LEY No. 1732

LEY DE PENSIONES

DEL 29 DE NOVIEMBRE DE 1996
 Por cuanto, el Honorable Congreso Nacional, ha sancionado la siguiente Ley: 

 EL HONORABLE CONGRESO NACIONAL,

DECRETA:

LEY DE PENSIONES

Nota del autor de la Tesis: (Los párrafos con caracteres cursivos son aquellos que ya han sido Abrogados, Derogados o Modificados)

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1º.- AMBITO DE APLICACION. La presente Ley tiene el objetivo de asegurar la continuidad de los medios de subsistencia del capital humano, mediante el Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo en cumplimiento del artículo 158 de la Constitución Política del Estado y disponer el destino y administración de los recursos que benefician a los ciudadanos bolivianos de conformidad a la Ley 1544 de 21 de marzo de 1994 (Ley de Capitalización).

ARTÍCULO 2º.- SEGURO SOCIAL OBLIGATORIO DE LARGO PLAZO. El Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo comprende las prestaciones de Jubilación, Invalidez, Muerte y Riesgos Profesionales, en favor de sus afiliados.

ARTÍCULO 3º.- DESTINO DE LOS RECURSOS DE LA CAPITALIZACION. Los recursos provenientes de las acciones de propiedad del Estado en las Empresas Capitalizadas, transferidos en beneficio de los ciudadanos bolivianos especificados en el artículo 6 de la Ley de Capitalización, serán destinados al pago de una anualidad vitalicia denominada Bono Solidario (Bonosol) y al pago de Gastos Funerarios, de conformidad a la presente Ley.

ARTÍCULO 4º.- FONDOS DE PENSIONES Y ADMINISTRACION. Los recursos del Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo para la prestación de Jubilación y los recursos de la capitalización especificados en el artículo anterior, conforman Fondos de Pensiones, administrados por las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP).

ARTÍCULO 5º.- DEFINICIONES. Para los efectos de la presente Ley, se establecen las siguientes definiciones:

Administradora de Fondos de Pensiones (AFP): Es la Sociedad Anónima de objeto social único, encargada de la administración y representación de los Fondos de Pensiones, constituida de conformidad a la presente Ley y al Código de Comercio.

Afiliado: Es la persona incorporada al Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo.

Base de datos del Fondo de Capitalización Colectiva: Es el listado de los Beneficiarios de la Capitalización, provisto por la Superintendencia de Pensiones.

Beneficiario de la Capitalización: De conformidad a la Ley de Capitalización, son los ciudadanos bolivianos residentes en el país
, que al 31 de diciembre de 1995 hubiesen alcanzado la mayoridad.

Bono Solidario (Bonosol): Es el pago anual no heredable, efectuado en forma vitalicia en favor de los Beneficiarios de la Capitalización, de conformidad a la presente Ley.

Capital Acumulado: Es el conjunto de recursos existentes en la Cuenta Individual de cada Afiliado.

Compensación de Cotizaciones: Es la compensación a cargo del Tesoro General de la Nación, otorgada a los Afiliados, por cotizaciones efectuadas al Sistema de Reparto.

Cuenta Individual: Es la cuenta del Afiliado en el Fondo de Capitalización Individual, compuesta por las cotizaciones, la rentabilidad del Fondo de Capitalización Individual en favor de ésta y otros recursos que establece la presente Ley.

Derechohabientes: Son las personas de uno de los siguientes grados:

· Primer Grado: Son, en orden de prelación, el cónyuge o conviviente supérstite, mientras no contraiga nuevo matrimonio o sostenga relación de convivencia, y los hijos del Afiliado, éstos sin prelación entre sí, desde concebidos aún no nacidos hasta los dieciocho (18) años de edad, los hijos que sean estudiantes hasta los veinticinco (25) años de edad o los que sean declarados inválidos antes de cumplir los veinticinco (25) años de edad, mientras vivan. Estas personas son Derechohabientes en forma forzosa.

· Segundo Grado: Son, en orden de prelación, los progenitores y los hermanos menores de dieciocho (18) años de edad del Afiliado, si éste los declara expresamente a la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) o a la Entidad Aseguradora, cuando contrate su Seguro Vitalicio o Mensualidad Vitalicia Variable, según corresponda.

· Tercer Grado: Son las personas que no pertenecen a cualquiera de los grados anteriores y que son declaradas libremente por el Afiliado, a la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) o a la Entidad Aseguradora, cuando contrate su Seguro Vitalicio o Mensualidad Vitalicia Variable, según corresponda.

Los grados son excluyentes entre sí, en el orden mencionado.

Si alguna de las personas de los grados anteriores es declarada, mediante Sentencia Ejecutoriada, autora, instigadora o cómplice de la muerte del Afiliado o de lesión que origine la invalidez definitiva del mismo, perderá su condición de Derechohabiente.

El pago que corresponda a cada Derechohabiente será determinado por Reglamento.

Fecha de Inicio: Es la fecha determinada por la Superintendencia de Pensiones para el inicio de actividades de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) que sean seleccionadas mediante la Licitación Pública Internacional prevista en la Ley de Capitalización.

Ingreso Cotizable: Son los ingresos mensuales de una persona Sin Relación de Dependencia Laboral, libremente declarados al efecto del Pago de Cotizaciones al Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo. Los ingresos mensuales declarados no podrán ser inferiores a un Salario Mínimo Nacional ni superiores al equivalente a sesenta (60) veces el Salario Mínimo Nacional vigente. 

Mensualidad Vitalicia Variable: Es la modalidad de Pensión Vitalicia, que el Afiliado o sus Derechohabientes pueden contratar cuando existe el Capital Acumulado suficiente, cuando el Afiliado tiene sesenta y cinco (65) años o más
, o cuando ha fallecido, cuyos montos son resultado de la Mortalidad del grupo de pensionados y de la Rentabilidad del Fondo de Capitalización individual administrado por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) con la cual el Afiliado hubiera contratado dicha modalidad de Pensión.

Pensión: Es la Prestación Monetaria Mensual pagada al Afiliado o a sus Derechohabientes por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) o la Entidad Aseguradora. El valor de la Pensión será calculado en bolivianos con mantenimiento de valor respecto al dólar estadounidense y su monto se pagará en bolivianos.

Rentas en Curso de Adquisición: Son los Beneficios previstos en el Sistema de Reparto pendientes de calificación, que corresponden a las personas que, a la fecha de inicio, cumplen con los requisitos previstos en las Normas Legales del Sistema de Reparto para acceder a los mismos.

Rentas en Curso de Pago: Son los Beneficios previstos en el Sistema de Reparto, que hasta la fecha de promulgación de la presente Ley han sido calificados por los Entes Gestores del Sistema de Reparto.

Salario Base: Es el monto que se utiliza como referencia para el cálculo de las Pensiones.

Para las Pensiones de Jubilación, el Salario Base es el Promedio de los Totales Ganados o Ingresos Cotizables, de los últimos cinco (5) años.

Para las Pensiones de Invalidez y Muerte, el Salario Base se calculará de acuerdo a los casos siguientes:

a) Si el Afiliado hubiese efectuado cotizaciones por cinco (5) años o más, el Salario Base será el Promedio de los Totales Ganados o Ingresos Cotizables de los últimos cinco (5) años.

b) Si el Afiliado hubiese efectuado cotizaciones por más de dieciocho (18) meses y menos de cinco (5) años a efecto de obtener las Pensiones de Invalidez o Muerte, el Salario Base será el Promedio de los Totales Ganados o Ingresos Cotizables de los últimos dieciocho (18) meses.

c) Si el Afiliado hubiese efectuado cotizaciones por menos de cinco (5) años y hubiese fallecido o resultado inválido como consecuencia de Accidente por Riesgo Común o por Riesgo Profesional, el Salario Base será el Promedio de los Totales Ganados o Ingresos Cotizables realizados.

A efecto del cálculo del Salario Base, sólo se considerarán los Totales Ganados o Ingresos Cotizables con mantenimiento de valor respecto al dólar estadounidense, sobre los cuales efectivamente se realizó cada cotización.

El Salario Base Máximo aplicable para el cálculo de Pensiones de Invalidez y Muerte será el equivalente a sesenta (60) veces el salario mínimo nacional vigente;

Seguro Vitalicio: Es la modalidad de Pensión, vitalicia y de monto fijo, que el Afiliado o sus Derechohabientes pueden contratar en forma irrevocable con una Entidad Aseguradora de su elección, cuando existe el Capital Acumulado suficiente, cuando el Afiliado tiene sesenta y cinco (65) años o más, o cuando ha fallecido.

Sistema de Reparto: Es el conjunto de los Seguros de Invalidez, Vejez y Muerte y otros Seguros, Prestaciones y Beneficios administrados por entidades de la Seguridad Social de Largo Plazo, ya existentes al momento de promulgación de la presente Ley, sometida a las Normas del Código de Seguridad Social o a otras Normas Específicas para actividades o personas de cualquier naturaleza.

Total Ganado: Es la suma de todas las remuneraciones mensuales de un Afiliado, provenientes de contratos laborales, antes de deducción de impuestos. El máximo Total Ganado para la cotización en forma obligatoria será el equivalente a sesenta (60) veces el salario mínimo nacional vigente.

ARTÍCULO 6º.- TRATAMIENTO TRIBUTARIO. Las cotizaciones al Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo y el Capital Acumulado para contratar el Seguro Vitalicio o Mensualidad Vitalicia Variable establecidas por la presente Ley no constituyen hecho generador de tributos.

La rentabilidad obtenida por los Fondos de Capitalización Individual y los Fondos de Capitalización Colectiva, así como las prestaciones y beneficios emergentes de aquellos, estarán sometidos a la legislación tributaria vigente.

También quedan sometidas al Régimen General de Tributación las Primas para Invalidez, Muerte, Riesgo Profesional y las comisiones percibidas por las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), así como las utilidades netas obtenidas por estas últimas.

 

CAPÍTULO II

PRESTACIONES Y BENEFICIOS

 ARTÍCULO 7º.- PRESTACIÓN DE JUBILACIÓN. La Prestación de Jubilación se pagará al Afiliado, independientemente de la edad, cuando tenga en su Cuenta Individual un monto que permita el financiamiento de una Pensión igual o superior al setenta por ciento (70%) de su Salario Base y de la prestación por muerte para sus Derechohabientes.

 A partir de los sesenta y cinco (65) años de edad, el Afiliado, independientemente del monto acumulado en su Cuenta Individual, tendrá derecho a solicitar voluntariamente
 la prestación de jubilación en su favor y de sus Derechohabientes.

La Pensión de Jubilación se pagará como resultado del monto de la Cuenta Individual del Afiliado.

 

ARTÍCULO 8º.- PRESTACIÓN DE INVALIDEZ POR RIESGO COMÚN. La Prestación de Invalidez por Riesgo Común consiste en una Pensión que se paga al Afiliado en caso de sufrir Incapacidad Total y Definitiva para efectuar un trabajo razonablemente remunerado no proveniente de Riesgo Profesional y a causa de un estado crónico debido a Enfermedad, a Lesión o a la Pérdida de un miembro o de una función.

 La prestación de Invalidez consiste en una Pensión equivalente al setenta por ciento (70%) del Salario Base y en el pago del diez por ciento (10%) mensual del Salario Base del Afiliado, con destino a su Cuenta Individual, desde la fecha que indique la calificación de ''invalidez y corresponderá siempre que el Afiliado cumpla conjuntamente los siguientes requisitos:

a) Ser menor de sesenta y cinco (65) años de edad.

b) Haber efectuado al menos sesenta (60) cotizaciones al Seguro Social Obligatorio    de Largo Plazo o al Sistema de Reparto.

c) La invalidez se produzca mientras sus primas son pagadas o dentro de un plazo de doce (12) meses, computado desde que el Afiliado dejó de pagar cotizaciones.

d) Haber realizado al menos un total de dieciocho (18) primas en los últimos treinta y seis (36) meses inmediatamente previos a la fecha de invalidez conforme a la calificación de invalidez.

 Si el Afiliado cumple únicamente con los requisitos a), c) y d), tendrá derecho a la prestación de invalidez en uno de los siguientes casos:

1) Cuando hubiera pagado primas al menos durante la mitad del tiempo transcurrido entre la Fecha de Inicio y la fecha de su invalidez de acuerdo a calificación.

2) Cuando hubiera pagado primas al menos durante la mitad del tiempo transcurrido entre la fecha en que el Afiliado efectuó el pago de la primera prima y la fecha de su invalidez de acuerdo a calificación.

El Afiliado ya pensionado por Jubilación o cuya Invalidez provenga de Riesgo Profesional, no tendrá derecho a las Prestaciones de Invalidez por Riesgo Común 

La Prestación de Invalidez por Riesgo Común se paga hasta la emisión de una calificación que suspenda la Declaración de Invalidez o hasta que el Afiliado cumpla la edad de sesenta y cinco (65) años. Desde esta edad, el Afiliado recibirá la prestación de jubilación. 

ARTÍCULO 9º.- PRESTACION POR MUERTE. La Prestación por Muerte consiste en Pensiones, que se pagarán en favor de los Derechohabientes, en caso de fallecimiento del Afiliado.

Cada Derechohabiente percibirá una Pensión resultante de aplicar los porcentajes asignados por reglamento al porcentaje que correspondiera a la totalidad del Capital Acumulado del Afiliado, porcentaje que no podrá ser inferior al setenta por ciento (70%) del Salario Base si éste no percibía Pensiones al momento de su fallecimiento, o al setenta por ciento (70%) de las Pensiones de Invalidez o Jubilación que percibía el Afiliado al momento de su fallecimiento. La suma de los porcentajes asignados por reglamento a los Derechohabientes del Afiliado no podrá exceder de cien por ciento (100%).

Tendrán derecho a percibir la Prestación por Muerte los Derechohabientes de Primer grado, si no hubieren éstos, los de segundo grado de los Afiliados que, al momento de su fallecimiento, cumplían los requisitos establecidos en el artículo 8 de la presente Ley, aunque estos Afiliados no estuvieren percibiendo Pensiones de Invalidez.

Percibirán la Prestación por Muerte los Derechohabientes de todos los grados de los Afiliados que percibían Pensiones de Jubilación al momento de su fallecimiento provenientes de Seguro Vitalicio o Mensualidad Vitalicia Variable.

ARTÍCULO 10º.- PRESTACION POR RIESGO PROFESIONAL. La Prestación por Riesgo Profesional se pagará como consecuencia del Accidente de Trabajo o Enfermedad Profesional que provoque el fallecimiento o incapacite definitivamente al Afiliado para continuar realizando el trabajo que desempeñaba. La Incapacidad podrá ser total o parcial, si en este caso supera el diez por ciento (10%) de la pérdida de su capacidad laboral en el trabajo que desempeñaba.

La Prestación de Invalidez por Riesgo Profesional en favor del Afiliado consiste en Pensiones correspondientes a un porcentaje de su Salario Base, de acuerdo al porcentaje de su Incapacidad, determinado mediante calificación. Esta prestación se pagará cuando el Porcentaje de Invalidez dictaminado sea superior al veinticinco por ciento (25%).

La Prestación de Invalidez por Riesgo Profesional se paga hasta la emisión de una calificación que suspenda la declaración de invalidez o hasta que el Afiliado cumpla la edad de sesenta y cinco (65) años. Desde esta edad, el Afiliado recibirá la Prestación de Jubilación.

El Afiliado declarado Inválido en un porcentaje de Incapacidad Profesional superior al diez por ciento (10%) e igual o inferior al veinticinco por ciento (25%) recibirá, por una sola vez, en calidad de Prestación de Invalidez por Riesgo Profesional, una indemnización equivalente a cuarenta y ocho (48) veces su Salario Base por el porcentaje de su incapacidad.

La Prestación por Muerte causada por Riesgo Profesional consiste en Pensiones en favor de los Derechohabientes de Primer y Segundo Grado. Cada Derechohabiente percibirá una Pensión resultante de aplicar los porcentajes asignados por Reglamento al Salario Base del Afiliado. La suma de los porcentajes asignados por Reglamento a los Derechohabientes del Afiliado no podrá exceder de cien por ciento (100%).

El Derecho a la Prestación se origina en el momento del inicio de la relación de dependencia laboral y termina seis (6) meses después de concluida la misma, siempre que el Afiliado no contraiga una nueva relación de dependencia laboral.

ARTÍCULO 11º.- PROHIBICION. Ningún Afiliado podrá beneficiarse simultáneamente de Prestaciones de Invalidez por Riesgo Común y por Riesgo Profesional.
 

ARTÍCULO 12º.- PRESTACION POR GASTOS FUNERARIOS. La Prestación por Gastos Funerarios consiste en el pago por una sola vez de un mil cien 00/100 Bolivianos (Bs. 1.100) con mantenimiento de valor respecto al dólar estadounidense, en favor de la persona que acredite haber efectuado el pago de los gastos funerarios del Afiliado o del Beneficiario de la Capitalización.

Los Gastos Funerarios de los Beneficiarios de la Capitalización se pagan con recursos del Fondo de Capitalización Colectiva, si éstos no son Afiliados. Este beneficio prescribirá en doce (12) meses, a partir del fallecimiento del Beneficiario de la Capitalización, y su monto se integrará al Fondo de Capitalización Colectiva.

ARTÍCULO 13º.- BONOSOL. A partir de los sesenta y cinco (65) años de edad y su fallecimiento, los Beneficiarios de la Capitalización recibirán el Bonosol.

El monto del Bonosol, para el período comprendido entre la Fecha de Inicio y el 31 de diciembre del año 2001, será fijado por Reglamento, considerando que su valor actuarial presente sea equivalente al valor de mercado de la totalidad de los recursos que lo financian. En este período, los costos para obtener liquidez en los Fondos de Capitalización Colectiva serán deducidos de los mismos en partes iguales.

Desde el 1º de enero del año 2002 y cada tres (3) años, el monto del Bonosol será determinado por la Superintendencia de Pensiones mediante cálculo actuarial, considerando que no podrá ser inferior ni superior en veinticinco por ciento (25%) al último monto determinado.

El Bonosol será pagado en bolivianos, en múltiplos de diez (10), con mantenimiento de valor respecto al dólar estadounidense.

Los montos del Bonosol serán ''pagados hasta el 31 de diciembre de cada año, podrán ser cobrados hasta en cinco (5) años y prescribirán posteriormente, integrándose al Fondo de Capitalización Colectiva.

En cada ocasión que se determine los montos del Bonosol, la Superintendencia de Pensiones dispondrá que los activos componentes de los Fondos de Capitalización Colectiva sean distribuidos de acuerdo a cálculo actuarial, para permitir a cada uno de dichos fondos cumplir con los pagos del Bonosol y de los gastos funerarios correspondientes a los Beneficiarios de la Capitalización.

CAPÍTULO III

FINANCIAMIENTO

 ARTÍCULO 14º.- COTIZACIONES. El Afiliado al Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo con relación de dependencia laboral, debe cotizar mensualmente el diez por ciento (10%) de su total ganado con destino a una cuenta individual.

 El Afiliado, sin relación de dependencia laboral podrá cotizar, con la periodicidad que determine la Superintendencia de Pensiones, el monto equivalente al diez por ciento (10%) de su Ingreso Cotizable, con destino a una Cuenta Individual.

 Todos los Afiliados podrán incrementar libremente el monto de su Cuenta Individual, mediante cotizaciones adicionales, o destinando voluntariamente la totalidad o parte de sus Beneficios Sociales, hasta los montos máximos establecidos de conformidad con la presente Ley.

 Las cotizaciones al Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo efectuadas de conformidad a la presente Ley, no constituyen tributos.

 ARTÍCULO 15º.- PRIMAS. Para financiar las prestaciones de Invalidez y Muerte causadas por Riesgo Común, los Afiliados deben pagar una prima deducida en forma porcentual de su Total Ganado o Ingreso Cotizable, hasta cumplir los sesenta y cinco (65) años de edad.

 La prima mencionada deberá ser pagada mensualmente a las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) para los Afiliados con relación de dependencia laboral y con la periodicidad que determine la Superintendencia de Pensiones para los Afiliados sin relación de dependencia laboral.

 Para financiar las prestaciones de Invalidez y Muerte causadas por Riesgo Profesional, el empleador deberá pagar con sus propios recursos una prima porcentual del total ganado de los Afiliados bajo su dependencia laboral, a la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) correspondiente, a partir del inicio de cada relación de dependencia laboral.

 Las primas anuales para prestaciones de Riesgos Profesionales Integrales serán determinadas para cada nivel de Riesgo Profesional. Cada nivel de Riesgo tendrá un monto de prima homogéneo.

 Los montos de las primas por Riesgo Común y por Riesgo Profesional serán determinados mediante Licitación Pública realizada por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) bajo la supervisión de la Superintendencia de Pensiones, para seleccionar las entidades aseguradoras que aseguren las prestaciones que establece la presente Ley.

 Las primas por Riesgo Común y por Riesgo Profesional deberán ser identificadas separadamente de los registros contables de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) y de las entidades aseguradoras que otorgan los seguros respectivos.

 ARTÍCULO 16º.- PAGOS CON EL SEGURO DE RIESGO COMUN. El Seguro de Riesgo Común financiará las Prestaciones de Invalidez y Muerte causadas por Riesgo Común, mediante los siguientes pagos:

a) Las Pensiones de Invalidez por Riesgo Común que correspondan.

b) Diez por ciento (10%) mensual del Salario Base del Afiliado declarado Inválido Pensionado, con destino a su cuenta individual.

c) La Prestación por Muerte causada por Riesgo Común de un Afiliado no pensionado por jubilación, ni mayor de sesenta y cinco (65) años de edad y que a la fecha de su fallecimiento cumplió con la totalidad de los requisitos establecidos en el artículo 8 de la presente ley.

d) La Prestación por Muerte causada por Riesgo común, del Afiliado que se encontraba percibiendo ''Prestación de Invalidez.

e) La Prestación por Gastos Funerarios del Afiliado cuyo fallecimiento ha sido causado por Riesgo Común.

 ARTÍCULO 17º.- FINANCIAMIENTO DE LA PRESTACION DE JUBILACION. Para acceder a la Prestación de Jubilación, el Afiliado deberá convenir, con los recursos de su Cuenta Individual, un contrato de Seguro Vitalicio o un contrato de Mensualidad Vitalicia Variable, destinados al pago de:

a) Una Pensión Vitalicia en su favor, que podrá incluir períodos fijos pactados de cinco (5), diez (10) o quince (15) años, durante los cuales la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) o la Entidad Aseguradora se comprometen al pago de la Pensión convenida, en favor del Afiliado o sus Derechohabientes, sin considerar el fallecimiento del Afiliado. Si el Afiliado'' no tiene Derechohabientes, la pensión convenida formará parte de la masa hereditaria del Afiliado. Cumplido el período fijo acordado, continuará el pago de Pensiones vitalicias al Afiliado que no haya fallecido''.

b) Prestación por Muerte.

c) Prestación por Gastos Funerarios 

ARTÍCULO 18º.- PAGOS CON EL SEGURO DE RIESGO PROFESIONAL. Con el Seguro de Riesgo Profesional se financiarán las Prestaciones de Invalidez y Muerte causadas por Riesgo Profesional, mediante los siguientes pagos:

a) Las Pensiones de Invalidez por Riesgo Profesional que correspondan.

b) Diez por ciento (10%) mensual del Salario Base del Afiliado declarado Inválido Pensionado en proporción al grado de su invalidez, con destino a su cuenta individual.

c) La Prestación por Muerte causada por Riesgo Profesional, de un Afiliado no pensionado por jubilación, ni mayor de sesenta y cinco (65) años de edad y que a la fecha de su fallecimiento cumplió con la totalidad de los requisitos establecidos en el artículo 10 de la presente ley.

d) La prestación por Muerte causada por Riesgo Profesional del Afiliado que se encontraba percibiendo Prestación de Invalidez.

e) La Prestación por Gastos Funerarios del Afiliado cuyo fallecimiento ha sido causado por Riesgo Profesional. 

 ARTÍCULO 19º.- USOS DEL CAPITAL ACUMULADO. Los recursos de la Cuenta Individual del Afiliado fallecido que no tuviera Derechohabientes con derecho a la Prestación por Muerte, forman parte de la masa hereditaria del difunto.

 Los recursos de la Cuenta Individual del Afiliado fallecido que no tuviera Derechohabientes de Primer o Segundo grado, o que no hubiera dispuesto de los mismos por herencia o legado, prescribirán en favor del Estado de conformidad al Código Civil.

 Los recursos de la Cuenta Individual del Afiliado fallecido con más de sesenta y cinco (65) años de edad, no pensionado por jubilación y del Afiliado fallecido que no cumpla los requisitos para recibir las pensiones del Seguro de Riesgo Común o por el Seguro de Riesgo Profesional, serán utilizados para la contratación de Pensiones en favor de sus Derechohabientes.

 ARTÍCULO 20º.- EXIGIBILIDAD DE LAS PRESTACIONES. Las Prestaciones de Invalidez, Riesgos Profesionales y Muerte deberán ser exigidas en un plazo máximo de doce (12) meses, contado desde el día en que ocurrió la Invalidez o Muerte. Vencido dicho plazo, los recursos prescribirán en favor del Estado. 

 ARTÍCULO 21º.- OBLIGACIONES Y DERECHOS DEL EMPLEADOR. El empleador tiene la obligación de actuar como agente de retención y de pagar las cotizaciones', primas y comisiones deducidas del Total Ganado de los Afiliados bajo su dependencia laboral. El empleador se encuentra obligado a realizar los pagos de primas de Riesgo Profesional establecidos en la presente Ley y a cubrir los costos del servicio de Calificación de Riesgo Profesional.

 Estos pagos se realizarán dentro del plazo determinado por la Superintendencia de Pensiones, que no podrá exceder de treinta (30) días calendario a partir del día en que devengan los sueldos o salarios de sus trabajadores o empleados. Vencido el plazo y en caso de incumplimiento en el pago, el empleador se constituirá en mora y deberá pagar los intereses y recargos establecidos por la presente Ley.

 Las cotizaciones, primas, comisiones, intereses y recargos adeudados por el empleador, provenientes de obligaciones del Afiliado o del empleador, gozan del privilegio establecido en el inciso 2) del artículo 1345 del Código Civil y en el artículo 1493 del Código de Comercio.

Las cotizaciones, primas comisiones, intereses y recargos no pagados por el empleador, en ningún caso podrán ser posteriormente cobrados a los Afiliados.

 El empleador tiene el derecho de reclamar la calificación de Invalidez y Muerte de los Afiliados bajo su dependencia laboral efectuada por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) para la prestación por Riesgo Profesional.

 El empleador tiene el derecho de reclamar la clasificación del Riesgo Profesional, establecido por la entidad clasificadora de Riesgo Profesional.

 Los reclamos especificados se sustanciarán ante la Superintendencia de Pensiones, de acuerdo a Reglamento.

 ARTÍCULO 22º.- FONDOS DE PENSIONES. La totalidad de las Cuentas Individuales a cargo de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) conforman un Fondo de Capitalización Individual. También forman parte del Fondo de Capitalización Individual la cuenta de Mensualidades Vitalicias Variables.

 Los Fondos de Pensiones son patrimonios autónomos y diversos del patrimonio de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP).
 Cada uno de dichos Fondos es indiviso, imprescriptible e inafectable por gravámenes o medidas precautorias de cualquier especie. Los bienes que componen los Fondos sólo pueden disponerse de conformidad a la presente Ley.

 Los recursos constituidos en fideicomiso de conformidad con la Ley de Capitalización, serán asignados mediante Decreto Supremo entre las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) que hayan sido elegidas en la Licitación Pública Internacional prevista en la Ley mencionada, constituyendo de esta forma los Fondos de Capitalización Colectiva.

 ARTÍCULO 23º.- DEL PROCESO EJECUTIVO SOCIAL. Procederá la ejecución social cuando se persiga el cobro de cotizaciones, primas, comisiones, intereses y recargos adeudados a las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP).

 La sustanciación se realizará ante los Jueces de Trabajo y Seguridad Social, de acuerdo a las disposiciones del Código de Procedimiento Civil para el proceso ejecutivo.

 Se considera titulo ejecutivo la nota de descargo de débito del empleador elaborada por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP).

 No serán admisibles en este proceso las excepciones de compensación, remisión, novación, y conciliación previstas en los numerales 8) y 9) del artículo 507 del Código de Procedimiento Civil.

 Los procesos contra un mismo empleador por adeudos de cotizaciones, primas, comisiones, intereses y recargos, podrán ser acumulados a solicitud de la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP).

 Las sentencias que se dicten en estos procesos sólo admitirán recurso de apelación.

 

CAPÍTULO IV

AFILIACIÓN Y REGISTRO

 
ARTÍCULO 24º.- AFILIACIÓN. La Afiliación al Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo es personalísima, vitalicia e imprescriptible.

 Las personas que inicien relaciones de dependencia laboral quedarán afiliadas al Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo, desde el inicio de dicha relación.

 Las personas sin relación de dependencia laboral pueden afiliarse al Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo mediante el pago de su primera cotización.

 Ningún Afiliado podrá mantener una Cuenta individual en más de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP).

 ARTÍCULO 25º.- REGISTRO. Los beneficiarios de la Capitalización, serán registrados en la Base de Datos del Fondo de Capitalización Colectiva, a través de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), dentro de los cinco (5) años calendario a partir de la Fecha de Inicio, de conformidad a Reglamento. Transcurrido el plazo indicado, quien no estuviere registrado, no podrá exigir los beneficios de la Capitalización. 

ARTÍCULO 26º.- ELECCION DE'' ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES (AFP). Hasta el 31 de diciembre de 1999, los Afiliados al Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo y los Beneficiarios de la Capitalización que hubiesen cumplido los sesenta y cinco (65) años de edad, sólo podrán transferirse a otra Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), cuando cambien de residencia de un municipio a otro, en el cual la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) de origen no preste sus servicios.

A partir del 1º de enero del año 2000, los Afiliados, y los Beneficiarios de la Capitalización que hubiesen cumplido los sesenta y cinco (65) años de edad, podrán elegir libremente la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) que les preste servicios. Si no lo hicieren, corresponderá su asignación de acuerdo a Reglamento.

A partir del 1º de enero del año 2000 el Afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) podrá, transferir libremente la administración de su Cuenta Individual a otra Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), en uno de los siguientes casos:

a) Una vez que hubiera realizado al menos doce (12) cotizaciones a la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) en la que se encuentre Afiliado.

b) Cuando cambie de Empleador o cambie su residencia de un municipio a otro en la cual la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) de origen no preste sus servicios.

c) Por incremento de las comisiones de la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) en la cual se encuentre Afiliado o por incremento de las Primas del Seguro de Riesgo Común.

Todo Empleador está obligado a respetar la elección de Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) efectuada por el Afiliado.

A partir del 1º. de enero del año 2000, los Beneficiarios de la Capitalización que hubiesen cumplido los sesenta y cinco (65) años de edad, podrán transferirse de una a otra Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), en caso de incremento de comisiones o, por cualquier causa, hasta una vez al año. 

CAPÍTULO V

ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES (AFP)

 ARTÍCULO 27º.- ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES (AFP). La administración y el otorgamiento de las Prestaciones de Jubilación, Invalidez, Muerte, Gastos Funerarios y Riesgos Profesionales del Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo y la administración de los beneficios de la Capitalización son responsabilidad de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP).

 ARTÍCULO 28º.- OTORGAMIENTO DE LICENCIA. La licencia que autoriza a la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) realizar sus actividades, será otorgada por la Superintendencia de Pensiones mediante Licitación Pública.

 ARTÍCULO 29º.- REQUISITOS PARA OTORGAMIENTO DE LICENCIA. Para realizar las actividades de Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) que establece la presente Ley, se deberán cumplir con los siguientes requisitos previos:

a) Tener personalidad jurídica reconocida en la República de Bolivia, como Sociedad Anónima, de conformidad al Código de Comercio.

b) Tener Objeto Social Único, de conformidad al artículo 30º de la presente ley.

c) Constituir y mantener íntegramente pagado el capital mínimo de un millón de derechos especiales de giro (1.000.000 DEG), representado por acciones nominativas.

d) Tener establecida la infraestructura necesaria para la realización de sus actividades.

e) Cumplir con otros requisitos que se establezcan por Reglamento.

 ARTÍCULO 30º.- OBJETO SOCIAL UNICO. La Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) deberá tener Objeto Social Único consistente en:

a) Administrar y representar los Fondos de Pensiones.

b) Cumplir con las Prestaciones y Servicios establecidos en la presente Ley y sus Reglamentos.

c) Contratar los servicios necesarios para la realización de sus actividades.

d) Poder invertir sus propios recursos en entidades que presten servicios de custodia de títulos - valores, de sistemas computarizados, de procesamiento de planillas de recaudaciones, de cobro de mora y de pago de prestaciones del Seguro Social Obligatorio de Pargo Plazo.
e) Poder ofertar Mensualidades Vitalicias Variables a los Afiliados y Derechohabientes, cuando corresponda.

 ARTÍCULO 31º.- OBLIGACIONES DE LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES (AFP). Las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) deberán cumplir con las siguientes obligaciones:

a) Prestar sus servicios a los Afiliados o a quienes tengan derecho a ser Afiliados, sin discriminación.

b) Administrar portafolios de inversiones compuestos por los recursos de los Fondos de Pensiones, de acuerdo a la presente Ley y sus Reglamentos.

c) Otorgar los servicios relacionados con Mensualidades Vitalicias Variables

d) Cobrar las cotizaciones y primas devengadas, más los intereses que no hubieren sido pagados a la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) por el Empleador, sin otorgar condonaciones.

e) Representar a los Afiliados ante las Entidades Aseguradoras y Autoridades Competentes, con relación a las Prestaciones de Invalidez, Muerte y Riesgo Profesional.

f) Mantener separados el patrimonio y los registros contables de la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) y de los Fondos de Pensiones.

g) Cumplir con las disposiciones referentes a límites de inversión y clasificación de riesgos.

h) Valorar diariamente las cuotas del fondo' de Capitalización Individual que administren.

i) Comunicar periódicamente a los Afiliados el estado de sus cuentas.

j) Contratar los servicios necesarios para determinar si la muerte del Afiliado ha sido causada por Riesgo Común o por Riesgo Profesional, de acuerdo con el manual único de calificación establecido por Reglamento.

k) Contratar los servicios necesarios para determinar si la Invalidez del Afiliado ha sido causada por Riesgo Común o por Riesgo Profesional y si ésta es parcial, total y definitiva, de acuerdo con el manual único de calificación establecido por Reglamento.

l) Deducir y pagar al Ente Gestor de Salud que corresponda, un porcentaje de las Pensiones de los Afiliados y sus Derechohabientes que las perciban.
m) Contratar los Servicios de Salud necesarios, hasta la recuperación de los Afiliados que sufran Enfermedad, o Accidente Profesional, o hasta que sean declarados Inválidos Permanentes y Definitivos. 

n) Pagar las Pensiones, los Beneficios de la Capitalización y cumplir con otras obligaciones de pago establecidas en la presente Ley, pudiendo utilizar servicios de terceros.

o) Contratar con Entidades Aseguradoras seguros para sus Afiliados, para la cobertura de las Prestaciones de Invalidez y Muerte causadas por Riesgo Común y por Riesgo Profesional.

p) Contratar a las entidades clasificadoras de Riesgo Profesional para clasificar a los empleadores de acuerdo al nivel de Riesgo Profesional.

q) Pagar la tasa de regulación en favor de la Superintendencia de Pensiones.

r) Abstenerse de efectuar actos que generen conflictos de interés o de competencia desleal.

s) Comunicar a la Superintendencia de Pensiones todas las transferencias de acciones efectuadas por sus accionistas.

t) Cumplir con otras actividades y obligaciones establecidas por Ley, Reglamentos o contratos suscritos con la Superintendencia de Pensiones.

ARTÍCULO 32º.- SERVICIOS Y COMISIONES. Los servicios de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) serán remunerados por las siguientes comisiones o primas, según corresponda:

a) El Servicio de Administración de Portafolio será remunerado mediante una comisión descontable de los Fondos de Pensiones administrados.

b) El Servicio de Afiliación, Procesamiento de datos y Administración de Prestaciones será remunerado mediante una comisión, descontable del Total Ganado o del Ingreso Cotizable del Afiliado a tiempo de efectuar la cotización

c) El servicio de Pago de Pensiones del Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo y el Servicio de Administración y Pago de los beneficios de la Capitalización, serán remunerados mediante comisiones correspondientes a cada uno de dichos pagos.

Para la cobertura del Seguro de Riesgo Común y del seguro de Riesgo Profesional, las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) cobrarán primas a los Afiliados y Empleadores según corresponda. Los valores de estas primas podrán modificarse para ser aplicados por períodos no inferiores a un (1) año.

Las comisiones y primas mencionadas serán reguladas de conformidad a la presente Ley y sus Reglamentos.

Las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) podrán deducir los costos de transacciones y de la custodia de los Fondos de Pensiones administrados, de conformidad a Reglamento.

ARTÍCULO 33º.- INTERESES Y RECARGOS. El Empleador que no pague en la oportunidad debida las cotizaciones y otros recursos con destino a la Cuenta Individual del Afiliado bajo su dependencia laboral, deberá pagar un interés sobre cada suma no pagada, con destino a la Cuenta Individual, que será determinado por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), aplicando la tasa que resulte mayor entre la rentabilidad promedio de los Fondos de Pensiones y la tasa bancaria activa comercial promedio.

También se aplicarán intereses, con los mismos criterios, sobre las primas y comisiones adeudadas a la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP).

Adicionalmente, el empleador deberá pagar en beneficio del Afiliado y de la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), según corresponda, en compensación a la pérdida de beneficios o al incremento en costos respectivamente recargos establecidos por reglamento de conformidad a lo siguiente:

a) Hasta un máximo del veinte por ciento (20%) del capital necesario para el financiamiento de Pensiones por Invalidez o Muerte, si'' el Afiliado hubiese sido declarado Inválido o hubiese fallecido durante el período en que el Empleador no pagó la prima respectiva, con destino a la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) que pague la prestación correspondiente.

b) Hasta un máximo del cien por ciento (100%) del capital necesario para el financiamiento de Pensiones por Invalidez o Muerte, si el Afiliado hubiese sido declarado Inválido o hubiese Fallecido durante el período en que el Empleador no pagó la prima respectiva, con destino a la Cuenta Individual del Afiliado, si es que éste no cumpliera los requisitos del artículo 8 de la presente ley, debido al incumplimiento del Empleador.

ARTÍCULO 34º.- CAUSALES DE INTERVENCION. La Superintendencia de Pensiones podrá intervenir a una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), cuando ésta 'incurra en alguna de las siguientes causales:

a) Incumpla las obligaciones establecidas en el artículo 31 de la presente Ley.

b) Incurra en cualquiera de las causales de presunción de quiebra previstas en el artículo 1489 del Código de Comercio.

c) Mantenga un capital inferior al mínimo legal, por un plazo que exceda de sesenta (60) días calendario.

d) Cuando su infraestructura sea inadecuada, de acuerdo a mínimos estandarizados, para la prestación de sus servicios.

e) Cuando no preste sus servicios durante diez (10) días calendario continuo.

f) Se transforme en cualquier otro tipo de entidad, mientras preste servicios de Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP).

g) Incumpla las obligaciones establecidas contractualmente con la Superintendencia de Pensiones.

ARTÍCULO 35º.- INTERVENCION, REVOCATORIA DE LICENCIA Y TRASPASO DF LOS FONDOS DE PENSIONES. La Intervención de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) procederá mediante Resolución Administrativa de la Superintendencia de Pensiones, debidamente fundamentada. La interposición de recursos en contra de la Resolución Administrativa de Intervención, no impedirá que la medida sea ejecutada.

Durante la intervención, la Superintendencia de Pensiones asume las facultades de la Junta General de Accionistas y designará Interventor con facultades de administración que serán especificadas en su ''designación. En cualquier momento, el Superintendente de Pensiones podrá revocar la licencia de la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP). En tal caso, el Superintendente de Pensiones dispondrá el traspaso de los Fondos de Pensiones a otra Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) y su integración con los Fondos de Pensiones administrados y representados por esta última

La interposición de Recursos en contra de la Resolución Administrativa de Revocatoria de Licencia no suspenderá el traspaso e integración de los Fondos de Pensiones.

Si la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) cuya licencia ha sido revocada es la única existente en el territorio boliviano o si existen más de dos (2) Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) con licencia, la Superintendencia de Pensiones deberá licitar la administración y representación de los Fondos de Pensiones de la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) cuya licencia haya sido revocada.

La Superintendencia de Pensiones podrá contratar los servicios de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), hasta el efectivo traspaso e integración de los Fondos de Pensiones como resultado de la licitación.

En todo momento, la Superintendencia de Pensiones también podrá disponer el cumplimiento de tareas '' específicas por los empleados y ejecutivos de la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) que ha sido intervenida o cuya licencia ha sido revocada.

 

El traspaso e integración de los Fondos de Pensiones no podrán ser revertidos por los Recursos interpuestos por la Administradora de'' Fondos de Pensiones (AFP), la cual podrá, sin embargo, recuperar su licencia.

ARTÍCULO 36º.- DISOLUCIÓN. La Disolución de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) sólo procederá previa autorización de la Superintendencia de Pensiones y por las causales establecidas en el Código de Comercio. En caso necesario, la Resolución Administrativa de la Superintendencia de Pensiones dispondrá la Revocatoria de Licencia y el traspaso de los Fondos de Pensiones de conformidad con la presente Ley, o la integración entre Fondos de Pensiones de la misma especie, administrados por dos Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) que se fusionen.

CAPÍTULO VI

ENTIDADES ASEGURADORAS Y ENTIDADES CLASIFICADORAS DE RIESGO PROFESIONAL

 ARTÍCULO 37º ENTIDADES ASEGURADORAS DE RIESGO COMUN Y DE RIESGO PROFESIONAL. Las Prestaciones por Riesgo Común y por Riesgo Profesional deberán ser cubiertas mediante Seguros Contratados por las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) con Entidades Aseguradoras Bolivianas autorizadas, desde la Fecha de Inicio.

Las Entidades Aseguradoras deberán ser seleccionadas mediante Licitación Pública para la prestación de estos servicios. La Licitación será realizada por las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) y sujeta a requerimientos financieros y técnicos no menores a los mínimos establecidos por la Superintendencia de Pensiones para este propósito.

A partir de la fecha en que el seguro se encuentre vigente, la Entidad Aseguradora deberá asumir la responsabilidad plena para el pago de la totalidad de las Prestaciones, constituyendo al efecto las reservas requeridas. 
  

Una Entidad Aseguradora no podrá contratar seguros con más de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) para la cobertura de las Prestaciones especificadas.

ARTÍCULO 38º.- COBERTURA DE INVALIDEZ Y MUERTE POR ENTIDADES ASEGURADORAS. La fecha a partir de la cual las coberturas de Invalidez y Muerte quedarán a cargo de las Entidades Aseguradoras será determinada por la Superintendencia de Pensiones, sujeta a las siguientes condiciones: 

a) La recepción de una certificación emitida por la Superintendencia de Seguros y Reaseguros, que establezca que al menos seis (6) entidades Aseguradoras Especializadas en la rama de seguro de vida autorizadas en Bolivia tengan la capacidad financiera para cubrir el cincuenta por ciento (50%) de las Prestaciones descritas anteriormente y tengan, la capacidad administrativa y recursos profesionales necesarios para proveer adecuadamente los servicios requeridos por esta Ley de acuerdo a los criterios determinados mediante reglamento.

b) Que dicha fecha no podrá ser determinada antes de seis (6) meses ni después de un (1) año desde que la certificación referida en el inciso anterior ha sido emitida.

Una Entidad Aseguradora no podrá contratar Seguros con más de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) para la cobertura de las Prestaciones especificadas.

ARTÍCULO 39º.- ENTIDADES CLASIFICADORAS DE RIESGO PROFESIONAL. La Superintendencia de Pensiones otorgará licencia a entidades especializadas en la clasificación de Riesgo Profesional. Estas entidades clasificarán a los Empleadores según el nivel de Riesgo Profesional de cada uno de ellos de acuerdo al Manual de Clasificación de Riesgos Profesionales. Las características de dichas entidades serán establecidas mediante Reglamento.

CAPITULO VII

INVERSIONES

ARTÍCULO 40º.- ADMINISTRACION DE PORTAFOLIO DE INVERSIONES. Los recursos de los Fondos de Pensiones deberán ser invertidos por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) exclusivamente en los títulos - valores y en los mercados financieros autorizados de acuerdo al Reglamento respectivo, considerando los siguientes límites:  

a) No más del cinco por ciento (5%) del valor del Fondo de Capitalización Individual deberá estar invertido en títulos - valores de un solo emisor o un grupo de emisores vinculados, de acuerdo a Reglamento. En caso de Títulos - Valores de Riesgo Soberano y de Organismos Internacionales, de primer orden conforme a criterios internacionalmente aceptados, las inversiones no deberán exceder del diez por ciento (10%) del valor del Fondo de Capitalización Individual.

b) No más del veinte por ciento (20%) de los Títulos - Valores deberá pertenecer a una misma emisión o serie, de acuerdo a Reglamento.

Los Títulos Valores adquiridos para el Fondo de Capitalización Individual deberán ser registrados emitidos o transferidos a nombre del respectivo Fondo de Capitalización Individual, especificando el nombre de la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) correspondiente.


La Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) deberá mantener en Entidades de Custodia de Títulos - Valores o Depósitos de Valores autorizados por la Superintendencia de Pensiones, Títulos - Valores que representen, al menos, el noventa y cinco por ciento (95%) del valor de los Fondos de Pensiones.

 


La Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) deberá invertir toda la liquidez generada por el Fondo de Capitalización Colectiva en Cuotas del Fondo de Capitalización Individual administrado por la misma Administradora de Fondos de Pensiones (AFP).

ARTÍCULO 41º.- LÍMITES DE INVERSIÓN. Las Inversiones de los Fondos de Capitalización Individual efectuadas por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) estarán sujetas a límites por tipo genérico de instrumento a Límites por Emisor, a Límites por Categoría y Niveles de Riesgo y a límites por Liquidez del Instrumento, de acuerdo a Reglamento.

 Los Títulos - Valores emitidos por el Tesoro General de la Nación o el Banco Central de Bolivia no estarán sujetos a los límites establecidos en la presente Ley y sus Reglamentos.

 El Directorio del Banco Central de Bolivia fijará el límite máximo autorizado para inversiones en Títulos - Valores de emisores constituidos en el extranjero, el cual no podrá ser menor a diez por ciento (10%) ni mayor a cincuenta por ciento (50%) de cada Fondo de Capitalización Individual.

 Los Límites Máximos de Inversión por tipos genéricos de Títulos - Valores dentro de los ''rangos de límites de inversión establecidos por Reglamento, serán fijados en conjunto por el Superintendente de Pensiones y el Superintendente de Valores.

 ARTÍCULO 42º.- DE LA CLASIFICACIÓN DE RIESGOS DE INVERSIÓN. La Clasificación de Títulos - Valores y Emisores según Niveles y Categorías de Riesgo, establecidas por Reglamento, de las inversiones efectuadas con recursos de los Fondos de Pensiones será realizada por Clasificadoras Privadas de Riesgo constituidas y autorizadas de acuerdo a la Norma correspondiente del mercado de valores.

 ARTÍCULO 43º.- DE LAS PROHIBICIONES. Queda prohibida la inversión con recursos de los Fondos de Pensiones en entidades sin Fines de Lucro, cualquiera sea su régimen legal. 

 Las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) no podrán tener vinculación patrimonial o de administración con la entidad de custodia de Títulos - Valores para los recursos de los Fondos bajo su administración, sea directamente o por intermedio de terceras personas.

 Las Entidades Aseguradoras, Clasificadoras de Riesgo o Agentes de Bolsa Nacionales que se encuentren vinculados patrimonialmente a una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), sea en forma directa o mediante terceras personas, no podrán prestar los servicios previstos en la presente Ley en favor de ninguna Administradora de Fondos de Pensiones (AFP).

 Queda prohibida la compra de Títulos - Valores para los Fondos de Pensiones, los cuales sean de propiedad de la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) a cargo de la administración del mismo, que sean de propiedad de sus Directores, Ejecutivos o personas relacionadas con dicha administración o de entidades vinculadas patrimonialmente como se especifica en los dos párrafos anteriores, excepto en caso de transacciones efectuadas en Bolsas de Valores.

 Queda prohibida la venta de Títulos - Valores de los Fondos de Pensiones en favor de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) que los administran, o de los Directores, Ejecutivos o personas relacionadas con inversiones de dichos Fondos de Pensiones, o de las entidades vinculadas patrimonialmente ya especificadas, excepto en caso de transacciones efectuadas en Bolsas de Valores.

 Los resultados de las inversiones efectuadas con recursos de los Fondos de Pensiones de conformidad con la presente Ley, no podrán ser objeto de acción legal por los Afiliados o terceros en contra de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), excepto la Superintendencia de Pensiones.

CAPITULO VIII

SISTEMA DE REGULACION FINANCIERA

(SIREFI)

ARTÍCULO 44º.- CREACION, OBJETIVOS Y ORGANOS. 
Créase el Sistema de Regulación Financiera (SIREFI), cuyo objetivo es Regular, Controlar y Supervisar las actividades, personas y entidades relacionadas con el Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo, Bancos y Entidades Financieras, Entidades Aseguradoras y Reaseguradoras y del Mercado de  Valores, en el ámbito de su competencia.

El SIREFI, bajo tuición del Ministerio de Hacienda y Desarrollo Económico, se encuentra regido por la Superintendencia General e integrado por la Superintendencia de Pensiones la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras, la Superintendencia de Seguros y Reaseguros y la Superintendencia de Valores.

La Superintendencia General y las Superintendencias Sectoriales del SIREFI, como órganos autárquicos, son personas jurídicas de derecho público con jurisdicción nacional.

Son aplicables al Superintendente General y a los Superintendentes Sectoriales del SIREFI las disposiciones sobre Nombramientos, Estabilidad, Requisitos, Prohibiciones establecidas en la ley 1600 del 28 de octubre de 1994 (Ley SIRESE). El Superintendente General será nombrado por un período de diez (10) años y los Superintendentes Sectoriales del SIREFI por un período de seis (6) años.

Asimismo, son aplicables al SIREFI las disposiciones sobre Funciones, Recursos de Revocatoria y Jerárquico, y otras que correspondan de la citada Ley. Excepto disposición legal en contrario, los Recursos interpuestos contra las Resoluciones de los Superintendentes General y Sectoriales del SIREFI tendrán efecto devolutivo.

La suplencia del Superintendente General corresponderá al Superintendente Sectorial del SIREFI de mayor antigüedad en el cargo. La suplencia de uno de los Superintendentes Sectoriales del SIREFI corresponderá a otro Superintendente Sectorial del mismo Sistema, designado por el Superintendente General.

Una alícuota parte de los ingresos de las Superintendencias Sectoriales del SIREFI debe ser destinada al financiamiento de la Superintendencia General del SIREFI.

Las normas sobre presupuestos establecidas en la Ley SIRESE se aplican al SIREFI. El presupuesto del SIREFI formará parte del Presupuesto General de la Nación, sujeto a las Normas sobre elaboración de dicho Presupuesto aplicables por el Ministerio de Hacienda y Desarrollo Económico y el Poder Legislativo.

ARTÍCULO 45º.- CREACION DE LA SUPERINTENDENCIA de VALORES. 
 Créase la Superintendencia de'' Valores, como parte del Sistema de Regulación Financiera (SIREFI), en sustitución de la Comisión Nacional de Valores. La Superintendencia de Valores tiene competencia privativa e indelegable. Tendrá domicilio en la sede de Gobierno, pudiendo establecer oficinas en todo el territorio nacional.

Hasta la dictación de la Ley de Mercado de Valores, la Superintendencia de Valores cumplirá con las funciones y atribuciones de la Comisión Nacional de Valores, de conformidad a las Normas Legales vigentes, con excepción de la Atribución normativa, que será cumplida por el Poder Ejecutivo, mediante Decreto Supremo.

Las actividades de la Superintendencia de Valores se financiarán mediante una tasa de regulación, establecida mediante Reglamento. Excepcionalmente, la Superintendencia de Valores podrá recibir soporte económico del Tesoro General de la Nación.

Los Activos, Derechos y Obligaciones de la Comisión Nacional de Valores quedan transferidos a la Superintendencia de Valores.

CAPITULO IX

SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES

ARTÍCULO 46º.-'' CREACION, JURISDICCION Y DOMICILIO.
 Créase la Superintendencia de Pensiones, como parte del Sistema de Regulación Financiera (SIREFI). La Superintendencia de Pensiones tiene Jurisdicción Nacional y su competencia es privativa e indelegable. Tendrá domicilio principal en la Sede de Gobierno, pudiendo establecer oficinas en otros lugares del territorio nacional. Quedan sometidas a la jurisdicción de la Superintendencia de Pensiones las personas, entidades y actividades del Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo y las que administren los beneficios de la Capitalización.

ARTÍCULO 47º.- OBJETIVO. La Superintendencia de Pensiones tiene el objetivo de velar por el Pago de Prestaciones, la Captación de Cotizaciones, la Seguridad, Solvencia, Liquidez, Rentabilidad y otras actividades relacionadas con los Fondos de Pensiones, las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) y otras entidades previstas en la presente Ley. 

ARTÍCULO 48º.- TASA DE REGULACION Y PRESUPUESTO. Las actividades de la Superintendencia de Pensiones se financiarán mediante una Tasa de Regulación, que deberá ser deducida de los Ingresos Brutos de cada Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) o Entidades que realicen actividades sujetas a regulación. Excepcionalmente, la Superintendencia de Pensiones podrá recibir soporte económico del Tesoro General de la Nación.

Las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) pagarán a la Superintendencia de Pensiones la Tasa Anual de Regulación, que no podrá exceder al mayor valor entre el cero coma cero cinco por ciento (0,05%) del valor total de los Fondos de Pensiones que administre cada una de ellas y el setenta y cinco por ciento (75%) de su capital mínimo exigido por la presente Ley. Mediante Reglamento se establecerá la forma de pago de la Tasa de Regulación y una escala descendente en función del valor total de los Fondos de Pensiones que administre cada Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), al efecto de la determinación del monto de la Tasa de Regulación. Las restantes entidades sujetas a Regulación de la Superintendencia de Pensiones pagarán anualmente una Tasa de Regulación de acuerdo a Reglamento. 

ARTÍCULO 49º.- FUNCIONES DE LA SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES. La Superintendencia de Pensiones tendrá las siguientes funciones:

a) Cumplir y hacer cumplir la presente Ley y sus Reglamentos, asegurando la correcta aplicación de sus principios, políticas y Objetivos.

b) Regular, Controlar y Supervisar el Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo y !os Beneficios provenientes de la Capitalización.

c) Otorgar, Modificar y Renovar las Licencias, Autorizaciones y Registros, y disponer la revocatoria de los mismos en aplicación a la presente ley y sus Reglamentos.

d) Autorizar el Funcionamiento, Fusión y Modificación de Estatutos, de las entidades bajo su jurisdicción.

e) Vigilar la Correcta Prestación de los Servicios por parte de las personas y entidades bajo su jurisdicción.

f) Celebrar Contratos con las entidades bajo su jurisdicción, para la Prestación de los servicios correspondientes.

g) Supervisar, Inspeccionar y Sancionar a las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) y otras entidades bajo su jurisdicción, de acuerdo a la presente Ley y sus Reglamentos.

h) Requerir la Información Financiera y Patrimonial que sea necesaria para el cumplimiento de las funciones de la Superintendencia, sea de los Directores, Síndicos, Ejecutivos o Accionistas con más del cinco por ciento (5%) del capital social de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) o de entidades sujetas a su regulación.

i) Homologar las categorías de Clasificación de Riesgos de Inversión.

j) Investigar y Sancionar las conductas que generen conflicto de interés, o las conductas que impidan, restrinjan o distorsionen la libre competencia o propendan a prácticas colusivas entre las entidades bajo su jurisdicción.

k) Supervisar las Transacciones y los Contratos realizados por las entidades bajo su jurisdicción relacionados con las actividades establecidas en la presente Ley y sus Reglamentos.

l) Regular, Controlar y Supervisar la Prestación de Servicios de Sistemas Computarizados, Procesamiento de Planillas, Recaudaciones, Cobro de Mora y Pago de Prestaciones del Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo.

m) Disponer la Intervención y Disolución en caso necesario, Fiscalizar la Liquidación de las personas jurídicas bajo su jurisdicción.

n) Disponer el Traspaso de los Fondos de Pensiones de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) a otra y en caso de disolución o revocatoria de licencia, disponer la integración de dichos Fondos.

o) Autorizar la distribución entre las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) de los activos componentes de los Fondos de Capitalización Colectiva, de acuerdo a Reglamento. Asimismo, autorizar la distribución de los Activos de las Cuentas Colectivas de Siniestralidad y de Riesgos Profesionales, a los efectos del segundo párrafo del artículo 53 de la presente Ley.

p) Elaborar las Estadísticas de Siniestros causados por Riesgo Común y por Riesgo Profesional y publicarlas periódicamente.
q) 
Regular la determinación de la prima de los Seguros de Invalidez y Muerte por Riesgo Común y por Riesgo Profesional y otros pagos para el financiamiento que establece la presente Ley y sus Reglamentos.
r) Conocer y resolver de manera fundamentada, los Recursos de Revocatoria que le sean interpuestos de acuerdo con la presente Ley, las Normas Procesales aplicables y sus Reglamentos.

s) Proponer al Poder Ejecutivo, Normas de carácter técnico y dictaminar sobre los Reglamentos relativos a su sector.

t) Todas aquellas atribuciones que sean conferidas por la presente Ley o necesarias para el cumplimiento de sus funciones. 

u) En trabajo mancomunado con el Instituto Nacional de Seguros de Salud, la SP deberá Crear y Administrar por si o mediante Administración Delegada, la Base de Datos de Contribuyentes en Mora al Sector Social. Las contribuciones de la mencionada Base de Datos comprenderán aquellas correspondientes a las Administradoras de Fondos de Pensiones, a los Aportes a vivienda, a las Compañías Aseguradoras de Riesgo Común y Riesgo Profesional y a las Cajas de Salud. La información generada en la Base de Datos será para uso del sector financiero y público en lo pertinente.
ARTÍCULO 50º.- SUPERINTENDENTE DE PENSIONES. La Superintendencia de Pensiones estará Dirigida y Representada por el Superintendente de Pensiones, que es la Autoridad Ejecutiva Máxima de la misma. El Superintendente debe tener Nacionalidad Boliviana, poseer Título Universitario y por los menos diez (10) años de Experiencia Profesional. 

ARTICULO 51º.-' INTENDENCIAS. El Superintendente de Pensiones podrá establecer Intendencias Regionales o Funcionales mediante la Designación de Intendentes, previa consulta al Superintendente General del SIREFI. El Intendente dictaminará únicamente en los asuntos que le sean encomendados por el Superintendente de Pensiones.

CAPÍTULO X

DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS

ARTÍCULO 52º.- TIPOS PENALES. Serán sancionadas penalmente las personas que incurran en los siguientes delitos:

a) Falsedad Ideológica según el artículo 199 del Código Penal, para quien incurra en Falsedad en los Registros Contables de los Fondos de Pensiones, de las Cuentas Individuales de cualquier Afiliado o de los Montos de las Contrataciones de los Seguros y Mensualidades Vitalicias Variables.

b) Abuso de Confianza según el artículo 346 del Código Penal, para quien incurra en Infidencia con relación a las Estrategias de Inversión de los Fondos de Pensiones, hasta que dicha información tenga carácter público.

c) Estafa según el artículo 335 del Código Penal, para quien use indebidamente información que no tenga carácter público, relacionada con los Fondos de Pensiones o su Administración, en beneficio propio, de sus familiares o de terceros.

d) Estafa según el artículo 335 del Código Penal, para quien realice actividad no autorizada por la Superintendencia de Pensiones, relacionada con la Administración de Prestaciones, Servicios, Pago de Pensiones, Beneficios o Captación de Recursos en el territorio del Estado Boliviano, con destino a Crear o Administrar Prestaciones del Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo.

e) Apropiación Indebida según el artículo 345 del Código Penal, para el Empleador que retenga montos de las Cotizaciones, Primas y otros recursos destinados al Financiamiento de Prestaciones del Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo.

Para efectos del presente artículo, los informes elaborados por la Superintendencia de Pensiones constituirán prueba pericial de oficio.

ARTÍCULO 53º.- ADMINISTRACIÓN DE RIESGO COMUN Y DE RIESGO PROFESIONAL POR LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES (AFP). Transitoriamente y hasta la fecha determinada por la Superintendencia de Pensiones de acuerdo al artículo 38 de la presente Ley, las Primas para el financiamiento de las Prestaciones por Riesgo Común formarán parte de una Cuenta Colectiva
 de Siniestralidad para cubrir las Prestaciones de Invalidez y Muerte por Riesgo Común. Durante el mismo período, las Primas para el Financiamiento de las Prestaciones por Riesgo Profesional formarán parte de una Cuenta Colectiva de Riesgo Profesional para cubrir las Prestaciones de Invalidez y Muerte causadas por Riesgo Profesional. Dichas cuentas serán administradas por las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) como parte del Fondo de Capitalización Individual. Durante el período de transición mencionado, las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) tendrán derecho a deducir de las Cuentas Colectivas especificadas la Comisión establecida por Licitación para los servicios descritos en el inciso b) del artículo 32 de la presente Ley.

En el período indicado, las primas del Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo serán establecidas por la Superintendencia de Pensiones, siendo revisables anualmente para mantener la solvencia de las Cuentas de Siniestralidad y de Riesgo Profesional. Anualmente, la Superintendencia de Pensiones dispondrá que los activos componentes de dichas cuentas sean distribuidos de acuerdo a cálculo actuarial para balancear los activos con las obligaciones. Durante este período, las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) no estarán obligadas a contratar los Servicios de Salud mencionados en el artículo 31 de la presente Ley.

Los saldos negativos de las cuentas especificadas serán cubiertos temporalmente con recursos del Fondo de Capitalización Individual con cargo a primas a ser cobradas en el futuro.

Durante el período mencionado, la Superintendencia de Pensiones contratará Profesionales Médicos y otros Profesionales para realizar la Calificación de Invalidez y Muerte, causada por Riesgo Común y por Riesgo Profesional.

Desde la fecha determinada por la Superintendencia de Pensiones de conformidad al artículo 38 de la presente Ley, las Obligaciones y Derechos inherentes a las Prestaciones por Invalidez y Muerte de Riesgos Comunes y Riesgos Profesionales serán asumidos por la Entidad Aseguradora contratada por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) de acuerdo a la presente Ley. Los Recursos de las cuentas mencionadas serán transferidos a la Entidad Aseguradora correspondiente y serán considerados Reservas Matemáticas Actuariales al efecto del establecimiento de las primas respectivas

ARTÍCULO 54º.- CLASIFICACION DE RIESGOS DE INVERSION TRANSITORIA. Hasta que existan Clasificadoras de Riesgo Privadas, los Superintendentes Sectoriales del Sistema de Regulación Financiera (SIREFI)
 y dos (2) representantes de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) tendrán la función de Clasificar Riesgos de Títulos - Valores y Emisores.

ARTÍCULO 55º.- ENTIDADES. A partir de la promulgación de la presente Ley, los Entes G>estores de cualquier naturaleza que, de manera exclusiva, administren los regímenes de Vejez, Jubilación, Invalidez, Muerte, Riesgos Profesionales de Largo Plazo y Seguros Especiales de la Seguridad Social boliviana, mantendrán su personalidad jurídica sólo a los efectos de su liquidación.

Las entidades que continúen prestando Seguros de Salud o de Seguridad Social de Corto Plazo, quedan prohibidas de realizar actividades relacionadas con la Seguridad Social de Largo Plazo.

La personalidad jurídica del Instituto Nacional de Seguros de Pensiones quedará extinta a partir de la fecha de designación del Superintendente de Pensiones y sus activos serán asumidos por la Superintendencia de Pensiones

 

La Secretaría Nacional de Pensiones estará a cargo de la liquidación de los Entes Gestores especificados, deberá Calificar las Rentas en Curso de Adquisición y determinar las Compensaciones de Cotizaciones.

A los efectos de la presente Ley, la Secretaria Nacional de Pensiones establecerá bajo su dependencia la Unidad de Reordenamiento y la Unidad de Recaudación. La Secretaría Nacional de Pensiones podrá designar los Liquidadores de los Entes Gestores especificados en el primer párrafo del presente artículo. 

ARTÍCULO 56º.- LIQUIDACIÓN DE LOS ENTES GESTORES. A partir de la promulgación de la presente Ley y de acuerdo a Reglamento, el Patrimonio de las entidades especificadas en el primer párrafo del artículo anterior será objeto de Administración y Liquidación, de conformidad a lo siguiente:

a) Los Activos Fijos, Valores, Acciones y otros Títulos Valores, así como las Acreencias y otros que corresponda serán administradas por los Liquidadores designados por la Secretaría Nacional de Pensiones, quienes tendrán al efecto las facultades de Administración y Procesales necesarias, otorgadas por el Secretario Nacional de Pensiones.

b) Los bienes mencionados serán objeto de disposición y transferencia a cargo de la Unidad de Reordenamiento de la Secretaria Nacional de Pensiones.

c) Los pasivos serán objeto de inscripción ante la Secretaria Nacional de Pensiones, en el plazo de sesenta (60) días, computado desde la emisión del Reglamento respectivo. Estos pasivos no comprenden las Rentas en Curso de Pago, las Rentas en Curso de Adquisición ni los Aportes, Cotizaciones y otros pagos efectuados con destino a la obtención de Pensiones o beneficios de cualquier especie.

Todos los Activos disponibles, Valores y otros recursos obtenidos por la administración y liquidación serán destinados al Tesoro General de la Nación, previa deducción de los pagos de Pasivos, Obligaciones laborales y de los costos y gastos correspondientes.

ARTÍCULO 57º.- PERÍODO DE TRANSICIÓN. A partir de la promulgación de la presente Ley y hasta la Fecha de Inicio, las personas que se encuentren cotizando al Sistema de Reparto o las personas que deban afiliarse a dicho Sistema, continuarán cotizando las tasas del Sistema de Reparto que les sean aplicables.

La Recaudación de los Aportes señalados en el párrafo anterior se realizará por la Unidad de Recaudaciones de la Secretaría Nacional de Pensiones con el apoyo de la Dirección General de Impuestos Internos, con destino a una cuenta fiscal del Tesoro General de la Nación. Al efecto, la Unidad de Recaudación tendrá las facultades legales necesarias y suficientes para el cobro de los adeudos por la vía coactiva social.

A partir de la promulgación de la presente Ley, los afiliados al Sistema de Reparto con Rentas en Curso de Pago cobrarán sus rentas del Tesoro General de la Nación. Estas rentas se pagarán en bolivianos con mantenimiento de valor respecto al dólar estadounidense.

A partir de la Fecha de Inicio las personas que hubieran cumplido con los requisitos que exige el Sistema de Reparto para acceder a sus beneficios y que voluntariamente deseen mejorar sus rentas, continuarán cotizando las tasas que les corresponda sobre sus salarios, con el objeto de incrementar por cada doce (12) cotizaciones un dos por ciento (2%) el monto de sus futuras rentas o la fracción que corresponda. Estos aportes deberán ser depositados en una Cuenta Fiscal del Tesoro General de la Nación. A partir de la promulgación de la presente Ley, la Calificación de las Rentas en Curso de Adquisición se efectuará de conformidad a las Normas Legales del Sistema de Reparto y a un Reglamento. Las Rentas en Curso ''de Adquisición”, una vez calificadas, serán pagadas por el Tesoro General de la Nación, en Bolivianos con mantenimiento de valor con respecto al dólar estadounidense.

ARTÍCULO 58º.- VIGENCIA DEL SEGURO SOCIAL OBLIGATORIO DE LARGO PLAZO. El Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo previsto en la presente Ley entrará en vigencia a partir de la Fecha de Inicio.

 
ARTÍCULO 59º.- ASIGNACIÓN DE PERSONAS. Las personas afiliadas al Sistema de Reparto excepto aquellas con Rentas en Curso de Adquisición o Rentas en Curso de Pago serán asignadas a la Fecha de Inicio a una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP), de acuerdo a Reglamento.

A partir de la promulgación de la presente Ley y durante los primeros cinco (5) años desde la Fecha de Inicio, los Beneficiarios de la Capitalización serán asignados a las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) seleccionadas mediante la Licitación Pública Internacional prevista en la Ley de Capitalización, de acuerdo a Reglamento.

A la Fecha de Inicio, la totalidad de las personas con Rentas en Curso de Pago o con Rentas en Curso de Adquisición por Riesgos Profesionales en el Sistema de Reparto, quedarán adscritas a la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) que les corresponda, para la administración de dicha prestación y para el pago de sus rentas mediante el Seguro de Riesgo Profesional.

ARTÍCULO 60º.- INCORPORACIONES. Las Personas sin Cotizaciones al Sistema de Reparto a la Fecha de Inicio y que trabajan en relación de dependencia laboral, quedarán afiliadas al Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo, en los plazos a determinarse mediante Reglamento, que no podrán exceder de veinticuatro (24) meses, contados desde la Fecha de Inicio. A efectos de la presente Ley, dichas personas tendrán el tratamiento de quienes inician una relación de dependencia laboral y sus Empleadores se encuentran exentos de todo pago por adeudos anteriores a las entidades del Sistema de Reparto.

ARTÍCULO 61º.- ADEUDOS POR APORTES Y COTIZACIONES A LA SEGURIDAD SOCIAL. Todas las Personas o Entidades que a la fecha de la promulgación de la presente Ley adeuden Aportes y Cotizaciones para los Regímenes de Salud, Riesgos Profesionales de Corto y Largo Plazo, Seguros de Invalidez, Vejez, Muerte, Vivienda Social y otros Seguros, Prestaciones y Beneficios administrados por entidades sometidas a las Normas del Código de Seguridad Social u otras específicas para actividades o personas de cualquier naturaleza, podrán cancelar dichas obligaciones de conformidad a las Normas del presente artículo.

Quienes sean deudores deberán presentar “declaraciones juradas”, de acuerdo a Reglamento, estableciendo los montos que sean debidos a las entidades acreedoras al primer vencimiento de mes desde la promulgación de la presente Ley.

Los montos adeudados serán pagados en el plazo de diez 10) años, contados a partir del lº de enero de 1997, en cuotas iguales y trimestrales, aplicándose el Interés Legal establecido en el Código Civil. El pago de los Montos Totales 'liberará” en forma definitiva al deudor de las obligaciones existentes, incluyendo las correspondientes a Intereses, Multas o Recargos de cualquier naturaleza. El pago anticipado de estos adeudos liberará al empleador de la cancelación de los intereses legales.

Quienes no presenten las Declaraciones Juradas especificadas, y quienes no cumplan con los pagos en las condiciones previstas, quedarán sujetas al cobro coactivo de todas sus obligaciones incluyendo intereses, multas y recargos de cualquier especie, que serán liquidados de conformidad a las disposiciones legales que dieron origen a las mismas.

La recaudación y cobro coactivo corresponderá a las Entidades Acreedoras correspondientes excepto en el caso de las entidades de la Seguridad Social de Largo Plazo, cuyos adeudos serán cobrados por la Unidad de Recaudación de la Secretaría Nacional de Pensiones, con las facultades legales necesarias y suficientes para el cobro de los adeudos por la vía coactiva social. La recaudación contará con el apoyo de la Dirección General de Impuestos Internos.

Las deudas de las Entidades y Empresas Públicas por las obligaciones mencionadas, con excepción de los Municipios y sus entidades dependientes, serán compensadas con las transferencias del Tesoro General de la Nación, efectuadas a las entidades sometidas a las Normas del Código de Seguridad Social u otras específicas para actividades o personas de cualquier naturaleza, que administran Regímenes de Salud y Vivienda Social. Los montos netos resultantes de esta compensación con cada entidad acreedora, serán pagados por el Tesoro General de la Nación, si correspondiera, contra futuras transferencias a las mismas. 

 
ARTÍCULO 62º.- APORTES PATRONALES y ESTATALES. A partir de la Fecha de Inicio, el Aporte Patronal existente para los Seguros de Invalidez, Vejez y Muerte del Sistema de Reparto, se fusiona al sueldo o salario de los Afiliados con un mínimo de cuatro punto cinco por ciento (4.5%) incrementando su monto en dicho porcentaje.

A partir de la Fecha de Inicio, queda extinto el aporte estatal dispuesto por las Normas Legales del Sistema de Reparto. ‘‘

ARTÍCULO 63º.- COMPENSACIÓN DE COTIZACIONES. Los Afiliados que hayan realizado al menos sesenta (60) cotizaciones en el Sistema de Reparto en forma previa a la Fecha de Inicio, tendrán derecho a la Compensación de Cotizaciones. Esta Compensación se pagará mensualmente de manera vitalicia mediante una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) o una Entidad Aseguradora, a partir del momento que el Afiliado tenga derecho a la Prestación de Jubilación, de conformidad al artículo 7 de la presente Ley. Si el Afiliado fallece antes de cumplir los sesenta y cinco (65) años de edad, la Compensación de Cotizaciones se pagará a los Derechohabientes, de manera vitalicia, a partir de la fecha en la que el Afiliado hubiera cumplido los sesenta y cinco (65) años de edad, en los porcentajes asignados a cada Derechohabiente, de acuerdo a Reglamento. El monto de la Compensación de Cotizaciones será destinado a financiar, en caso necesario las Prestaciones establecidas en los artículos 9 y 10 de la presente Ley, en favor de los Derechohabientes. Si existe diferencia entre el monto de la Compensación de Cotizaciones y el Monto de las Prestaciones de los Derechohabientes, ésta será financiada con recursos provenientes de la Cuenta Colectiva de Siniestralidad o de la Cuenta Colectiva de Riesgo Profesional previstas en el artículo 53 de la presente Ley, o por la Entidad Aseguradora, según corresponda.

La Compensación de Cotizaciones para cada mes corresponderá al resultado de la multiplicación del número de años, o fracción de ellos, efectivamente cotizados por el Afiliado al Sistema de Reparto, por cero coma siete (0,7) veces el último salario mensual recibido para efectuar cotizaciones, dividido entre veinticinco (25).

Si el Afiliado ha realizado menos de sesenta (60) cotizaciones hasta la Fecha de Inicio, recibirá una compensación por los aportes efectuados, por una sola vez, equivalente a cien (100) veces la Compensación de Cotizaciones, resultantes del cálculo previsto en el párrafo anterior. Dicho pago procederá en la fecha en que el Afiliado se jubile, o a la fecha de Fallecimiento si este evento ocurre antes de la jubilación del Afiliado. El pago se efectuará en favor del Afiliado o de sus Derechohabientes, según corresponda.

El Monto de la Compensación de Cotizaciones se incrementará en un dos por ciento (2%) del Salario Base por cada doce (12) meses de no exigibilidad de dicha compensación a partir de los sesenta y cinco (65) años de edad. Los Derechohabientes que decidan no exigir su Compensación de Cotizaciones en los términos indicados, tendrán el mismo tratamiento.

El salario mencionado en el segundo párrafo de este artículo para el otorgamiento de la ''Compensación de Cotizaciones se calcula en Bolivianos con mantenimiento de valor respecto al dólar estadounidense y se pagará en Bolivianos.

El valor mensual de la Compensación de Cotizaciones no podrá superar veinte (20) veces el Salario Mínimo vigente.

Ninguna persona podrá ser acreedora conjuntamente a la Compensación de Cotizaciones y a Rentas en Curso de Pago o Rentas en Curso de Adquisición. 

ARTÍCULO 64º.- EXCLUSIVIDAD. Dentro del plazo de cinco (5) años desde la Fecha de Inicio, la actividad de Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) será realizada en forma exclusiva por las Entidades que hayan sido seleccionadas mediante el proceso de Licitación Pública Internacional previsto por la Ley de Capitalización. Las Comisiones que cobrarán las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) durante este período, serán determinadas mediante el proceso de licitación mencionado.
ARTÍCULO 65º.- PRESTACIONES POR SEGUROS Y REGÍMENES ESPECIALES. Las Prestaciones por Seguros y Regímenes Especiales de Largo Plazo continuarán siendo pagadas de conformidad a Reglamento.

ARTÍCULO 66º.- DEDUCCIONES PARA LOS REGIMENES DE SALUD. Las deducciones de un porcentaje de las pensiones o rentas para los Regímenes de Salud serán realizadas por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) o Entidades Aseguradoras y depositadas por las mismas en el Ente Gestor de Salud que corresponda. El Porcentaje de Deducción será establecido anualmente de acuerdo a Reglamento. 

ARTÍCULO 67º.- MODIFICACIONES A LA LEY DE BANCOS Y ENTIDADES FINANCIERAS. El plazo de ciento ochenta (180) días para el pago del “aumento de' capital” previsto en el Proceso de Regulación Patrimonial establecido en el artículo 113 de la Ley 1488 de 14 de abril de 1993 (Ley de Bancos y Entidades Financieras) se modifica a noventa (90) días a partir de la resolución de la asamblea.

Se modifica y complementa el artículo 114 de la Ley de Bancos y Entidades Financieras cuyo texto será el siguiente:

I. Si los accionistas de una Entidad Financiera no repusieran el capital de acuerdo al artículo anterior, el Directorio queda facultado para proponer:

1. A los Acreedores de la Entidad Financiera, capitalizar parte o la totalidad de sus acreencias, convirtiéndolas en acciones ''ordinarias.

2. A una o más Entidades Financieras, con autorización de la Superintendencia, que le otorgue un'' préstamo subordinado” que será considerado como patrimonio de la entidad receptora. El “préstamo subordinado” deberá ser pagado con aumento de capital. Si dicho préstamo no es pagado en el plazo estipulado en el contrato se convertirá obligatoriamente en acciones a nombre del prestamista, por ministerio de esta Ley.

En ningún caso el valor nominal de las acciones suscritas o del préstamo subordinado podrán representar más del cuarenta por ciento (40%) del capital y reservas de la entidad o institución prestamista.

II. Si a los treinta (30) días de vencido el plazo establecido en el artículo precedente, el Directorio no finaliza el Proceso de Capitalización de Acreencias o no suscribe y recibe un crédito subordinado de acuerdo a lo establecido en los numerales 1. y 2. del inciso 1) del presente artículo, “la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras y el Banco Central de Bolivia podrán resolver en forma conjunta la intervención de la entidad financiera mediante resoluciones expresas”. El Interventor será designado por el Superintendente de Bancos y Entidades Financieras, debiendo asumir las competencias que legal y estatutariamente correspondan a la Junta General de Accionistas y a los órganos Directivos de la entidad, siendo aplicable durante todo el proceso de intervención el artículo 126 de la Ley de Bancos y Entidades Financieras, en lo que corresponda. El interventor estará facultado para la adopción de las siguientes medidas:

a) Contraer Créditos Subordinados para restablecer el patrimonio de la entidad hasta los requerimientos mínimos legales y operativos. Dichos créditos serán considerados como parte del patrimonio quedando exceptuados del límite establecido en el artículo 48 de esta Ley.

b) Cesar en sus funciones a los Directores, Síndicos y Plantel Ejecutivo, contratando o ratificando a los que considere necesarios.

c) Disponer el Registro Contable de las pérdidas, castigos, previsiones y otros ajustes necesarios contra el capital y reservas, procediendo al canje y resellado de acciones al valor patrimonial proporcional residual.

d) Gestionar la Reposición del Patrimonio por medio de aportes de capital, préstamos subordinados y/o capitalización de acreencias del sector público.

e) Instaurar Procesos Administrativos Internos a fin de establecer Responsabilidades en la Administración de la Entidad Financiera y, en su caso, iniciar las acciones judiciales correspondientes.

III. Los Recursos para financiar la intervención provendrán de los instrumentos que para ese efecto disponga el Poder Ejecutivo.

IV. El Proceso de Fortalecimiento no podrá exceder el plazo de un (1) año de iniciada la intervención. La Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras y el Banco Central de Bolivia, con sujeción a la Ley, determinarán los mecanismos más convenientes para la transferencia de las acciones de propiedad del Estado al sector privado, en un plazo no mayor a un (1) año de concluido el Proceso de Fortalecimiento de la entidad financiera''.

ARTÍCULO 68º.- REGLAMENTACIÓN. El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley mediante Decreto Supremo. 

ARTÍCULO 69º.- ABROGACIONES Y DEROGACIONES. Quedan derogados los artículos 105, 106, 158, 160 y el primer párrafo del artículo 159 de la Ley 1488 de 14 de abril de 1993 (Ley de Bancos y Entidades Financieras), todas las Disposiciones Legales del Sistema de Reparto y las disposiciones contrarias a la presente Ley.

Queda abrogado el Decreto 07585 de 20 de abril de 1966.

Queda derogado el artículo 24 del Decreto 05035 de 13 de septiembre de 1958. 

Pase al Poder Ejecutivo para fines Constitucionales.

Es dada, en la Sala de Sesiones del Honorable Congreso Nacional, a los veintinueve días del mes de noviembre de mil novecientos noventa y seis años.

DISCUSIÓN

En realidad haremos numerosas observaciones alrededor de la Ley, para demostrar lo que al final será evidente: Que lo menos importante en este tema es el contenido de la misma, pues el principio en que se sustenta es absurdamente inapropiado para nuestra realidad nacional que no puede prescindir de la solidaridad. 

Otro factor importante es que para que los gobernantes y gobernados puedan conocer el marco jurídico, éste debe ser simple, sin dobleces retóricos ni tecnicismos, pues sólo al entenderlo se puede cumplir con las obligaciones  que la ley impone así como ejercer los derechos que otorgan. 

La ley de Pensiones, (sin mencionar otras de la Reforma Capitalizadora), es poco clara, aún para eruditos, que más que en la parte Legislativa existen en la aplicación técnica, es extremadamente difícil entender el exceso de Reglamentación y modificación  que acompaña a la Ley de Pensiones, que además en muchos casos además de ir más allá de lo Legal y lo Constitucional, mezcla lo obsoleto con lo vigente, pero desde su nacimiento fue su característica pues, un  ambiente de confusión acompañó siempre a la Reforma. 
 Desde su promulgación observamos que la Ley de Pensiones se encuentra profusamente interrelacionada, complementada o en contraposición a numerosas Normas como ser: la Constitución Política del Estado,(CPE) El Código Tributario, El Código de Seguridad Social, el Código de Comercio, La Ley 1544 de Capitalización, La Ley 1788 Ley de Organización del Poder Ejecutivo (LOPE), La Ley 1864 PCP, La Ley de Mercados y Valores 1834 , La Ley 1883 de Seguros, La Ley 2064 de Reactivación Económica, Ley 2427 del Bonosol, y en su parte Reglamentaria, el D.S. 24852 del 20 septiembre del 1999, una cincuentena (ver cuadro más adelante) de Decretos Supremos Complementarios, otras Resoluciones Administrativas y Normas correspondientes, enmarañan jurídicamente el panorama y como puede apreciarse en el cuadro a continuación desde la emisión de su Decreto Reglamentario sólo en un espacio de cinco años se produjeron 38 otros Decretos Supremos al respecto y 128 Resoluciones Administrativas y 153 circulares por la SPVS (Anexo ). Lo que demuestra que la Norma es bien respaldada, pero en su evolución y visión ha sido incompleta y confusa, que resulta inadmisible que una medida tan trascendental haya sido tomada sin prevenir tantos errores y consecuencias por los equipos técnicos y consultores. Nada en el momento previno la dimensión del suceso; más bien, haciendo un breve recuento, vimos que la Reforma de Pensiones inició con buenos augurios, pues para comenzar ya en 1996, el llamado del Sistema de Reparto Solidario Intergeneracional mediante el cual los trabajadores activos cancelaban las jubilaciones de los trabajadores que se retiraban, estaba desacreditada, era ineficiente y parecía empeorar cada vez más. 
Quizás ahí nació el primer problema, ya que para hacer la Reforma se volvió la mirada hacia otros países, muchos de los que alardeaban prematuramente de sus Reformas por lo que nacimos copiando a naciones prósperas, sin serlo, otorgándole a nuestro proyecto más agresividad neoliberal, con otra realidad y otra capacidad, pues ni teníamos una población envejeciéndose sin jóvenes que puedan continuar relevando los aportes, ni disponíamos de un aparato servidor público eficiente, tecnificado y libre de corrupción, además de nuestra incapacidad de ahorro, déficit fiscal crónico y subdesarrollo.  El Sistema de Reparto había estado manejado por el Fondo de Pensiones Básicas (FOPEBA) y los Fondos Complementarios propios de cada rubro laboral a expensas del prebendalismo político. 

Lo sorprendente es que nuestra estrategia nos llevó a donde no queríamos ir, pues si bien el Sistema de Reparto continuaba trabajando sin expandirse ni  incorporando a los otros sectores y mayorías, con apenas 350 mil aportantes y 100 mil jubilados, y si los fondos continuaban siendo dilapidados en mala administración podía suceder una situación catastrófica: que el Estado tuviera que cubrir las Pensiones en una suma alrededor al 4% del PIB., lo que precisamente sucedió en menos tiempo que el que tomara elaborar la Ley, desafiando la imaginación de un escritor de realismo mágico, en una demostración de falta de ubicación en el contexto político de los conductores del Gobierno.

La Reforma tenía un principio básico: sustituir  los Fondos de Reparto con otro Fondo de Capitalización Individual, a los que aportarían mensualmente tanto los trabajadores formales como los informales si llegaran a hacerlo. En el Nuevo Sistema, se supone que el Afiliado puede controlar individualmente sus Aportes (pero no disponerlos), y obtener mejores Pensiones si cotiza regularmente y con sumas de dinero incrementadas. El Fondo de Capitalización Individual es manejado por las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFPs), que invierten el dinero en transacciones bursátiles. 
El principal hecho nunca aclarado, es que la rentabilidad obtenida en éstas debe ayudar a pagar las Pensiones o sea, no es un sistema de ahorro, pues  cambia el fin primordial de estos Aportes al pretender buscar intervenir en las finanzas bursátiles más que en las condiciones de vida de los ancianos, que pasa a ser una consecuencia del Sistema. Con ésta perspectiva de movimiento económico, la Reforma entró con pie fuerte con medidas privatizadoras más radicales que cualquiera, superando el entusiasmo que habían tenido las naciones desarrolladas, tal vez con el íntimo deseo subconsciente de hacer palidecer de envidia a los neoliberales más recalcitrantes. 
En el caso de Estados Unidos, las opiniones ante la privatización son claras, la valiosa opinión de los electores la rechaza, diversos analistas entre ellos Jerry L. Mashaw y Ted Lowi, sostienen que la Seguridad Social es lo más cercano que tiene su gobierno a una confianza sagrada con sus ciudadanos, las propuestas privatizadoras son calificadas como estrategias que buscan  la inseguridad en lugar de la seguridad. Los motivos económicos tampoco son suficientes pues ante todas las justificaciones que intentan separa el debate técnico del principista, la parte fundamental de la discusión es la ideológica. 
Si bien el Gobierno espera que el mayor gasto del presupuesto Federal desaparezca, pero en realidad acabaría sosteniendo financieramente estos mercados, quien recibiría la culpa de los electores cuando vean su seguridad financiera afectada. No importa hacer los ajustes económicos que requiera el sistema, ya se hicieron muchas veces en los últimos 70 años y pueden seguirse haciendo sin eliminar la Seguridad Social, y si el sistema privado puede ser eficiente con la administración no hay por que el sistema público no peda hacerlo igual o mejor. A los Estadounidenses no les impresiona que las virtudes de la Globalización estén asociadas al declinio de las redes de Seguridad Social, pues consideran que las personas que son pobres, lo son por que sus salarios son bajos, y a ellos la privatización y las inversiones no les garantizará un sistema seguro, si no más bien un peligroso juego de azar.

La actitud extrema asumida por Bolivia, trajo su consecuencia al trasladar precipitadamente a los Afiliados Activos del Antiguo Sistema al Nuevo, por lo que nuestra reforma es comprendida como la más radical que todas las demás, quedando como dependientes del Antiguo Sistema sólo quienes ya se habían jubilado antes de 1996 y los trabajadores activos que cumplían con los requisitos de jubilación y aquellos que por conveniencia personal escogieron jubilarse con el Antiguo Sistema. Con una actitud febril, el Gobierno acompañado con las displicentes y optimistas predicciones de los consultores que diseñaron la Reforma, no previnieron que ésta resultaría extremadamente costosa para el fisco. Una serie de eventos comenzaron a producirse: Muchos de los trabajadores que podían haberse jubilado por cumplir los requisitos, y que se pensaba iban a pasar al Nuevo Sistema por el incentivo de seguir trabajando para aumentar el tamaño de sus Pensiones, prefirieron más bien jubilarse en el Antiguo Sistema y quedaron bajo responsabilidad del Estado. Además, antes de la Reforma el Tesoro General de la Nación sólo pagaba menos de la mitad de las pensiones, y del resto se hacían cargo los Fondos Complementarios, por eso mismo existían. Pero después de tomar la medida de hacerlos desaparecer, el Estado asumió hacerse cargo de estos fondos o sea del total de nada menos que 2,500 millones de bolivianos año (4% del PIB). 

A partir de entonces, Gobiernos sucesivos han desperdiciado un precioso tiempo, dinero y esfuerzo al tratar de enderezar la situación, sin el Aporte de los trabajadores, así prolijamente encaminados en otra dirección, pero con la obligación de un importante gasto impostergable, debieron buscar los modos de volver a utilizar estos Fondos aunque fuera veladamente, lo que produjo el desagrado de las transnacionales que no les gusta trabajar con inseguridad jurídica, al menos después de que se han establecido las reglas del juego si es posible desregulatorias. De todos modos ante la convulsión social  la realidad económica los gobiernos no pudieron evitar ingresar en territorio “Tabú”, y urgentemente recuperar algo, pues debía pagar sin haber recibido, para lo que obligó a las AFP a comprar con los hasta entonces supuestos segurísimos depósitos de las cuentas individuales los cotizados bonos públicos del TGN, inicialmente por 180 millones de dólares por año, de algún modo tomando un rápido atajo a un camino que pregonaban imposible, el del retorno al sistema de Reparto (de los más jóvenes a los más viejos, de los que tienen a los necesitados). 
El gobierno pagó las jubilaciones, se priorizaron las pensiones sobre las operaciones bursátiles, sólo que dicho movimiento económico tiene un costo del 8% de interés lo que aumenta la deuda estatal, pero seguramente será acomodado por equipos técnicos en larguísimas labores de medidas y reuniones pues no se ha resuelto el problema de fondo. Es más, la inestabilidad ahora afecta otro sistema: el nuevo, sobre el que está cayendo la solución de la deuda interna del Estado de más de 2.000 millones de u$, de los cuales 800 han financiado las AFP, si el fondo de capitalización individual era el 2002 de 1000 millones de dólares es evidente que la mayor parte de la inversión de las AFP está invertido en valores del Estado, (hemos creado un banco donde donamos nuestro  capital para quizás recibir intereses un tiempo, pero por el momento ahí mismo nos hacemos un préstamo urgente pagando intereses)   
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Cuadro 3 Tomado del Informe de La SPVS memoria anual del 2002
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Cuadro 4 tomado de la SPVS memoria anual del 2002
Ahora bien, ¿Con qué va a pagar el Estado estos títulos? Pues bien, con nuevos títulos, medida simple que deja más deuda interna y menos recursos tangibles inquietantes al depender de la salud financiera del Estado. Entonces haciendo números, las inversiones obligadas del FCI a fines del 2002, presentan una  concentración en valores emitidos por el Tesoro General de la República y el Banco Central de Bolivia con un 70%. Estos bonos del TGN, adquiridos como vimos, con carácter obligatorio por las AFP, representan el 57% de la cartera. 
Posteriormente, se encuentran las inversiones en el sector privado con 28,50% donde los DPF de los distintos bancos y los bonos del sector privado, tienen una participación de 14,59% y 12,92% respectivamente, mientras que las erogaciones por pensiones de muerte e invalidez por Riesgo Común a afiliados al SSO, al igual en el 2002, las compañías de seguros Provida y La Vitalicia, pagaron durante aproximadamente 45 millones de bolivianos a 1.910 beneficiarios cada mes, acumulándose desde la gestión 1998 al 2002 cerca de 93 millones de bolivianos y concentrándose la mayor parte de lo pagado en el eje central: La Paz 32%, Santa Cruz con el 20% y Cochabamba 26%, totalizando el 78% del total pagado, pero nada de esto benefició al sistema de salud, que es quien atenderá hasta su curación o fallecimiento a las personas, sin tener en cuenta que uno de los motivos de las reformas en salud se debe al reconocimiento de que estos servicios son cada vez más caros y complejos.

Otro recurso imaginativo del Gobierno consistió en plantear la “Ufevización”, como los bonos del TGN no inspiraban una confianza incondicional lo que por cierto está latente porque la economía boliviana no está generando los ingresos suficientes para cubrir la deuda, ni los intereses acumulados, esto no sólo a nivel nacional sino que también cada que queremos hacer negociaciones para financiamientos la comunidad de organismos internacionales nos pide sinceridad, pues siempre estamos al borde del default de la deuda interna, o sea el incumplimiento de pago de la deuda externa, pues las finanzas fiscales no están generando los ingresos suficientes para cubrir la deuda, ni tampoco los interés acumulados
 , con ésta medida se buscaría un efecto: Bajo el sistema inicial, establecido en la Ley de Pensiones, las AFP se obligaban a comprar bonos y letras del Tesoro General de la Nación (TGN) por hasta 180 millones de dólares anuales, a una tasa de interés del ocho por ciento. Hoy el nuevo sistema ofrece una tasa de interés del cinco por ciento, pero en UFV.

Las Unidades de Fomento de Vivienda (UFV) son certificados de deuda que se contratan en bolivianos y se pagan también en bolivianos. Su precio oscila no según la oferta y la demanda, sino según la inflación. A mayor inflación las UFV se venderán en un precio más alto. O sea decir que si una persona contrata un crédito de 100 bolivianos deberá cancelar otros 100 bolivianos al momento del pago. Pero si entonces la UFV vale 1,05, deberá pagar 105 bolivianos. Su marco legal se inició al 27/12/2002, a través de la R.M. 1355, el despacho de Hacienda determinó que las deudas del Estado con las AFP dejaban de ser en dólares para calcularse en UFV. 
Esta medida comenzó a regir el 1 de enero de 2003. Desde ése momento los aportes de los trabajadores a las AFP para su jubilación que estaban en dólares y eran prestados al Estado en esta moneda con una tasa de interés del ocho por ciento. Desde la “ufevización”, las deudas se calculan en Unidades de Fomento de Vivienda (reiteramos: certificados de deuda que varían en función de la inflación) y la tasa de interés bajó al cinco por ciento.

Por lo tanto esta variación que va generando un rezago acumulativo en relación con el dólar derivará en una menor rentabilidad de los ahorros que los trabajadores tienen en las AFP, lo que conllevará a que deban trabajar diez años más, lo que nos lleva a sumar a los 15 años por el aumento de la edad al sistema de bajo el Sistema de Reparto.

Con esta medida que tiende a disminuir el déficit de la reforma de pensiones bajará la pesada carga de la deuda interna (2.000 millones de dólares), pero el único beneficiado será el Estado a costa de los trabajadores. Pero además de la aprehensión que produce en los futuros pensionistas, la ley inquieta a los bolivianos en los diferentes estamentos de su sociedad, generando protestas de los sectores populares, y también del Empresariado Privado  Nacional. 
Una comunicación de la CAINCO señala que “una reforma de pensiones debe hacérsela con equidad intergeneracional y no de la manera como se la encaró, cargando todo el costo de la reforma al TGN.” Aunque el  entonces presidente de la CAF, el boliviano Enrique García, calificó al proceso como uno de los mejores del mundo, incluida Europa en una apreciación preocupante, ya que comparado con el cuadro de las Reformas en el Cono Sud, vemos que es la peor. (Cuadro No. 5). La preocupación de la sociedad boliviana es cierta, muchos se enteraron con asombro cuando el Expresidente de la República Carlos D. Mesa en su primer informe presidencial televisado, en que mostró el gasto fiscal, y la consecuente  lesión de asumir la carga social de la reforma de pensiones. “Si ellos nos metieron en esto, tendrán que sacarnos” refiriéndose a la imposición de Organismos Internacionales: ingresan 9.600 millones de bolivianos (5900 de impuestos, 449aduana, 957 regalías petroleras) y gastamos 15.000 millones de bolivianos de los cuales ocupa un increíble segundo lugar la deuda asumida por el Estado en la Reforma de Pensiones o sea 2.800 millones siendo de los 3000  comprometidos en deuda externa e intereses.
  

De éste modo el país se encuentra ante una situación patética  en la que el déficit fiscal, del 2003, 8% del PIB, un 5%,  330 millones de U$ eroga el estado.
 Particularmente además el antiguo sistema que fue cerrado el año 1997, fue postergando mediante decretos sucesivos su recepción hasta el punto de que el 2001 habían 10.000 personas más esperando su calificación en el SENASIR de este modo han sobrepasado con mucho la expectativa del número de sus pensionados, ya que se esperaba que éstos fueran disminuyendo por razones naturales, pero más bien han ido aumentando. Se observa también una acumulación, ya que puede haber atrasos considerables: hace siete años  los trámites eran 5000, hoy son 29000, o sea, un problema creciente. 

Con éste panorama agravándose más como carga al presupuesto en un cercano futuro no sólo hablaremos de la década de los 80 como la década perdida, porque ahora tenemos la posibilidad de perder medio siglo de desarrollo social (Bolivia cargó con un incremento en el déficit del 5% del PIB para poder cubrir las  rentas del antiguo sistema. Este déficit adquirido displicentemente por el Estado, que se estima que será recién cubierto en 50 años más). El problema es de tal magnitud que el tamaño y la dinámica del pasivo pensional a cargo del Estado es con certeza la mayor amenaza para la sostenibilidad futura de las finanzas públicas todo con el fin de otorgar a las AFP las mejores condiciones, sin embargo las consecuencias ya son evidentes
.
 

Estas complicaciones comenzaron al incluir a los fondos complementarios en la reforma; los planificadores establecieron  que el gasto en este sector no debía exceder el 1,6% del PIB, sin embargo ya en la siguiente gestión anual se instaló un problema crónico alejado de lo previsto que hablaba del 5% del PIB. Como consecuencia, el Estado se presta de las AFP de 140 a 160 millones de dólares, de modo que al iniciarse el proceso de reforma el déficit  fiscal era de 321,1 millones de bolivianos, y antes de cinco años se había incrementado a 1.364 millones de bolivianos.

La transición prometía sólo tres gastos que debía hacer el Estado, las rentas ya calificadas o con trámite en curso, las que su calificación estaba en curso, y el traspaso de los afiliados al nuevo sistema con la compensación de cotizaciones.

Una serie de eventos fueron presentados para justificar lo sucedido, sin embargo no logran explicar la falta de seriedad en la planificación, inicialmente se argumentaba que el sistema de reparto requería 3.395 millones, en cambio el Seguro Social Obligatorio necesitaría 2.360 millones, con el consiguiente ahorro al Tesoro General de la Nación, Ya en 1997 la proyección económica del SNP-UDAPE, que consideraba el pago de rentas ( FOPEBA, FONCOMS), y Compensación de Cotizaciones por parte del TGN para los afiliados activos transferidos al SSO) era de $us 231.5 millones, pero fue en realidad de $us 271.7 millones, una diferencia inicial de 40 millones de dólares, por no haber considerado el tipo de cambio junto a otras causas. 
En el período 98-2001 las rentas del régimen complementario si se encontraban indexadas al dólar. Desde 1998 se hizo evidente luego de una ampliación de plazo que aumentó el número de rentistas calificados, y otros motivos como subestimar las rentas por invalidez, vejez y muerte, a reconocer beneficios del antiguo sistema, omisiones respecto a las rentas de Cossmil, reintegros por rentas en curso, y el aumento salarial con la fusión de salarios. Luego los acuerdos de Caracollo y Patacamaya aumentaron la renta mínima del sistema de reparto primero a 550 Bs. y luego a 850, con lo que el costo no previsto se incrementó en 28.6 millones de dólares, hasta la gestión 2001 el Tesoro había sido sobrecargado con 64.1 millones de dólares, el beneficio, inicialmente aprobado para los rentistas del sector minero es luego mediante Decreto ampliado a los demás sectores. Además, el costo hasta ese momento se había incrementado desde los 207.4 a 224.8 millones de dólares por una inesperadamente curiosa causa: los bolivianos no morían de acuerdo a las tasas de mortalidad proyectadas (tal vez porque éste grupo había tenido protección social)
, la dirección de Pensiones además se encontró con 37 mil nuevos rentistas  de los cuales un 47% correspondían a rentas con reducción de edad, por cierto, también pareció incidir la falta de un sistema totalmente confiable en identificación, dando paso a modificaciones de edades. 
Entre la cincuentena de disposiciones legales, que aumentaron el gasto, muchos de ellos logrados bajo presión social, se destacan cuatro Decretos Supremos (DS.26001, Caracollo para mineros, DS 26104 para otros sectores, DS 26163 en Patacamaya que aumenta a la renta en curso de pago, el DS 26199 que da 850 bs. Para el tramo más bajo) que permitieron la ampliación para el ingreso de 27 mil personas, que se añadieron a las 243 mil del 1 de Mayo de 1997 (según la Ley podían presentar personas con la documentación en orden hasta diciembre de ese año. La Dirección de Pensiones, pronta a convertirse en SENASIR, esperaba entre mayo y diciembre a 3.000 personas, en su lugar se encontró con 30.000. Esta nueva dependencia también se encargaría de gestionar el cobro de la deuda en mora de 200 millones de dólares mediante los actos procesales necesarios, lo que significa que el sistema de reparto estaba desfinanciado por falta de pago de los aportes. 
El Estado también tiene su participación pues no pagó sus aportes varias décadas, sin contar que la desdolarización en 1983 y la expropiación de los recursos de los fondos complementarios también agravó la situación. Esta carga multifactorial con su carga activo/ pasivo demostró en la planificación que no alcanzaba para otorgar rentas a todos, el resultado fue la aparición  de la generación “sándwich”, o sea una solución para crear nuevos problemas, así como la reducción de la edad en 50 años para los varones y 45 para las damas que fueran cumplidos hasta el 30 de abril del 97, al momento de si implementación en 1997 se comenzó a evidenciar la inviabilidad del nuevo sistema, ya que anualmente cada Gobierno de turno debió prestarse de las AFP  entre 140 a 160 millones de dólares para cubrir el déficit fiscal en el área de pensiones.
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Cuadro 5 Comparativos con las Reformas de Países vecinos, ninguno es tan radical ni castiga al Estado como la boliviana

El siguiente paso fue la emisión por parte del Tesoro que debió emitir bonos que fueron ascendiendo desde 791 a 901 millones de bolivianos, el 2002 el Tesoro se vio en la necesidad de desembolsar el 5.1% del PIB, 2807 millones de bolivianos para pagar las rentas de vejez (Casi 263 millones más que el 2001) un ascenso insostenible. Lejos de ayudar a las arcas públicas la reforma ayudó a que el déficit sea del 8% del PIB, por cada cien dólares que el Estado recibía, gastaba 108, representando los 400 millones de dólares año con que participa en esto pensiones, la carga más grande al déficit fiscal, además de estos 400 millones de dólares la mitad va a pagar los intereses de la deuda interna correspondiente a la venta de bonos redimibles del TGN y las AFP, financiando así a través de su adquisición un 37% de las rentas que reciben 135.000 jubilados.

La reforma había  cargado al Estado con la carga de los pensionistas que integraban el antiguo sistema, y había dejado lo apetecible, los cotizantes jóvenes activos a las AFP (Cuadro No 6), además de no  considerar los estragos económicos nacionales mencionados, tampoco tomó en cuenta que los afiliados cotizantes al sistema nuevo están aún lejos de cumplir con los requisitos de cotizaciones y de edad necesarias para jubilarse, por lo que los ingresos superan con creces a los egresos del pago de prestaciones, o sea todas las imaginables condiciones para un redondo negocio privado. Entre muchas otras causas, tan sólo esta, el déficit fiscal justifica la única solución posible: Volver al antiguo sistema de Pensiones, una solución que es rechazada de plano por los capitales 
transnacionales.
Otro problema crítico actual es la  situación de miles de ex trabajadores que reclaman la devolución de sus aportes, o por el contrario, acceder a la jubilación ya que dentro de la extraña política del Gobierno de turno de no defender los intereses nacionales un amplio sector de aportantes, o sea de personas con derechos y directamente interesadas fue simplemente ignorada, pese a las dudas, se sabía lo que pasaba con los trabajadores antiguos que se jubilaron en el antiguo sistema, y cual era el plan con los más jóvenes, que entraron directamente a formar cuentas individuales. 
Sin embargo, no se había previsto que generaciones enteras habían aportado durante años al antiguo sistema sin tener las condiciones ni la edad para jubilarse, ya que la edad había aumentado de 50 años para las mujeres y de 55 para los hombres a 65; además también se incrementó el número de aportaciones de 180 a 300 (no podían jubilarse 9000 personas de los cuales 3.500 eran mineros y 1.500 
fabriles), la cultura popular les dió a estos ciudadanos un nombre tristemente apropiado, “Generación Sándwich”, su sacrificio reabrió el debate sobre la naturaleza inhumana de las Reforma, cuya Ley de Pensiones  permitió que un gran número de aportantes quedaran "emparedados” entre el sistema de aportaciones solidario, que proporcionaba seguridad social mediante la solidaridad generacional (ello fueron trabajadores activos aportando para el sustento de los pasivos). Mientras  30.000 ciudadanos protestaban tenazmente por sus aportes considerando que les habían robado su Jubilación, un drama humano volvió a mostrar la cara social ignorada de la Reforma, tras la inmolación de Eustaquio Picachuri, quien aportó 15 de 20 años laborales, de sus  47  de edad y se encontraba desesperadamente desempleado. 
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Cuadro 6. Gastos actuales de las AFP (Jubilados 2%

La tragedia del minero, al que le enviaran a negociar a personeros técnicamente inflados pero insensibles, llevó a un desenlace en forma fatalista, y justo allí en el Legislativo, tuvo lugar la explosión. Luego de la convulsión nacional y ante nuevas amenazas radicales, la protesta concluyó con una negociación entre sindicatos y el gobierno, que aceptó otorgar una pensión vitalicia equivalente a 50 dólares a todas las personas que no pudieron jubilarse bajo el antiguo sistema y con vistas a no hacer claudicar el déficit fiscal creó el impuesto a las transacciones financieras para obtener 90 millones de dólares (En los momentos más cruciales de la guerra del gas, el Gobierno anterior expresó lacónicamente que el déficit de pensiones pensaba ser pagado con la exportación del gas, lo que quiere decir que como seguramente sucederá, eventualmente el precio de los hidrocarburos se elevará en el mercado Internacional, pudiendo llegar a producirnos un superávit importante del PIB, pero atrás de la bonanza temporaria económica estará escondido el gasto deficitario, que podía haberse utilizado en desarrollo económico. este empecinamiento de buscar soluciones parches como el impuestazo o los carburantes recargadas a la economía popular tuvieron consecuencias violentas sobre la democracia) e intervino el sistema estatal de pensiones, cambió la directora del SENASIR
 y tomó rápidamente otras medidas: ninguna jubilación superaría los 1012 u$ con el D.S. 27427,
 (incluye militares, y excluye expresidentes); antes de ésta medida el 95% recibían de 100 a 500 u$, el resto recibía de 3 a 7mil u$. Todas estas decisiones que no concluyen con los montos requeridos para solucionar el problema fueron complementados pasando a la generación sándwich de un sistema a otro, se decidió que estos ciudadanos perciban una “compensación de cotizaciones” que consiste en transformar los aportes ya realizados en una deuda del Estado que se registra y contabiliza en sus cuentas individuales especiales. Se estableció el marco legal  que permite realizar  la Compensación de Cotizaciones. Utilizando una fórmula para, en base a los descuentos realizados a los salarios de los afiliados aportados al sistema de reparto,  poder calcular la suma de dinero que el Estado abonará a las cuentas individuales de esas personas en cuanto se jubilen, usándose estos fondos  para engrosar sus rentas, o sea ya no es dinero de los trabajadores perdido. No significa que tengan garantizada la Jubilación, sino  que con el sistema de reparto se necesitaban 180 aportaciones, correspondientes a quince años laborales, además de los requisitos de edad de 50 años para las mujeres y 55 para los varones (ahora son necesarios 65 años), con esto se tendría acceso al 70 % del salario que percibían. La compensación de cotizaciones reconoce el 42 por ciento del salario que ganaba. Pero para lograr el 70 por ciento necesario que le permitiría jubilarse, se requieren 10 o15 años más de trabajo. Y para jubilarse con el 42 por ciento de su salario necesita esperar que pasen otros 15 años, hasta cumplir los 65 años. Esta medida tuvo su origen en la necedad del Gobierno de no asumir el real costo de la Reforma, ya que para las 400.000 personas en esta situación  el fisco debería gastar 460 millones de Bs. o sea 54 millones de dólares, y eso sin haber contabilizado aún a las personas que en momento de la Reforma no estaban inscritos o desempleados, así como a los ciudadanos que emigraron a otras países, o a los que viven en zonas casi inaccesibles del país. El déficit fiscal por la deuda interna suma y sigue, el expresidente Carlos Mesa, en su primer mensaje a la nación, advirtió de que la deuda interna paga intereses superiores a los que se tienen por la deuda externa, y los impuestos que recauda el Estado no llegan a cubrir gran parte de esos compromisos. Pero eso no es todo, aún viene lo peor, cuando los trabajadores comiencen a jubilarse bajo el nuevo sistema  

 Como ambos sistemas son tan diferentes en su concepción, sucede que la compensación de cotizaciones tiene dificultades procedimentales necesarios, como ser: Haberse afiliado o abierto una cuenta en una AFP, cuánto le corresponde a las nuevas cuentas individuales, la llamada “densidad de los aportes”, o sea el dinero que el trabajador había aportado, y el último nivel salarial que percibía en 1996.

La Ley de Reactivación Económica estableció dos procedimientos de compensación. El primero de ellos es llamado “automático”, y se aplica a todos los afiliados a la base de datos del Ministerio de Hacienda, que son aproximadamente 250 mil. El otro procedimiento es llamado manual, por no estar en la base de datos los aspirantes deben proveer documentación y es necesaria, la verificación de los aportes realizados por el trabajador por parte de la Dirección de Pensiones. Éste trámite es un remanente de cómo se hacía normalmente cuando un trabajador solicitaba su jubilación. En ésta situación hay alrededor de 100.000 personas que junto con las que no se inscribieron en las AFP, y otras 20.000 que quieren jubilarse con el antiguo sistema y 350.000 traspasadas de un sistema a otro en la compensación, la deuda del Estado con los FCI para pagar los actuales jubilados del sistema antiguo conforman el problema del Estado. 

 Lamentablemente de algún modo la historia de las falencias de los fondos complementarios tiende a repetirse en el SENASIR,
 el daño a quienes propugnan el sistema de responsabilidad del Estado miran con preocupación la tendencia a la corrupción y a la ineficiencia administrativa pública que parecer llevar repetidamente al fracaso del sistema solidario, esto es esgrimido por los privatizadores cuyos sistemas reducen al mínimo las posibilidades de fraude, por lo menos las del aportante (dobles planillas, edad, años de servicio, evasión, falsificación de documentos, etc.), y es que esa tendencia  al engaño de las personas que buscan elevar la remuneración de los años finales, y la aspiración generalizada de ser mantenidos por el Estado, produce consecuencias graves al noble sistema de Seguridad Social, que son criticadas a veces por  aquellos mismos que gerentaron el sistema antiguo en forma tan deplorable: los partidos políticos que con mentalidad de botín político y prebendalismo partidario electoral otorgaron a la  teoría neoliberal sus argumentos y que además sucedía,  ( o puede seguir sucediendo) que los gobiernos utilicen estos fondos intangibles para aliviar sus perennes problemas de iliquidez e inversión. 

La Jubilación en sí es un proceso difícil, numerosos motivos
 hacen  un calvario para los prejubilados llegar a disponer de su pensión  ya que no saben cuánto tiempo deberán subsistir sin ingresos pues los trámites deberían durar 90 días pueden demorar 2 a 5  años, tiempo bastante largo para a ésa edad no tener de que vivir, por lo que se logró tratar con el gobierno el pago de 1.056 bolivianos mientras duraran los trámites. Además del siempre presente fantasma de la corrupción, la mala atención va de la mano de la desesperación complementada de varios motivos:

Las deudas empresariales, (más de 1000 empresas debían a la dirección de pensiones, por lo que los aportes de los trabajadores nunca llegaron al Estado, lo que deriva en procesos y búsqueda de datos),  la falta de documentos (se exigen aunque las empresas ya no existan por lo que a veces es una intención imposible) la burocracia y  falta de tecnología (desde la utilización de carpetas manuales, sólo el tras paso e fondos a las AFP ha generado un base de datos, pero aún hay un sector de procedimiento de trámite Jubilatorio que apropiadamente se llama “manual”), la proliferación legislativa, la politización, la sobrecarga del despacho, evasión, movimientos demográficos, la ausencia de una unidad de seguimiento y verificación, y la distancia que complica el envío y el contraenvío de documentos a, en especial con el interior. A esto se le añade el proceso de revisión y aprobación de las carpetas y la consecuente acumulación pues se consideró gasto superfluo la implementación de tecnología, hasta que los 5.000 trámites en curso se transformaron en 29.000.

Un tema de difícil solución, más aún cuando los propios trabajadores reclaman por la anulación de la Ley de Pensiones y el fin del sistema privado de las Administradoras de Fondos de Pensiones, administradas por capitalistas españoles. (los garantes de las AFP son las firmas Invesco, Argentaria y el Banco Bilbao de Vizcaya).

También son importantes los grupos de trabajadores marginados de la Seguridad Social, cada vez mayoritarios en nuestro país (informales, desempleados, subempleados, independientes etc.) y que el libremercado considera simplemente mercados inapropiados, o al máximo muestra interés por los que puede considerar “pobres rentables”, ignorando totalmente a los que considera “pobres no rentables” sin ninguna oportunidad, contra el sentir de la Seguridad Social se ha pasado de una política priorizaba la oferta  prestaciones a otra que se centra en las aportaciones
 que al fin y al cabo los consideraba sectores marginados por la falta de relación obrero patronal que les impedía ingresar al sistema. No hay otra posibilidad contra la exclusión. Ni siquiera se considera el problema de los desocupados o la posibilidad de establecer  un sistema de pensión universal que no requiera aportación de los interesados, que se financie con el producto de los gravámenes y que podría complementarse con un sistema basado en ingresos así como  aquellos que por el trabajo que desempeñan tienen características especiales y no pueden ser enmarcados en la visión actual de pensiones que es incapaz de implementar una prestación que en otros países existe, pero que aquí parece impensable:  un seguro por cesantía que proteja de la grave condición de desocupación.

Si tomamos como ejemplo de situaciones especiales a  los miembros de la Policía, que en un número aproximado de 20.000 soldados con un salario de 800 Bs., su aporte del 12.5% significan 100 Bs. mensuales, o sea por todos ellos 2 millones de Bs. en un mes y en 15 años serían 30 millones de Bs. Pero como estos grupos de trabajadores no pueden desempeñar sus funciones hasta los 65 años, se verán obligados a desempeñar otras labores que no comprenden el Seguro Social Obligatorio, perdiendo su rendimiento, por lo que se deben corregir la norma estableciendo un nuevo sistema de devolución del capital o de retiros parciales anticipados con el rendimiento por inversiones. Además la edad de Jubilación de 65 años es demasiado alta, debe considerarse los 60 años para los hombres y 55 para las mujeres, ya que completar 65 años para la redituabilidad del 70 % es lesivo o un espejismo si a esto le sumamos que las probabilidades de aumentar la esperanza de vida con el tiempo disminuyen, no aumentan. 

Si un trabajador tuviera la posibilidad de poner su ahorro en una mutual o banco, o en un sistema de ahorro de libre disponibilidad, tendríamos un concepto más cercano al concepto de ahorro individual. Pero los sistemas de previsión privado consideran al individuo como un inversor (no un ahorrista) de su propio capital humano, justificando así las incertidumbres del futuro de su capital, por lo que trabajan concluyentemente con la irrevocabilidad de  las aportaciones. Los conceptos entre ambos sistemas son tan diferentes  técnica y administrativamente, que si bien la medicina social no busca superávit, y si lo tiene rápidamente debe reinvertirlo en servicios hasta abarcar a toda la comunidad, los sistemas privados buscan la eficiencia para la competitividad interna, bajo reglas rígidas de inversiones, manejo de recursos y otros en la medida de su organización y bajo el control de la Superintendencia. 
Los principios de ambos sistemas son también diferentes: mientras la Seguridad Social tiene como fin redistribuir la Renta Nacional y preservar la calidad y el riesgo de la paz social nacional, el sistema privado busca cumplir el contrato de contingencia que ha hecho con su contraparte, pero su fin macro es generar cantidades de capital mediante el ahorro forzoso y buscar lucro para sus accionistas empresarios, lo que conciencialmente es justificado y legítimo en la actitud capitalista. Es necesario además establecer procedimientos por los cuales los aportantes participen en la gestión de sus recursos, aunque sea en forma consultiva, pues aunque no son copartícipes capitalistas de la empresa, son afiliados y se manejan sus aportes, además esto es permitido en muchas modalidades empresarias, aunque sea en forma consultiva; también podía hacerse desde el interior de la AFP.

Según el Artículo 9º del reglamento de la Ley de Pensiones, el capital que cada persona aporta luego de una vida laboral (durante 20, 30, 40 años) incluyendo intereses correspondientes será transferido en su totalidad a nombre de la entidad aseguradora o AFP correspondiente con la que el afiliado hubiera firmado el contrato de pensiones.
 . 

Esta situación es reiterada en el artículo 16, que en su inciso "d" señala: 

d.)...será financiado con la totalidad del capital acumulado en la cuenta individual del afiliado. Este saldo será transferido en su totalidad por la AFP como prima única a la Entidad Aseguradora con la que el afiliado suscribió contrato de pensión o a la cuenta de mensualidades vitalicias variables de la AFP que corresponda. Una vez firmado el contrato de pensión y transferido el capital acumulado en la cuenta individual éste pasará a formar parte del patrimonio de la Entidad Aseguradora o de la Cuenta de mensualidades vitalicias Variables.

O sea que el aporte del trabajador de un porcentaje elevado de su magro salario que forma un capital acumulado por años, prácticamente se pierde, pues es transferido a las AFP o a las compañías de seguro como una prima por anticipado de la renta que le va a reconocer. La renta en este modelo, es en realidad solamente el interés que rinde ese capital acumulado. 
En cuanto al capital éste pasa a ser patrimonio de las compañías de seguros quienes entregan como renta al asegurado el rendimiento del interés de dichas sumas acumuladas en la vida laboral, y aunque ésta entrega se suspende un vez que fallece el asegurado,  la compañía de seguros aun  se queda con el capital y también con los intereses que continúe generando, o sea la redituabilidad del mismo. De este modo, esta capitalización parte del derecho de propiedad de la administradora sobre el aporte, sin ninguna disponibilidad para el aportante, aún después de muerto. Al tiempo de Jubilarse la administradora en un acto patriarcal cuidando estos dineros de una posible “dilapidación irresponsable” le entregará este seguro vitalicio en cuotas  para sobrevivir, y mientras viva nunca dispondrá del capital acumulado, aunque alguna vez haya sido su esperanza.

Los principales beneficiados con el sistema son los gobiernos (que de un modo u otro disponen de estos fondos) y las AFP que cobran por el manejo de las aportaciones el 0,5 %, que hasta marzo del 2000, significó 23 millones de dólares, de este modo los trabajadores pagan por el dinero que entregan para que las compañías de seguros hagan inversiones, ésta comisión debería estar inmersa dentro de las utilidades de la inversión, o sea de los intereses que generan, y no salir del sueldo de los trabajadores. O sea que aquí apreciamos que el nuevo sistema de Pensiones no tiene nada en común con el antiguo, es totalmente diferente de ahí que quizás se genere confusión en los pensionistas, el antiguo sistema cultiva la solidaridad, éste el individualismo, el antiguo sistema era un fondo de ahorro, el nuevo más bien se parece a la compra de un seguro en el que si el individuo tiene “la suerte” de utilizarlo recibirá un beneficio (como en el caso de un accidente del SOAT), si no su aporte se pierde, así ahora se apuesta llegar a los 65 años, y a partir de ahí se apuesta a cuánto se sobrevive, las posibilidades aún se extienden más allá ¿será que los fondos existirán en el futuro?, es también posible que no, pues si bien se argumenta la efectividad administrativa del sistema privado sobre el control estatal, nadie puede garantizar seriamente el resultado, pues lo que precisamente caracteriza a los negocios en los mercados de capitales es el riesgo
 y la inseguridad de los efectos macroeconómicos de una gran acumulación de capital,  inflación o una eventual baja de intereses entre otros
. 
En todo caso si los capitales se pierden, ¿quién se perjudica?, los aportantes ya traspasaron sus dineros acumulados al patrimonio de las AFP, quienes cobraron una comisión por su manejo, el problema quedará para el Estado y sus disposición a otorgar un estipendio a los jubilados con la esperanza de que no sobrevivan mucho.

	Jubilación

10%
	Riesgo

Común

2%
	Riesgo

Profesional

2%
	Comisión

0,5%
	Total

14.5%

	400.292.145 
	80.459.373
	80.459.373
	21.297.819
	584.508.711


Cuadro 7.- Ingresos por aportes al nuevo sistema entre mayo 97 a mayo del 2000 en millones de dólares.

Como Riesgo Común, se comprenden las enfermedades y accidentes que suceden fuera del trabajo, éste aporte laboral del 2%, generó hasta Marzo del 2000, 80 millones de dólares (Cuadro 7), sin contar los intereses, y su finalidad era la de que las AFP contrataran los servicios de salud necesarios para la atención del beneficiario aportante. La misma figura se presenta para los riesgos profesionales, o sea aquellos que suceden dentro del trabajo, y a las que también las AFP consideran que corresponde atender a los seguros que atienden la enfermedad, sin embargo esto además de vulnerar el artículo 31 inciso m.) de la Ley: "Son obligaciones de las AFP contratar los servicios de salud necesarios hasta la recuperación de los afiliados que sufren enfermedad y accidente profesional, o hasta que sean declarados inválidos permanentes y definitivos", de no cumplirse ésta disposición los aportes por riesgo común y riesgo profesional no tienen sentido. Aunque la Ley ya tuvo una modificación intencional antisolidaria. Como se señala en el pie de página 39 en que este artículo es “derogado por el Artículo 27 numeral 2 de la Ley 2064  de RE  2. ARTICULO 31º. Se deroga el inciso (m) con lo que esta aportación deja de ser aplicable a la atención se salud por lo menos en casos prolongados o crónicos, sin embargo los incisos k y l establecen la contratación y pago por servicios médicos, pero en su definición de “ente gestor de salud” médica comprende también la privatización de los servicios de atención médica.
Al respecto el Código de seguridad Social, aún vigente y el D.S. 21637, confieren a la Caja la administración de los regímenes de enfermedad, maternidad y riesgos profesionales a corto plazo, y le da al riesgo común condición de siniestro especial, motivo por el que precisamente se creó en la Ley de Pensiones el Seguro del Riesgo Común con el aporte económico antes señalado del 2% para ésta contingencia. Incluyendo la invalidez que en riesgo común tienen rentas mínimas.

En el caso de riesgos profesionales. Las AFP se hacen cargo del pago de los rentistas (140.000), quienes son en su mayoría mineros (Cuadro 8) con limitada expectativa de vida, al contrario del sistema de recaudación del 2%, por lo que también debe pagar a las cajas por atenciones e otras enfermedades crónicas cada vez más emergentes y dar las prestaciones de rehabilitación, ortopedia y readaptación personal, cuyos altos costos las cajas actualmente asumen, sin recibir nada de los montos antes citados. Además, estos fondos deberían estar en cuentas especiales.

[image: image6.png]GRAFICO 5
ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES: PAGO DE RENTAS POR RIESGO
'PROFESIONAL A BENEFICIOS CALIFICADOS ANTES DE LA FEC!





Cuadro No.8
Tomado de la SPVS Memoria anual del 2002

La realización los pagos por pensiones de muerte e invalidez por Riesgo Común a afiliados al SSO, al igual que en el anterior caso, las compañías de seguros Provida y La Vitalicia, pagaron durante la gestión 2002 aproximadamente 45 millones de bolivianos a 1.910 beneficiarios mensualmente, acumulándose desde la gestión 1998 al 2002 cerca de 93 millones de bolivianos y correspondiendo la mayor parte de los pagos en el denominado eje central: La Paz 32%, Santa Cruz con el 20% y Cochabamba 26%, totalizando el 78% del total.

El Artículo 35 de la ley de Pensiones especifica que no puede haber exclusividad de AFP, aunque por supuesto los monopolios están prohibidos por la Constitución Política del Estado las normas y los contratos de administración se refieren ambiguamente a “áreas de exclusividad de cada AFP y en el territorio de explotación común” o al destino por años de nacimiento, la Superintendencia de Pensiones, debe mantener  la competitividad. En mayo del 2002 venció el periodo de exclusividad de las Administradoras de Fondos de Pensiones, abriéndose el mercado para el ingreso de una tercera AFP. Se procedió a  normar el procedimiento para el otorgamiento de Licencias a las AFP, y se dio inicio a través de Licitación Pública Internacional al ingreso de una nueva AFP. Sin embargo la licitación fue declarada desierta ante la inexistencia de interés de empresas extranjeras. En realidad no se debe dejar de percibir las ventajas que nos pudiera otorgar el libre mercado, la mejor oferta y la demanda, la libre competencia, pero en varios países latinoamericanos existen múltiples administradoras de fondos de pensiones, (cuadro 9) reguladas en la veracidad de su marketing
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        Cuadro 9 Números de Administradoras de fondos de pensiones en algunos países

Algunos otros ajustes de la actual Superintendencia de Valores y seguros deben ser tomados pues menoscaban su propia estructura y disminuyen la fuerza de su sistema entre ellos: existe una relación entre capitalizadas y AFP (fondo de capitalización individual y fondo de capitalización colectiva) inexplicable, Sin ninguna ley las AFP designan personas para representar en los directorios a los bolivianos, frecuentemente a profesionales con potenciales conflictos de intereses al haber pertenecido a las capitalizadas cuestión delicada más siendo un tema que puede ingresar en cualquier momento en agenda política. También está  el hecho técnico de que las SOCAS Sociedades capitalizadas con inversiones paritarias (1+1= 2) producen dividendos más bajos que además deben ser repartidos entre dos
. 

Las acciones deben ser medidas no en la bolsa boliviana de valores, sino en la internacional, el artículo 305 establece la inversión en bonos del TGN
, con el fin de que este obtenga fondos para el pago de las rentas, de este modo para el pago de las rentas, y por un período no mayor de quince años los aportes deben ser invertidos por las AFP en títulos valores de largo plazo (bonos) emitidos por el TGN, realizando ésta inversión del “Mercado del Ahorro Voluntario” en el “Mercado Primario Local” 
 . Sin la fiabilidad de la bolsa internacional, queda la duda si ésta cantidad en los años fijados podrán ser pagados por un gobierno, si la compra se mantendrá en el ámbito nacional, y también se desvirtúa el principio de la Ley de Pensiones que pretende tener la esencia de la inversión con probada rentabilidad y que esos recursos sean invertidos en cumplimiento de planes sociales. 
Tampoco se practica uno de los principios de las políticas públicas, el IEC, (información, educación y comunicación), de modo que no se estimula una cultura de previsión entre los jóvenes ni se estimula la decisión de los individuos en el ahorro, o programas de orientación previos a la jubilación que incluyan información sobre las consecuencias financieras de la jubilación.

El superintendente de pensiones, valores y seguros, Lic. Guillermo Aponte Reyes Ortiz en una entrevista (El Deber, 13 de Febrero del 2005), señala que no se está utilizando los aportes a las AFP para pagar el Bonosol, pero que sí se están comprando acciones de las empresas capitalizadas, de las que ahora somos dueños los 870.000 aportantes (pero, ¿acaso los aportes no pasaban a ser patrimonio de las AFP o acaso la Capitalización gozará siempre de buena salud política y financiera?), lo cierto que con eso se completó el pago de 90 millones de dólares del Bonosol, un programa que más allá de sus características, vuelve a la mesa de discusión con cada gestión Gubernamental, aunque el se estime que el año 2060 se extingan por razones naturales los beneficiarios de la Capitalización. La medida como explica el Lic. Aponte, no es difícil de tomar por los gobiernos, pues estos no ponen ni un centavo o sea que podemos decir que aunque el Bonosol es una política económica redistributiva que llegó a 470.000 personas el primer año  se estima que llegarán al millón, no es gracias a las finanzas estatales paternalistas. Las AFP se verán cada vez más comprometidas a financiar la Reforma por la falta de recursos del Estado. 

Evidentemente esta actitud además de ser posible es repetitiva ya que en pasado contrajeron contratos con la entonces  Superintendencia de Pensiones (hoy Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros) y debieron negociar con el Gobierno, antecedente que establece que no hay ninguna garantía de que en el futuro no existan otros cambios en el pago de los beneficios de la capitalización, ya que existe una cláusula que da vía libre a cualquier ajuste que el Estado considere necesario aun sin el consentimiento de los accionistas (más bien de los beneficiarios, ya que traspasaron sus fondos a patrimonio de las AFP). La cláusula 24ta. del contrato dice: “Cualquier estipulación del contrato puede ser modificada, enmendada o complementada mediante un acuerdo escrito entre la Superintendencia y la AFP o, si corresponde, entre la Superintendencia y la AFP, los titulares de la participación comprometida y los garantes”, añade: “Cualquiera de las partes del contrato podrá en cualquier momento solicitar que se sostengan discusiones para revisar la ejecución de cualquier estipulación del contrato y sin ningún compromiso, determinado si debería ser modificada, enmendada, corregida mediante acuerdo mutuo, o condiciones que, de no existir dicho acuerdo, las estipulaciones del contrato, según su última modificación, si fuere el caso, continuarán ejecutándose en los términos y condiciones ya previstos ”.

Un ejemplo de que esas modificaciones pueden ser efectuadas son las metas establecidas en el contrato para las gestiones 1998 al 2001, que dicen que las AFP “deberán pagar el Bonosol a beneficiarios que, en conjunto, representen el número menor entre 116 mil o el 90 por ciento de la base de datos del Fondo de Capitalización Colectiva (FCC) actualizada al 31 de diciembre de 1997.

El número de beneficiarios que como vimos aumenta cada año,  también ha cambiado según la óptica de los gobiernos, como fue la promulgación de la Ley PCP determinando entre otras cosas el Bolivida y la acción popular, y la vuelta de intención proselitista del siguiente gobierno con la Ley del Bonosol anulando lo anterior, ya que sólo hace falta que se pongan de acuerdo el Superintendente de Pensiones, Valores y Seguros y las AFP. Las AFP tienen la obligación, según el contrato, “de pagar los beneficios correspondientes al FCC (el Bonosol, luego Bolivida y Acción Popular) exclusivamente con la liquidez generada por la administración de los recursos de dicho FCC, efectuada en conformidad a la Ley de Pensiones, reglamentos y el contrato, pero la AFP no tiene la obligación ni función de generar liquidez en el FCC, por medios diferentes a los expresamente permitidos por las norma, si así fuera ¿Para qué se procedió a desprender las empresas rentables estatales bolivianas pretendiendo fortalecerlas al capitalizarlas?.

Empero, el monto que lograron las AFP como resultado de la administración del FCC fue insuficiente para cubrir los gastos de los beneficios de la capitalización en 1997, lo que hizo que el gobierno del MNR obligue a las entidades a endeudarse para pagar el Bonosol, en un compromiso más bien demagógico, algo que no estaba contemplado en el contrato. La falsa expectativa de que la rentabilidad de las capitalizadas  produzca utilidades  del 12%, nunca se alcanzó, pero arrojó sombras, especialmente sobre el futuro de los jubilados. 
De acuerdo con los datos del gobierno, las AFP asumieron una deuda de 50 millones de dólares para cubrir el pago del Bonosol en 1997, a una tasa de interés del 11,5 por ciento. Ese monto tuvo que ser cancelado a lo largo de los tres últimos años con los dividendos logrados por las empresas capitalizadas entre 1998 y 1999. Otra de las facultades que otorga la Ley de Pensiones a las AFP es que pueden decidir libremente la venta de las acciones de las empresas capitalizadas para garantizar el pago de los beneficios de la capitalización. ¿Quién asegura un buen futuro económico a la Reforma y a las esperanzas de los Jubilados? 
Sin embargo, esta opción no fue aplicada porque no todas las empresas están inscritas en la bolsa, es más casi no hay interés del empresariado de embarcarse en este sistema, y por cierto deben tener sus razones, (Cuadro 11) ya que además de desconocerse el valor de mercado de las acciones, las AFP pueden valuar las acciones de las empresas capitalizadas “de conformidad a la oferta adjudicada en cada proceso de capitalización, hasta que transacciones significativas establezcan un precio de mercado de acuerdo con las normas reglamentarias”.
A ello podemos añadir la presión política para evitar la venta de las acciones, pues desde los inicios de la Capitalización ventas de las empresas nacionales en un principio, la venta fué a precio de “gallina muerta”. 
Lo que indudablemente en algún momento va a regenerar la recuperación de estos recursos por presión social y popular nacionalista, por el momento representantes políticos nacionales no han permitido la colocación de un candado que evita estos cambios constantes, que aunque generan desconcierto en la población y dudas de los beneficiarios de la capitalización, son soberanos. Muchos de los problemas económicos sociales deben ser buscados sus orígenes fuera de las fronteras nacionales.
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Cuadro 10   La razón 13.I.2006
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Cuadro No 11  Las recaudaciones aumentaron promedio año del 19,48% desde 1997, acumulando 7.468 millones de Bs. a diciembre del 2002, sin embargo las empresas inscritas disminuyeron por la compensación de cotizaciones.

El Superintendente señalan que el FCI  supera los 1.615 millones de dólares, (Cuadro 12) una buena expectativa por la que se creó para que como ahorro puedan ser aplicados en inversión y desarrollo Nacional, pero algo de las muchas cosas que como vimos a lo largo de este análisis no fué previsto en 
la visión de la Reforma, se hizo presente, ya que en este caso no hay la reacción de la empresa privada nacional que permita ofertar los instrumentos bursátiles cumpliendo los requisitos para financiar estas inversiones con un margen de seguridad 
. 
Actualmente destinan un porcentaje importante de sus recursos a la compra de bonos del TGN, y a la adquisición de bonos voluntarios emitidos por el Banco Central de Bolivia debido a las carencias de instrumentos bursátiles, sólo hay 80 empresas nacionales en el mercado de valores, cifra minúscula comparada con los 18.174 empleadores cuyos trabajadores aportan a las AFP, lo que señala que hay poca confiabilidad en el sistema, aún con las ventajas de financiamiento a largo plazo, las bajas tasas de interés y la rentabilidad elevada. 
Pese a que las Sociedades Administradoras de Fondos de Inversión (SAFI) han superado su monto administrado de 160 millones de dólares, al comenzar la gestión llegó a colocar 300, aunque puede considerarse una mejoría, esto señala que uno de los motivos de la reforma estructural, el coadyuvar en la reactivación económica del país puede no cumplirse. 

Otro servicio que otorga el Fondo de Capitalización Individual son los retiros mínimos y el pago de gastos funerarios por Riesgo Profesional y Riesgo Común. Estos retiros mínimos se los realiza cuando el afiliado no llega a cumplir con los requisitos mínimos para optar por una pensión de invalidez o una pensión de jubilación (por ejemplo un afiliado mayor de 65 años cuya cuenta individual no ha  acumulado lo suficiente para una pensión vitalicia). El importe acumulado por retiros mínimos al 31 de diciembre de 2002 alcanza a 17,79 millones de bolivianos

[image: image10.png]Seguro Social Obligatorio « Numero de

1000 EN
- 80 g
8 s 182 §
E 40 0=
= om £

ol lo &
1 4
1997 . 1998 . 1999 - 2000
000 - 2002 - 2003

= Afliados —s—Empleadores





Cuadro 12 Recaudaciones de los Fondos de Pensiones según registros de la SPVS

El espíritu de la Reforma parece priorizar las aportaciones, no las prestaciones: El artículo 14 de la Ley de Pensiones señala que “Las cotizaciones al Seguro Social Obligatorio de largo Plazo efectuadas de conformidad a la presente Ley no constituyen Tributos, ¿Para que desregularlos por ley? Además éste es un concepto peligroso para abrir las puertas a la privatización de la salud social de corto plazo cuyos aportes sí constituyen tributos, por lo que  son de interés del estado. Es necesario también apreciar lo que sucede en naciones hermanas, y cómo hicieron su reforma de pensiones en otros países latinoamericanos como Argentina, Colombia, Costa Rica, Perú, Uruguay con programas mixtos paralelos combinando sistemas de repartos con individuales, y el tamaño de sus economías sí les permite establecer marcos legales para el funcionamiento de multifondos, de modo que el afiliado pueda elegir si la inversión de sus aportes será en acciones o bonos de renta fija o variables.

Como epílogo, diremos que si bien el liberalismo filosófico nos conduce hacia la democracia, el liberalismo económico lo hace  hacia el capitalismo que en sus formas más agresivas de libre mercado necesita originar la globalización. 
Este evento histórico particularmente impulsado en los últimos tiempos, precisa que los competidores se encuentren en cierta armonía o condiciones de participar del sistema para que funcione, no se trata de un acto de ecuanimidad, sino que en las desigualdades se encuentra el germen del peligro que provoque la crisis del sistema. 
Aunque la historia se detuvo al concebir la evolución de la democracia liberal, la humanidad está muy lejos de considerarse en igualdad de condiciones de desarrollo, menos aún desde la perspectiva del consumismo que en una progresión sin precedentes aumenta su oferta en las últimas décadas, haciendo difícil a los pueblos alcanzar el ritmo del  desarrollo tecnológico. Aunque sus conocimientos ancestrales les hayan permitido vivir en armonía con la naturaleza durante milenios, un “atraso” de décadas le crea un universo de necesidades que desde nuestra perspectiva modernista los encasilla en el nuevo apartheid social: la exclusión, o en una nueva categoría perversa: la pobreza, como consecuencia de preferir una buena administración privada aún a costa de un mal impacto popular. 

Para Bolivia, el tratamiento privatizante de los social es una “gran marcha atrás”
 está fuera del contexto nacional al no considera nuestro principal fenómeno: La pobreza,
 no tiene sentido establecer un sistema, que instrumente un Estado con fobia a lo social aunque haga parecer una cosa “natural” ignorar la inversión en salud social, simplemente embargando las posibilidades de la mayoría,
 si se habla de la década de los 80 como la década perdida, y si bien a la ciudadanía no le pusieron un arma en la cabeza para que aceptara, sí se usó desinformación, y falsedad ideológica que es éste caso podemos considerarlos un acto ilegítimo, los gobiernos neoliberales parecen empeñados en hacernos perder décadas de progreso, en una era que como la actual los vertiginosos avances tecnológicos y culturales hacen de los años un factor decisivo del desarrollo de los pueblos, para los cuales hay que preparase para enfrentar los costos humanos y de recursos de los mismos pues de no tener ésta visión en pensiones, nos espera en el futuro un país con un millón de adultos en la indigencia.
. 
La Ley de Pensiones además es hecha tan fuera del contexto nacional, y de nuestra dinámica demográfica, que no sólo no afecta sino que además perpetúa y acentúa una grave situación que nos lleva a un círculo vicioso letal (Fig. 10)  ya que un sector mayoritario de la población, nada menos que las tres cuartas partes, está doblemente afectada, no sólo está excluida de la asistencia médica que otorga la seguridad social y por tanto gravita alrededor del Estado, que cubre materialmente deficientemente (cuando lo cubre), y por otro lado esta gran mayoría de seres humanos, nuestros conciudadanos está desamparada contra las contingencias de invalidez o el desempleo, aunque sean jóvenes,  y con seguridad en la senectud. 
A esta Ley no le importa mínimamente el desamparo total en que se encontraren no sólo del individuo, sino de grupos familiares completos y quizás de todos los bolivianos, pues directamente se ignora el efecto social y no se plantean asistencias alternativas que en realidad deben ser prioritarias, la OIT define como “asistencia social” al “servicio o régimen que otorga prestaciones a las personas de escasos recursos, por derecho en cantidad suficiente para satisfacer normas mínimas  de necesidad, se financia mediante la imposición fiscal.”, naturalmente su evolución es a ser reemplazada por seguridad social.
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Otros elementos del debate, hacen notar que nuestro país parece no haber completado la evolución que tuvo la seguridad social hacia un derecho subjetivo desde los conceptos de caridad  y beneficencia social cuando la persona es fuente de necesidades insatisfechas, que se acentúan más en cuanto el sistema se hace más irreconocible de lo que era a causa de sus cambios y deterioro en su favor que sin importar el peso de sus antecedentes, se prefiere establecer que no todo lo socialmente deseable es económicamente posible, cayendo en la pereza de actitud que no se puede hacer mucho más, cuando en realidad si se debe llegar más allá, pues en la medida que logremos bienestar no debemos dejar de reconocer nuestro grave índice de pobreza. Es de notar que se ha reconocido entre los riesgos contemporáneos a calamidades como calentamiento global, sequías, violencia, desempleo, inestabilidad social, terrorismo, hiperinflación, migraciones desordenadas, la muerte, y otros entre los que se encuentra cerrando la lista, el costo de las transiciones económicas (enciclopedia Larousse). Otro golpe contundente para el país. 

Se ha creado un ambiente pesimista, sostenido en el argumento de que el sistema de reparto no tiene garantías financieras, y todo con el fin de sustituirlo con el sistema privado, error que nos llevará a más sectarismo y exclusión, pues es conocido el hecho de fondo que sin un continuo desarrollo de la sociedad y la economía nada puede funcionar bien, ni siquiera los sistemas privados. 
Así vemos que los argumentos de un prometido y seguro sistema estable individual, no son ciertos, recordemos el premio Nóbel de Economía 2001 J. Stíglitz, quien nos demostró la asimetría de la información económica. Las contingencias que puede sufrir una persona y sus familia tendrán un impacto económico negativo si la protección no es parte de su vida, de acuerdo a esto, en el ambiente Europeo, lo público tiene grandeza y es lo confiable, y más bien lo privado puede tener el concepto de sospechoso, o sea que necesariamente, no es mejor lo privado que lo público, inclusive en Latinoamérica no todos los países mantuvieron el camino de la capitalización del ahorro individual, algunos como Brasil prefirieron ser mas solidarios estableciendo sistemas mixtos de reparto, amparando a las muchas personas sin capacidad de ahorro, y abriendo las puertas a la posibilidad de la protección universal social de sus habitantes, manteniendo el Estado su tutela. 
En otros sistemas más experimentados, como en la Unión Europea, se mantiene la cultura por lo público explorando los sistemas privados sólo como una opción complementaria para mejorar la seguridad individual. Pero no podemos ver primero el financiamiento y después recién a las personas, ya que nuestro objetivo son los ciudadanos en primer lugar, por lo que las discusiones financieras deben ser dirigidas hacia cómo lograr hacer efectivo el ingreso de todas las personas al beneficio.

Aunque nuestra seguridad social tiene una fuerte dependencia de la relación obrero patronal, en realidad la necesidad de las personas es independiente de sí se encuentran en el mercado formal o informal, en el sector urbano o en el rural, o si están en edad laboral o no, en la práctica la persona parece no ser importante antes de iniciar su vida laboral, y después de terminarla, lo que es un absurdo, es necesaria la flexibilidad de los medios que busquen una meta más amplia, que parta del reconocimiento de un derecho para todos, que se considere unas Política Nacional que con claridad busca invertir en dar oportunidad a las personas, las mismas que considera sus potenciales sociales sostenibles, inclusive se reconoce el potencial de las personas con discapacidades y de quienes por motivos de su edad también pueden aportar a la sociedad y al mercado,  y si algunos no pueden llegar a esto por lo menos buscar la grandeza de proporcionarles seguridad y dignidad. En realidad está fuera de discusión el beneficio que la educación y la inversión en la persona tiene sobre la economía acrecentándola.

En lugar de pretender un sistema como el nuestro, en el que las personas jubiladas se presenten como un grupo que recibirá un estipendio mensual controlado sin reconocer sus capacidades, se debe  llevar el concepto de que su envejecimiento natural  una persona debe conservar su independencia, y más bien en lugar de aislarse, tiene que ampliar su participación  social, al tiempo que prolonga su vida útil. Lo contrario, inclusive la incapacidad o la muerte del anciano conlleva un hecho que también  suele ser relegado, y es que su fallecimiento o deterioro físico o social también puede influenciar en la calidad de vida de generaciones más jóvenes, un hecho conceptual secular es que el núcleo familiar debe estar compuesto por tres generaciones, por el importante apoyo que otorgan los mayores en el apoyo y crianza de los más jóvenes, en especial en los países no desarrollados donde la muerte o emigración de los padres sumerge en profundos conflictos a los nietos que deben ser criados por los abuelos, aquí aparece otro fenómeno no tomado en cuenta, que es que los beneficios de la seguridad social intergeneracional, conllevan también beneficios intrageneracionales, mejorando la distribución y la oportunidad.

No es posible entonces medir la seguridad social en cuanto a costos para el Estado, por muy alto que éste sea, las consecuencias futuras de no proteger s a sociedad son mucho más costosas, para comenzar  el aumento de la pobreza, la misma que de por sí ya nos es muy difícil de disminuir, por no decir de vencer, y en la que siempre nuestros habitantes serán seres vulnerables, luego esto nos lleva a un fenómeno que hoy en nuestro país ha creado condiciones políticas graves, como es la exclusión, y de la que se supone que mucho más de la mitad de los bolivianos no podrán salir de ella durante su vida, ellos al estar en ésta situación no pueden desarrollar y aportar su potencial al país al estar durante todas las etapas de su vida ahogados por la falta sus necesidades básicas , no tener acceso a bienes, servicios y derechos.

Si no hay una apreciación objetiva, los recortes estatales en servicios sociales y de salud generarán posteriormente más gastos para el Estado, como solicitudes de aumento salarial, jóvenes sin haber tenido las condiciones para desarrollar capacidades para ser el capital humano de un país, desempleo y pérdida de capital social, pues las familias pobres sólo pueden esperar ayuda del Estado, y si éste deja de hacerlo no podrán tener sostenibilidad, y ellos perderán confianza en valores como la confianza en la sociedad  cuestionándola. Estos fenómenos además tienen carácter acumulativo afectando al final la democracia, ante lo que aparecerán planteamientos de extremismo político. El gobierno que quiera ignorar la inversión social con fines de ahorro, comete un acto increíblemente inconsciente y negligente. Somos un país pobre, y no podemos dejar de priorizar el desarrollo social, la pobreza sólo se puede combatir con inversión en el área social.

La capitalización individual, agravó además la exclusión, ya de por sí nuestra Seguridad Social estaba conceptualizada únicamente para las personas con relación obrero patronal, como la industria no es uno de los fuertes nacionales, dejaba afuera a las personas que se buscan la vida como pueden y los cataloga como “grupos difíciles de asegurar”, estos grupo sin embargo son la mayoría nacional, es más provienen del propio ambiente de pobreza en que se hallan sumergidos, y donde estos conceptos parecen querer mantenerlos , sabemos que en un país pobre, más aún uno afectado por el neoliberalismo que inhibe el Estado aumentan los informales, los por cuenta propia, ocasionales, independientes, domésticos, desempleados, subempleados temporales , campesinos y otros. Ellos no han tenido la fortuna de pertenecer a un sistema empresario o estatal donde en realidad la diferencia está en que es más fácil afiliar y recaudar las contribuciones. 
En éste caso esa es la diferencia fatal entre formal e informal, y es donde nuestros gobiernos debieron concentrar sus esfuerzos. Es interesante que haya sido más fácil implementar seguros no contributivos como el de Vejez  y el Materno infantil, de indudable utilidad e impacto, pero queda el gran desafió de aumentar la cobertura de la afiliación, de ser posible comenzar a establecer un marco legal de afiliación obligatoria o voluntaria. 

Una pregunta que quedó pendiente en Bolivia, es si existieron opciones para la Reforma, es decir si se pensaban hacer cambios, que opciones habían, en realidad nos encontramos con que hubo una crítica unilateral contra el sistema público, exaltando los beneficios del sistema privado, entendiendo por sistema público aquellos en que el monto de las contribuciones pueden ser variables, sus prestaciones son establecidas, su régimen es de reparto o capitalización parcial colectiva y su administración es pública, se entiende como sistema privado aquellos que tiene su aporte definido, sus prestaciones no están definidas, su capitalización es individual y lo administran sistemas privados, se supone  que éste último sistema es conlleva un incentivo de seguridad personal que hace que el contribuyente sea un afiliado entusiasta y puntual pues es propietario de su cuenta individual, pero en Bolivia, sus aportes pasan a ser  patrimonio de la administradora, que les devolverá solo los intereses, como ya mencionamos. Lo cierto es que se hace creer que todos los países diligentemente implementaron estos sistemas privados, lo que no es cierto, (cuadro 13) ya que se entendió que las Reformas estructurales de pensiones son aquellas que o bien sustituyen un sistema público de pensiones por otro privado o también pueden crear un sistema privado que compite con el sistema público en el que también puede haber un sistema complementario coadyuvando al sistema público. Otro tipo de Reforma propuesta, aunque en nuestro país no se mencionaron, son las paramètricas, Reformas paramètricas son aquellas que mantienen el sistema público mejorando sus aspectos financieros y administrativos a largo plazo con las medidas necesarias como ser modificando los cálculos, las edades de retiro, estableciendo prestaciones y otras, hasta el 2003 doce países de Latinoamérica habían aplicado reformas estructurales de pensiones, pero otros  habían preferido las reformas paramètricas. Otros estaban en consideraciones entre ambos sistemas. Los países que acometieron las reformas estructurales, nosotros entre ellos, sufrimos hoy las consecuencias de dicho entusiasmo.

	Países que aplicaron Reformas Estructurales de Pensiones
	Países que aplicaron Reformas Paramètricas de Pensiones
	Países con reformas Estructurales o Paramètricas no aprobadas

	Argentina, Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, 
El Salvador, México, Nicaragua, Perú, Dominicana,  Uruguay
	Brasil, Cuba, Venezuela
	Guatemala, Honduras, Panamá ,  Paraguay


Cuadro 13 diversas preferencias de países ante las opciones de las reformas
Estando los bolivianos ante una nueva Constitución, no podrá dejar de considerarse que cuando un ciudadano tenga su vida en riesgo ante lesión o amenaza el Estado deberá proteger inmediatamente el núcleo esencial del afectado y reconocerle su carácter sagrado, ante lo que resultará violatorio que se antepongan intereses de carácter económico en la conservación de la vida y el respeto de la dignidad humana, ante la necesidad de recibir atención de salud para conservar su existencia. 
Estos derechos el Estado debe materializarlos a través de la organización de un sistema que responda a las demandas de atención de salud que se hagan en la comunidad, pues la salud pasa a ser un servicio que además de derechos fundamentales genera derechos prestacionales a través del sistema de servicio de salud mediante un desarrollo de los aspectos técnicos, económicos, legislativos y políticos, inclusive genera derecho subjetivo, aplicado mediante la acción de tutela, y garantizar a todos los habitantes su derecho a la seguridad social. 
La nueva legislación también no debe permitir que volvamos a tener retrocesos en salud pública, estableciendo la progresión continua obligatoria en materia de salud y educación mediante la priorizaciòn  de instituciones y procedimientos, dejando amparados los recursos necesarios que no deberán ser afectados ni siquiera bajo motivos de reactivación económica., es más aquellos recursos para la seguridad social, tampoco bajo ningún motivo deben ser destinados a otros propósitos que no sean la prestación de salud de los servicios de seguridad social. 
Constitucionalmente ni siquiera deberán permitirse impuestos sobre el aporte del pago por capitación. Sin embargo no podemos dejar de considerar dos fenómenos que en los últimos años rápidamente han ocupado el escenario nacional, ambos contradictorios, y aparentemente excluyentes: son el Indigenismo y las reivindicaciones Autonómicas, ambos tienen sus propios paradigmas que entrarán en contraposición, pues su naturaleza son distintas. Ambos deberán plantearse modelos de servicio social, si alguno tiene en su visión un concepto moderno, universal y por tanto  incluyente de sus habitantes, habrá logrado ponerse adelante al mejorar uno de los parámetros del Índice de Desarrollo Humano (IDH) un ciudadano sano, y educado impulsará el camino al desarrollo económico logrando la ventaja de su grupo, y los pensadores de estas tendencias ya deben estar tomando para sí este problema, pues no podrán desentenderse del mismo. 
Las numerosas Autonomías Europeas, han tenido diversas reacciones para asumir la atención de sus ciudadanos, pero un hecho es evidente, que la prestación de un servicio a quien lo necesite es mejor otorgado por la organización administrativa que esté más cerca, este caso el Municipio o la Región Autónoma, ya sea en el grupo Anglosajón, Mediterráneo, Escandinavo (Folkhemmet), Continental u Oriental, dicha función a despertado ineludible interés centrándose en las Rentas Mínimas de Inserción, combatiendo la exclusión, con particular interés en España, en los la​​nder de Alemania (Socialhilfe), Francia (RMI),  en las regioni Italianas y otros. También autonomías Indígenas, como en Nicaragua asumen estos retos contribuyendo para no quedar como mendicantes y asumir así derechos y obligaciones. En fin contrariamente a la corriente impuesta en Bolivia , en países con más desarrollo la tendencia es a aumentar el apoyo social a los sectores necesitados.
Y es que la Seguridad Social no debe ser  sólo una declaración retórica sino una decisión de Estado. El minimizarla con demagogia puede conducir a actitudes como la Reforma de Pensiones. El propio Simón Bolívar, visionario ya en 1838 sugirió el principio de Justicia Social como rector de las economías nacionales en beneficio del pueblo, él mismo, en el célebre discurso de la Angostura  (1819) acuñó el término de “Justicia Social”, luego en 1850 comienza a tomar forma en la nueva ley de los pobre (New Poor Law) de los Ingleses, antecedentes que en nuestra era fueron utilizados en la Carta del Atlántico en 1941 por Franklin D. Roosevelt y Winston S. Churchill, quien esgrimía el informe Beveridge, de tal modo que el tema tuvo que estar presente en el New Deal en el Acta Social (Social Act.).
Si bien en nuestro momento, al elaborar el código de Seguridad Social, siguiendo el modelo Sueco, que aunque laborista es de un criterio muy amplio, en éste momento, es notoria la falta de un proyecto de Estado Nacional, y la desorientación que esto nos produce  en la sociedad civil al no existir planificaciones y metas que nos permita tener una agenda política que implemente la protección social. El Estado desde que obedece a las relaciones entre las personas y su capacidad para producir cambios, es dinámico y perfectible, lo que se logrará  en la medida de que  ciudadanos  vayan tomando conciencia de sus necesidades, y tengan la rapidez y la capacidad de  generar ideas y soluciones incluyendo el correspondiente marco legal, para todos los ciudadanos, no sólo para un grupo, ya que el desafío actual boliviano es convivir. 

El mismo necesita particular agilidad, pues en algunos temas como en el caso de la seguridad social la realidad siempre irá más adelante que la legislación. 

La cultura legislativa que pretenda adelantarse no debe perder de vista ésta situación entre la necesidad existente y la regulación por dictar, por tal motivo no podemos separar el análisis de la situación social boliviana con la actitud política que hayan adoptado los diferentes gobiernos, la misma que no difiere mucho en el corto período de recuperación democrática, que aunque eminentemente capitalista no puede ignorar la necesidad de satisfacción de sectores mayoritarios de la población en cuando a equidad, pues eliminar el Estado benefactor que tuvo un importante papel en la posguerra (incluído el new deal) tanto como urgencia como para lograr el desarrollo significa no aceptar que en nuestro medio todavía vivimos una situación similar de emergencia expresada en el subdesarrollo, que va creando una sensación en los sectores continuamente deprimidos de que la democracia simplemente no les es útil, (especialmente los indígenas campesinos) abriendo las puertas a pesadillas ideológicas cuya acción política pone en riesgo el Estado mismo, o sea que Bolivia no puede prescindir displicentemente del Estado Benefactor, pese a las dificultades economicistas de su ejercicio, ya que aunque se pretenda implementar un estado de derecho, no sólo no se debe ignorar lo obtenido por el Estado Benefactor, sino recordar que los cambios requieren tiempo para ser aplicados y para ser perfectibles de modo que las políticas sociales  son primordiales para el Estado, sin éstas no sobrevivirá mucho, es más ni siquiera encontrará su rumbo y entrará en crisis . Hay que destacar que no se deben confundir la política social con el Estado Benefactor, cada uno tiene su ámbito.

La evolución del Estado Boliviano, como no podía ser de otra manera desde su nacimiento, obedece a las fuertes corrientes Internacionales, formando parte del margen de esa masa histórica dinámica desde el siglo XIX cuando el modelo liberal, tan prolífico en ideas, luchas y cambios, se agotó habiendo adoptado una actitud supuestamente desinteresada del poder de la autorregulación del libremercado y de mostrarse ajeno a la actividad económica privada, lo que por supuesto era sólo aparente (recordemos las pérdidas territoriales bolivianas asociadas a recursos naturales y su explotación privada). El alcance del libremercado en la regulación de los derechos ciudadanos era tal que se suponía que sus virtudes producían un orden social legítimo al acompañarse de un intercambio aceptado de bienes. La confrontación del liberalismo con el absolutismo monárquico había dejado en su lugar una marcada separación entre la Sociedad civil y el Estado dejando displicentemente a las posibilidades individuales las necesidades de los ciudadanos. Sin embargo históricamente se vuelve intrascendente que cambien los modelos políticos si no se eliminan las causas que produjeron los cambios, y el Estado Liberal se vio obligado a tomar avances pero siempre desde su perspectivas,  entre ellas proteger el denominado mercado autónomo, interviniendo a favor de la propiedad privada, conteniendo los movimientos y organizaciones obreras y estableciendo ayuda y beneficencia a los pobres, sin afectar la fuerza de trabajo y su mercado.

La falta de justicia que acarreaban las supuestas virtudes del intercambio no regulado, afectó la existencia de los Estados dando lugar a la segunda generación de los derechos humanos que accede a que las reivindicaciones sociales queden protegidas por los avances en el ordenamiento jurídico, dando lugar el Estado Liberal al Estado de  Derecho.

Frecuentemente se ubica en medio de esta transformación al Estado Social como una corriente que se interesa en los problemas sociales y culturales de una gran cantidad de sus miembros, que casi privados de su ciudadanía al encontrarse marginados por el orden  producen una crisis permanente en su sociedad para la que se necesitan metas de justicia social para los nuevos derechos sociales. En éste momento, la pobreza es tomada como un problema de todos, ya no sólo de la persona afectada, sino que se involucra a toda la sociedad haciéndola la nueva responsable, la participación colectiva en la responsabilidad social produce la satisfacción de reforzar la identidad nacional. 

De este modo se vislumbra un nuevo paradigma: controlar lo incierto del futuro, crear la cultura de la previsión social, del porvenir, la política social encontrará una estructura en la Seguridad Social. El Estado social de Derecho ya sabe que no puede haber libertad sin igualdad, como manifiesta a mediados del siglo XX en nuestro horizonte histórico la revolución nacional, que es cuando aparece el desarrollo de las coberturas y las medidas de protección social, y comenzamos a transformarnos demográficamente de un régimen del alta mortalidad y alta fecundidad  a uno de baja mortalidad y baja fecundidad, aumentando desde entonces nuestra población, aunque todavía existan condiciones parecidas a las de hace cien años, con cambios profundos incluida la urbanización e inmigración de la población rural.  Pero por primera vez se intenta una política social procurando rescatar al país del atraso por medio de una revolución nacionalista. Los censos pronto mostraron la diferencia de la expansión demográfica. 

El Estado además comienza un proceso contradictorio de su tradicional espacio al dejar de ser sólo protector, y aplicar su autoridad y participación inversora en la economía con el fin de aplicar su poder en la organización de la macroeconomía y la sociedad. No obstante en seguridad social no comenzó a actuar en toda la población sino en la que tenía relación obrero patronal en las industrias de las ciudades, así como empiezan a predominar conceptos preventivos más que reparativos.

¿Cuál sería el camino del Estado Benefactor, ahora ocupado en generar y acumular riqueza, y al mismo tiempo aplicar inacabables inversiones en políticas sociales? Una serie de exponentes que nos llevarán a la Seguridad social inician con Bismarck, en un ambiente conflictivo, con diversos grupos políticos ideológicos complejos y organizados, ante lo que se hizo necesario un pacto social, y una mejora de las condiciones de los trabajadores, luego Beveridge en un medio parlamentarista pluripolítico, pues todas las variedades ideológicas aceptaban gustosas la necesidad de la protección social y otros hicieron efectivos los mecanismos para aplicar  la responsabilidad de los gobiernos para mejorar las condiciones de vida de la población, establecieron los principios de solidaridad , equidad y universalidad, así como las contribuciones y prestaciones. 
Sin embargo pese a ésta predisposición contemporánea, al asumir la organización y la economía de la sociedad,  las formas de gobierno no pueden evitar que las contradicciones se trasladen al Estado con su consecuente crisis. La respuesta es lograr la estabilidad y el desarrollo, se conducen las políticas fiscales y monetarias, se regula el crédito público, comercio y tarifas, las formas de producción, pero en el nivel de vida de los ciudadanos se destaca la capacidad de demanda, que deberá superar efectivamente los embates de la depresión y sus ciclos asegurando los ingresos de los asalariados con la consecuente movilización del consumo y la productividad, se destaca entre éstos mecanismos el ahorro forzoso solidario de los sistemas de reparto, o seguros sociales de capitalización para la jubilación, que al mismo tiempo de permitir al gobierno disponer de fondos, asegura también el consumo futuro del ciudadano. 

Estas visiones optimistas se acompañaron con la sensación de que el crecimiento industrial, de la productividad y del poder adquisitivo de los asalariados no tenía límites ni precedentes en la historia que los contradigan. Sin embargo las diferencias, en especial las del desarrollo económico y la tecnología, la saturación del mercado y otros, produjeron su efecto sobre la productividad y la caída del ritmo de acumulación, situación en que aparece un síntoma frustrante del Estado Benefactor: el desempleo y las políticas de austeridad que afectan el mercado laboral.

La respuesta refleja del Estado generaría más contradicciones al intentar autojustificarse midiéndose y autoevaluándose en términos de eficiencia con lo que comenzó a comparar el perfil de sus resultados y procesos con los de la empresa privada, ignorando sus fines propios. De algún modo además el concepto de que el bienestar es un problema que debe ser asumido por toda la comunidad, fue reemplazado por una rectoría total estatal, lo que produjo varias consecuencias en la estructura y el funcionamiento de la seguridad social, como ser centralismo, burocracia, sectoralización y clientelismo, hasta acabar confundida por el protagonismo político partidista, sindical y empresarial, en lugar de fortalecerse como una institución en sí, y dejando también a sus afiliados a merced de la manipulación.

En las últimas décadas del siglo XX, el Estado Benefactor y  su entusiasmo por las políticas de seguridad social sufren un revés con la aparición de un decidido ataque crítico por el nuevo protagonismo del neoliberalismo, que llega con la promesa de reanimar la economía, corregir las cuentas fiscales y controlar los procesos inflacionarios, e increíblemente en especial en países dominados por la pobreza, se les cree, aunque en realidad es difícil atribuir a los supuestos derroches en materia social del Estado Benefactor como causa de nuestra crisis, cuando en realidad en nuestro país un amplísimo sector de la población nunca llegó a beneficiarse con el sistema. Sin embargo en 1982 al aparecer la crisis de la deuda externa, los organismos económicos  internacionales se suman contundentemente a los interesados en disminuir el déficit fiscal y en redireccionar la actitud Estatal, mediante los programas de ajuste estructurales, (en realidad la palabra ajustes quedó corta), ya que en sus cálculos de transferir al sector privado todas las empresas por supuesto rentables, se incluyeron los sistemas de previsión social. Los experimentos comenzaron dividiendo alegremente corto plazo de largo plazo, pretendiendo que se trataba de dos cosas totalmente diferentes cuando la seguridad social  filosóficamente y en la praxis es única, aplicando para ello esquemas de capitalización y afiliación coactiva a las recién creadas administradoras de fondos de pensiones, y si bien buscaban asesorar al gobierno boliviano para disminuir su déficit fiscal, le impusieron que el endeudamiento de la reforma sea asumido por el Estado, logrando en forma espectacular un resultado contrario al esperado al quedar el déficit por pensiones apenas por detrás de la deuda externa en montos, con grandes posibilidades de ocupar un dudoso primer lugar ante las políticas de condonación de la deuda externa ante la grave situación de la mayoría de los ciudadanos sometidos a pobreza extrema, desnutrición, analfabetismo poniendo en riesgo la reconstrucción de la democracia.  

El Estado militante de su propio país, impulsor del desarrollo, de la identidad del ser Nacional, de la economía, la defensa de los recursos naturales, de las Leyes que protegen a sus ciudadanos, del progreso, del fortalecimiento a la economía, o sea el Estado que creara las condiciones amplias para la acumulación capitalista, era ahora mostrado como estancador e ineficiente, especialmente por abarcar demasiado, tener muchas competencias, un gasto público enorme, recargando y estorbando a la economía productiva. Inclusive en un concepto increíblemente similar al del coloniaje se desarrolla el concepto que el Estado benefactor le quitaría las ganas de trabajar a los ciudadanos, al encontrarse protegidos y con pleno empleo no tendrían la motivación de la dinámica de la sociedad capitalista que exige espíritu de empresa, ética laboral y esfuerzo individual. No se menciona el soporte que brindara el Estado con sus recursos al de los Capitales privados para enfrentar desde inversión hasta los cambios en el mercado. Sin embargo después del experimento neoliberal, no sólo no aumentó la productividad sino que en cambio se mantuvieron si no se agravaron el subdesarrollo y la pobreza, así los conflictos sociales comienzan a marcar gravemente el horizonte nacional. 

Al momento que vuelven a tomar fuerza los conceptos distributivos y de justicia social, si  no tenemos un sistema solidario, y los ricos disponen de servicios privilegiados la consecuencia es evidente, y un programa que se encargue sólo de los pobres, acabará siendo pobre, vemos además que por más dudas que se hayan echado sobre el Estado benefactor está claro que la seguridad social ha producido tantos beneficios igualitarios que aún agredido ha servido para amortiguar los efectos de inequidad de las gestiones del neoliberalismo, quien inclusive considera inequitativas las intervenciones redistributivas, por no respetar la ventaja de los grupos privilegiados sobre los de los más necesitados, que casi consideran además el círculo de la pobreza como un “Incentivo”, pues para ellos los pobres parecen ser los únicos responsables de sus propios problemas y la única distribución natural la debe hacer el mercado, y aún más como los beneficiarios deben identificados se apela al certificado de pobreza creando clases de ciudadanos que quedarán junto con sus familias estigmatizados.  
De éste modo se justificó la disección en vivo del sistema de seguridad social, buscando  el retorno de las prestaciones al ámbito del libremercado competitivo; se separan las porciones que podían producir ganancias como es la captura de altocotizantes, y la simplista separación entre corto y largo plazo; se dejan los sectores deficitarios o no contributivos, se reubican los beneficios para ponerlos en las estructura de las ganancias; para ello, se eliminan los beneficios sociales y otras cargas como son las fiscales, se deja a la oferta y a la demanda los niveles salariales y se instaura la flexibilización laboral, todo con el fin de que la producción de bienes y servicios rentables, aún siendo sociales quede en manos privadas y en un pensamiento individual antisolidario, en cuanto a la Seguridad Social, se busca además que los recursos se sometan a la elección y competencia, es decir los que valgan la pena por redituables que obtendrán calidad ideal en servicio y funcionamiento, aunque en realidad cuando hablamos de competencia de oferta se está refiriendo simplemente a la rivalidad publicitaria y de mercadeo, entre los grupos ya asegurados, de ningún modo de los que no están incluídos en el aseguramiento. La cobertura universal también es así desechada, pues simplemente prefiere desconocerse que las rentas desiguales proceden de un acceso discriminado y diferenciado a los bienes, Los criterios redistributivos son pues incompatibles con el modelo, llegando a verse como una virtud el hecho de que las empresas aseguradoras privadas garantizan que no transferirán recursos de un grupo de personas a otro, o sea individualismo antisolidario, discriminación que a la larga provocaría la decepción de los megaagentes del mercado que deberán repromover nuevas formas de intervención estatal, para sostenerse, llevando sus inversiones hacia el mismo, provocando al mismo tiempo la normativa legal que permita a sus intereses imponerse a los intereses del estado, inclusive que los gobiernos los hagan propios. En sociedades desarrolladas (con las que somos totalmente asimétricos) se consideró que el afectar a sectores empobrecidos minoritarios era un costo político aceptable, por su escasa capacidad de representación y participación que son además fácilmente controlables por medida de fuerza, pero por cierto quienes importaron con entusiasmo estas ideas a nuestros países subdesarrollados están en una posición peligrosamente simplista y fuera de la realidad, ya que en Bolivia el nivel de pobreza afecta al 70% de la población, y los eventos que hicieron fracasar los cálculos de los planificadores de la reforma muestra que el gobierno que crea que podrán ignorar la protesta social está fatalmente equivocado. Para traer modelos no basta sentirse “moderno”, pues si se va a redefinir las relaciones entre el Estado, la sociedad y el mercado es fundamental tener en cuenta la realidad del país a que quiere aplicarse. Esta situación no es aislada, pues  cuando revisamos la reforma de Pensiones vemos que increíblemente los planificadores, asesores y gobernantes no previnieron ni analizaron las consecuencias de sus planteamientos. Si en los países desarrollados predominan los problemas subsecuentes a la inclusión, nuestro principal drama al contrario, es la patología de la exclusión.

En la última década del siglo XX se escucharon voces de importantes teóricos, políticos y gobernantes de nivel Internacional quienes advierten sobre el peligro de haber ignorado las consecuencias de no combatir enérgicamente la pobreza, y que todos estos sistemas implementados para distintos grupos sumaban a su insuficiencia para solucionar los problemas nacionales de salud un grave estado de desigualdad, y quienes implementan políticas mediante reformas que no otorgan beneficio social inmediato a la comunidad. 
El presidente del BID (Enrique Iglesias) señaló en 1997 "que el proceso de cambio ha dejado sin resolver en la gran mayoría de los países un tema central: la pobreza crítica y la mala distribución del ingreso. Otras personalidades (Madeleine Albright y Celso Furtado, 1998-99) alertan que la región se halla en riesgo por lo que está sucediendo en materia social, pues en la práctica hemos obtenido un desarrollo distorsionado que beneficia algunos sectores de la sociedad aumentando las brechas internas y disminuyendo la calidad de vida entre ellas la de la salud. La OPS estima que 130 millones de latinoamericanos carecen de acceso a la salud y los servicios, Stalintz (Directora de la CEPAL) indica que la agravación de las desigualdades hace de las noventa una década perdida, y Stiglitz dice que hemos aprendido que el desarrollo no solo es un asunto técnico sino una transformación de la sociedad. 

De modo que pese a los problemas que pueda tener el sistema sanitario gratuito, hay que evitar su desacreditación, sobre todo si ésta se da con el fin de orientar la medicina social hacia intereses privados, que no es un fenómeno aislado. Muchas potencias económicas buscaron fortalecer la economía competitiva debilitando el Estado, lo que en Latinoamérica ha consistido en una campaña por desgastar y deliberadamente averiar las organizaciones estatales para así luego poder justificar ante la opinión pública las intenciones de privatización.  Como es evidente que no estamos ganando la batalla contra la pobreza es necesario reanimar la vocación comunitaria del Estado, para que además de buscar metas macroeconómicas se le dé la misma importancia a las metas de desarrollo social, las mismas que nunca aparecerán espontáneamente por el solo crecimiento económico. Hasta ahora existe en Bolivia una fuerte tendencia a los recortes para solucionar los problemas financieros, con el propósito de reducir el déficit fiscal con efectos devastadores en la política social, sobre los sueldos, condiciones de trabajo y las perspectivas profesionales de los funcionarios de salud.

La discusión sobre el rol del Estado parecía casi terminada, ya que hace unos años con entusiasmo se lo desmantelaba cuestionando sus funciones y, capacidades, procurando su presencia mínima, sin embargo como lo demostraron las demandas sociales durante los últimos años el Estado ha sido convocado en forma apremiante por toda la sociedad civil para solucionar sus problemas, (y también los de la libre empresa) por lo que se vuelve necesario retornar a un nivel intermedio de reformas, no a extremos. 

El Banco Mundial ha recomendado en 1997 en su informe especial sobre el rol del Estado que "sin un buen gobierno no hay un buen desarrollo social sustentable y político en forma activa y eficientemente gerencial". Una eventual liquidación de la Seguridad Social en Bolivia provocaría que la mayoría de los trabajadores deban ser atendidos a través de seguros médicos privados. Esto de acuerdo a la inversión personal, pueden obtener desde una cobertura total hasta parcial, lo que de principio definitivamente no refleja la necesidad del trabajador y su familia, más bien puede ajustarse a intereses ajenos o propios de la aseguradora. 

En nuestro país hasta ahora existe un hecho evidente; los Seguros de Salud privados no se encuentran bajo control del Ministerio de Salud sino bajo la Superintendencia de Pensiones lo que de por sí implica dificultades en el control de las prestaciones los servicios y otras normas. Otras características de los prestadores que tienen por objetivo ganar más, pueden ser o son la exclusión de condiciones preexistentes, las primas suben de acuerdo a la utilización de servicios, así los que están más enfermos pagan más; se limitan y burocratizan los estudios diagnósticos se tiende a excluir a los enfermos y pobres como a inasegurables y no cubren catástrofes, las medicaciones y laboratorios tienen más condiciones. Asimismo algunas condiciones propias de nuestro medio, como el Seguro Universal de Salud y el Seguro Médico Gratuito de Vejez se verían inmediatamente perjudicados por su característica de grupos especiales que teniendo actualmente seguro, acabarían volviendo al sistema público, así como aquellos trabajadores que por padecer enfermedades, bajo salario y familias numerosas quedarían excluidos de poseer un buen seguro privado. 

Un sistema con visión nacional tiene que ser administrado por el Gobierno pues es la única manera de controlar costos y promover servicios igualitarios. Y el argumento que fija la posibilidad de calificar mediante la apreciación del sistema per cápita es viciado pues lo que determina el acceso al mercado de atención de la salud no es el ingreso per cápita de un país, sino como éste se distribuye entre la población. Al respecto la polarización en América latina es peor aún que en África ya que el 10% más rico recibe el 45% bruto del producto nacional, mientras que el 20% más pobre obtiene sólo el 4%.

Hasta ahora el sistema de Desregulación en Bolivia ha tenido su principal acción en la desafiliación y reafiliación impulsada desde la promulgación del D.S .24540, el mismo que fue emitido a poco tiempo de finalizar una gestión Gubernamental, como muestra de una línea política acorde con los programas de ajuste estructural (PAE) promovidos por organismos reguladores y por las prestadoras privadas internacionales de salud, las que habiendo cubierto el mercado de los países desarrollados se orientan hacia Latinoamérica, donde de un modo u otro el gasto en salud es mayor que en Asia o África (pero no así su distribución), sólo que en nuestro país las características sociales otorgan un campo económico muy estrecho en el ámbito privado, por lo que la fijación en la seguridad social es inevitable. A ello se añade el hecho de que en lugar de buscar empresas evasoras no incorporadas, lo que podría ampliar la cobertura se prefiere a los pacientes ya asegurados de las Cajas de Salud, las que con el objetivo de responder a la competencia, deben mejorar los servicios ofrecidos a las personas que pagan por ellos, creando un afán de atraer pacientes en los cuales los hospitales invierten en calidad y tecnología cada vez más sofisticada y cara. El resultado es que las Cajas deben practicar un mercadeo para conseguir pacientes que consuman esa inversión en infraestructura y tecnología, en franca competencia lo que significa entrar al libre mercado antes que a los principios sociales, o sea que la libre elección acaba siendo nada más que un encarecimiento de la salud, que arrancando aparentemente de un tema menor puede afectar el sistema de beneficios sociales. De este modo, la concepción y la satisfacción, la calidad, la calidez y otros objetivos de eficiencia gerencial, inculcaron en el beneficiario la idea de que sus aportes  son de interés y propiedad del estado, pues constituyen impuestos, podían y debían ser utilizados en función de servicios de nivel diferenciado ignorando la función social. Curiosamente, las personas no otorgaban a otras contribuciones impositivas, como ser vivienda, pensiones, seguridad, educación, etc., llevando así el afán por la privatización de la salud, al peligroso filo de la desafiliación, capaz de destruir la seguridad social a corto plazo.

Amparados en el concepto de que con el aporte incluido en el costo del producto destinado para atención médica, pudría elegir servicios de su preferencia, sin embargo no se produjo en la opinión del usuario la misma conclusión en otros descuentos impositivos, en los que acepta dar las contribuciones sin cuestionar si ese recurso tendría derecho a gastarlo con más satisfacción personal en servicios privados, sin estar haciendo una doble erogación.

Estas medidas privatizantes incipientes irán progresando en la medida de que el Estado se vea imposibilitado a resolver la crisis de salud, por lo que debemos evitar la insuficiencia de fondos asignados lo que unido a una mala administración y a la falta de políticas de salud orientadas a la previsión, pueden llevar al descalabro del sistema sanitario gratuito por debatir alrededor de la salud defensiva como tema central. Es indispensable institucionalizar como el principal método de combate a la corruptocracia, despolitizando con el fin de defender a la seguridad social y porque además la acción de llevar políticas sociales debe efectuarse a través de las organizaciones existentes. 

Los números, contratos y administración de la Seguridad Social deben salir de los cuartos oscuros en que tienden a permanecer, y desde donde se justifican las medidas hacia la privatización, que en este momento pueden encontrarse en la paulatina desregulación de las obras sociales a la libre competencia entre prestadores de salud. La prensa internacional ya identificó entre estas acciones que procuran hacer desertar a los afiliados de mayores sueldos hacia servicios diferenciados como a la "crema" del negocio, con la repercusión inmediata de que las cajas que sí mantienen la carga social pasan a percibir menos fondos de los aportes de sus afiliados. Siempre queda pendiente el peligro de que un nuevo poder político permita el “descreme”. Las acciones de la reforma deben también orientarse a hacer llegar la atención a sectores desprotegidos, pues se corre el riesgo de que por mantener una visión economicista como principio, podamos obtener solamente un aumento de los costos económicos y sociales en salud sin que los servicios que otorgan alcancen sus objetivos y servicios de calidad no sólo a los más pudientes, pues no podemos pensar en formular un plan de salud universal si los beneficios cubiertos no son iguales para toda la población. La seguridad social debe ante todo mantener sus principios e identidad por las que fue creada, y en esto sin negar los derechos de los aportantes, no puede quedar divorciado de la realidad nacional, así como sus principales promotores deben ser los trabajadores y aquellas personas moralmente comprometidas con este bastión social.

En la seguridad social particularmente debe interactuar la sociedad civil, pues los pactos de las partes son fundamentales para los éxitos del sistema, además se debe crear una cultura de la previsión social en la población de modo que el ciudadano esté interesado desde su juventud en invertir y protegerse durante toda su vida y no acordarse de la jubilación relativamente tarde. Para que así, el sistema atienda al individuo desde antes del nacimiento hasta después de la muerte aliviando así a su familia. 

Hemos visto (en un fenómeno común en toda Latinoamérica) que experimentamos un proceso de empobrecimiento, la crisis económica viene acompañada de desempleo en un fenómeno creciente que puede superar las previsiones y lo peor de todo que pareciera que llegó para quedarse, o sea que la mayor parte de población busca su sobrevivencia en formas de trabajo para las cuales la seguridad social no está preparada. 
El trabajo informal, el subempleo, el temporal, el subcontratado, y otros, constituyen un amplio grupo poblacional con formas de trabajo para los cuales la seguridad social debe prepararse, constituyendo además una amplia mayoría de ciudadanos en condiciones de trabajar en personas con necesidades básicas insatisfechas, lo que plantea un problema político que pone en duda la legitimidad de los gobiernos, en relación con sus conciudadanos si no les dan acceso a una cobertura de sus necesidades incluida la seguridad social y el seguro para los desempleados. 
Otro sector ignorado por nuestra Seguridad Social son los Bolivianos emigrantes, refugiados económicos en edad y condiciones laborales que se ven obligados a abandonar el País, actualmente son alrededor de tres millones de personas , que envían entre 2 a 3 millones de dólares al día al país, muchos de ellos han dejado sus hijos, esposos y padres, a quienes deberíamos estar en condiciones de darles Previsión Social, y aliviarles la condición de preocupación que para ellos significa estar lejos. Esta fuerza laboral en el extranjero es quizá más grande que la que tenemos en el país, y abarca desde la fuga de cerebros hasta los humildes que en su necesidad van a ocupar los llamados Junk Jobs, o “trabajo basura” que los locales no quieren realizar, pero para quienes debemos estar listos a atender sus consecuencias de enfermedades laborales, que por su ilegalidad no pueden ser resueltos donde se encuentren
Es por tanto necesario extender la afiliación independientemente a los planes para recuperar la senda del desarrollo económico y reducir las tasas crecientes de desempleo, y elaborar planes objetivos que permitan a la brevedad posible incorporar en forma real a los sectores como transportistas, gremiales, campesinos y otros grupos que hace años intentan asegurarse sin lograrlo por falta de visión política. ​​hasta ahora es increíble que ya sea  invitando a jubilarse a 30.000 trabajadores, o exportando 3 millones de personas en edad laboral, más bien nuestros índices de desempleo aumenten. Afortunadamente, las nuevas ideas están ingresando en el escenario.

El que el Estado Benefactor haya fracasado, y el que su reforma nos haya dejado peor, no nos debe dejar sin recursos mentales. Hay que plantear la Contrarreforma que vuelva a reorientar los principios e la Seguridad Social, es evidente a un análisis de sentido común. La situación socioeconómica latinoamericana puede quedar con graves  lesiones si se aplican displicentemente con elementos de análisis propios de potencias económicas, la intención simplista puede dar lugar a paradojas con crisis consecuentes por la aplicación de un dogma; esto no justifica querer replantear el Estado sin tener en cuenta las particulares relaciones entre mercado y sociedad de una comunidad, y en la que los ingresos ya de por sí caracterizados por su disparidad, son acentuados por la transferencia que hace el estado. Las actividades rentables a grupos de capitales de altísima concentración y restringiendo los gastos sociales al transformarlos en solidarios a la lógica del individualismo total que exigen la afiliación coactiva a organismos de fondos de pensiones que se originan en la decisión de fuertes posiciones políticos-partidistas con el resultado de adversidad para sectores sociales empobrecidos pero que si además el discurso del Estado era mejorar el déficit fiscal, resulta que estas medidas vienen acompañadas de fuertes  subsidios estatales que se transformarán en un monumental endeudamiento asumido por el Estado Boliviano.

Durante los últimos años que se han caracterizado por la convulsión social con el relevo de varios gobiernos y presidentes de la república quienes debieron renunciar por tener la audacia de aventurarse a tomar medidas neoliberales, el país pareciera no saber a dónde se dirige, así como brillan por su ausencia las propuestas que conformen un plan nacional. 
En realidad,  la respuesta está al alcance de la conciencia: Construir una sociedad con sinceros esfuerzos para que los que sufran sean cada vez menos. Si no tenemos esta intención y no trabajamos en ella no podremos desarrollar las ideas cómo hacerlo y un ejemplo de esto es la seguridad social Trabajando juntos la comunidad puede afrontar mejor los requerimientos y establecer su modalidad nacional propia, sólo el esfuerzo conjunto de los gobernantes y gobernados ha dado lugar al establecimiento de los puntos fundamentales y la  producción de ideas trascendentales como es la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, que nace de un concepto tan elemental como es el de reconocer a la persona sus derechos por el simple hecho de serlo. La generación de ideas y pensamientos, tan empobrecidas en las décadas posteriores a los ideólogos de la Revolución Nacional, ha dado lugar a la importación oportunista de proyectos preconcebidos y generalmente desubicados, con críticas sin creatividad que nos permita alcanzar mejor convivencia cuya sensación de pertenencia al grupo, que permita a los ciudadanos obtener las transformaciones que les otorgue una vida digna.

La educación, otro factor fundamental sobe cuya utilidad  ya nadie discute, aunque no tenga efectos inmediatos, es indispensable especialmente en sus formas básicas y formal. El nivel cultural así obtenido no es reemplazable por ningún otro tipo de educación, ni siquiera el adiestramiento, por lo que el estado no puede dejar de otorgar esta virtud cueste lo que cueste, para que sus ciudadanos obtengan un nivel de cultura con capacidad creativa capaz de acceder a la tecnología y conocimiento.

Es evidente también que el concepto de “Buen Gobierno para todos” es fundamental, no basta que un Gobierno esté simplemente establecido si no se guía por criterios que le den la dirección adecuada, el fenómeno de la exclusión es una barbaridad, pero promovida como política de gobierno, es un crimen. Al margen de deficiencias como la corrupción y otra interminable lista, el estado debe obedecer y actuar de acuerdo a los mandatos que conduzcan al bien de la comunidad, lo que parece ser ignorado de plano en nuestro medio ya que una vez que se otorga el poder soberano por la vía electoral, los programas de gobiernos y propuestas electorales entran en el olvido o la distorsión. No sólo por parte de los gobernantes; la misma cultura ciudadana acepta fatalistamente que los tributos son otorgados al gobierno para que haga lo que quiera, ya que nadie piensa en el destino de ellos, se otorga tácitamente carta blanca y situaciones comunes en otros países como son la devolución de impuestos a los contribuyentes son simplemente inimaginables, sin embargo cuando el aporte tiene carácter de pertenencia personal, el boliviano no va a permitir que le quiten el dinero que comprende como suyo, tal es el caso de las violentas movilizaciones de la generación “Sándwich” que inclusive produjeron atentados suicidas en el Parlamento. 
Queda la pregunta que qué les habrá hecho pensar a los planificadores que la población no va a reclamar sus aportes de toda su vida que según la Ley de Pensiones pasan a ser patrimonio de las AFP. Además de que el Estado debe obedecer a los mandatos de la comunidad, pues buscan el real beneficio de la población, no deben olvidar los gobiernos que ellos son procedentes porque tienen la misión dentro de diferentes paradigmas de realizar la necesidad natural de contar con las condiciones necesarias y la dinámica para vivir y desarrollarse, lo que en sí es el ejercicio de la soberanía, ya que la autoridad  y el ejercicio del poder, no son superiores a la seguridad jurídica, que es lo que da a cada ciudadano la convicción de que su persona, derechos y posesiones no serán violentados; aunque pertenezca a un sector privilegiado podrá convivir en paz y defender su nación. (Manuel Herrera y Lasso, señala en su exposición  del aspecto humano del amparo y su sentido nacional que: “Las constituciones no son estatuto autoritario sino instrumentos de liberación cívica”) y como mencionamos antes es en la Constitución Política del Estado donde nace nuestra Seguridad Social, pero además no basta disponer de buenas normas, o programas adecuados de gobierno, si no observamos su efecto y aplicación en la vida diaria. En nuestro caso la legitimidad electoral sirvió para ejecutar impunemente las reformas en base a rodillos electorales de un parlamento viciado por no ejercer su cualidad de poder, que en el Estado moderno se desarrolla la habilidad de adoptar lo positivo, y aún mejorarlo y perfeccionarlo, y más buscando impunidad y justificación de sus actos por ser incapaces de llegar más allá de los discursos y la simples medidas transitorias como el Bonosol, los seguros no contributivos y otros, que significan en realidad que a cambio del saqueo del país se otorgan medidas distractivas que conceden el mínimo indispensable a sectores marginados, que no producen de verdad cambios importantes pero que se espera que a cambio amortigüen la violencia, la misma que cuando aparece es tan grave. 
Apenas en Bolivia, y tal vez más de lo que suponemos a instancias y preocupación de organismos internacionales y por la lastimera imagen internacional que tenemos, se desarrollan políticas como la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP), ley del diálogo o del HIPIC (High Indepter Poor Countries), que buscan hacer llegar a la población aún por encima del espectro de la discriminación, el nivel mínimo debajo del cual no debe encontrarse ningún ser humano. La discusión de la interacción entre naciones fuertes y las débiles actualiza los conceptos de 1967 de la encíclica Populorum Progressio, de Paulo VI, que clama por el desarrollo solidario de los pueblos antes que se engendre injusticias que provoquen violencia, pues el sano desarrollo de los débiles “es el nuevo nombre de la paz”.  Juan Pablo II en Centesimus  annus, dice que el desarrollo no debe ser entendido sólo de manera económica sino de fundar sobre el trabajo una vida más digna.

No es posible entonces que a título de mejorar la transformación social en que se sostiene la transformación personal como es la protección de los obreros en caso de accidentes, enfermedad y vejez, se proceda a cambiar la estructura y los fines del Estado para obtener lo contrario, donde el actuar con sentido social no cultive la solidaridad plena de sus ciudadanos; el inicio ya es evidente, las políticas fiscales contributivas deben servir fundamentalmente para distribuir la riqueza nacional. El buen gobierno rector del desarrollo económico y social,  no aparece por generación espontánea, hay que trabajar por él deliberadamente y con patriotismo comprometido, hay que construirlo procurando un grado satisfactorio de disfrute de bienes materiales y sentido de pertenencia cultural. Sólo así podremos decir que nuestro sistema democrático es efectivo y que todos los ciudadanos se sientan libres. Reiteremos que actualmente en Bolivia hay grupos que consideran que la democracia no les sirve y sus discursos están cargados de segregación hacia otros bolivianos.

Ya establecimos que el Estado no tiene derecho a sentirse agobiado por el peso de sus obligaciones sociales, por lo que afectó injustamente a la seguridad social al inmiscuirla en la crisis económica nacional, que de ningún modo es un factor dominante por sí mismo que justifique decidirse a sacrificar a la ciudadanía, su intervención en todo caso debe caracterizarse por esforzarse en evitar la relegación del Estado en cuanto a sus responsabilidades sociales. Pareciera que el concepto de función pública, así como el de empresa pública que en su origen son conceptos nobles para fines concretos han sido desacreditados, así como el hecho de que en realidad el ser funcionario público debe ser un honor, ya que la comunidad le otorga un reconocimiento y una responsabilidad bajo su rol. Sin embargo estos conceptos han sido desplazados casi en su totalidad haciendo evidente sus fracasos y la mediocridad de los funcionarios, los enemigos ideológicos de la participación del Estado (que frecuentemente son los mismos que lo mal administraron) encuentran en el mal funcionamiento de la función estatal un generoso arsenal que es descargado sin consideración a la institucionalidad. 
En el tema que tratamos centralmente, la corrupción y el malfuncionamiento del SENASIR, arroja tremendas sombras sobre la reinstauración del sistema de reparto, aunque se estén realizando esfuerzos que incluyen participación de organismos internacionales. Si vamos a tener una visión nacional debemos ser conscientes, que de no ubicar o aceptar la crisis como una realidad, (si en realidad existe) a partir de la cual debemos planificar, es un grave error estratégico, y sujetarse a la realidad económica es inevitable aunque pueda ser incómodo.

Es una conocida letanía de ineficiencias  la que caracteriza a los organismos estatales y los desacredita, y que por cierto son superables con una buena decisión de política de Estado: malversación, corrupción, burocracia, desmotivación, incompetencia, irresponsabilidad, politización, dispersión de fines, falta de visión a largo plazo, etc. Pero aunque esta situación no constituye la regla y hay excepciones en que las empresas estatales cumplen junto con su función roles impecables, en estos casos suelen ser ignorados, así como no se menciona que en las empresas privadas también se producen desastres con colapsos, y aunque suele ajustar y corregir sus errores más rápidamente  se suceden cierres de plantas y cesación de administradores, y aunque los conceptos de eficiencia tienen puntos en común, también tienen factores que deben ser evaluados en forma diferente, pues la función social específica y con propósitos objetivos como ser la atención médica gratuita para sectores marginados debe considerar la pérdida o el subsidio y la utilidad razonable que tendría una empresa privada con los precios del mercado. Otro factor que no se suele mencionar es el uso por la empresa privada de subsidios sin contar con la actual participación masiva de empresas y empresarios en la competencia electoral política con el fin de usufructuar como privados de la inversión y el aparato Estatal. Lo cierto es que ante la incapacidad económica social o empresarial se recurre al Estado, el capital privado no duda en invocar la protección del Estado, aún en cantidades cuantiosas.

Otra característica de la gestión inversora Estatal es que sus objetivos frecuentemente sufren recargos o desvíos de su función central. Por ejemplo, la inversión en caminos para el desarrollo agropecuario, busca de paso el desarrollo de regiones deprimidas, de accesos a otros recursos naturales, de la defensa o de otros fines políticos, ni siquiera se considera que el gobierno pueda regular o revertir injusticias, desigualdades o abusos del mercado,  lo que de ningún modo es procedente en la empresa privada que no acepta desvíos ni confusión de sus objetivos. Lo cierto es que ambas críticas son consideradas potencialmente desestabilizadoras, y si se acusa al  Estado por ser propenso a hacer demasiadas cosas, motivo por el cual no las hace muy bien, éste concepto debería incluir no sólo las funciones sociales sino también las privadas.

Observando el desenfreno de quienes proyectan la visión del neoliberalismo económico, pareciera que incluso buscan que el Estado sea una especie de ausente, que prescinda absolutamente de participar de toda las actividades de la economía, incapaz ante los excesos del mercado incontrolable e insensible ante las necesidades sociales, sin considerar en este extremo que la función que desempeña la Seguridad Social, y no tanto por su magnitud administrativa sino fundamentalmente por sus alcances y función, son temas  totalmente congruentes y esenciales, y es uno de los instrumentos que ha demostrado su impacto en el desarrollo nacional con franca capacidad para mejorar la sociedad, como es que de desde allá debe proyectarse aceleradamente a la población marginada obteniendo así, la universalización de la salud.

Los parlamentarios que aprobaron las reformas, entre ellas las de pensiones, parece que no se encontraban en el lugar correcto, pues hacían lo contrario para lo que fueron elegidos, y votaron contra un supuesto “exceso de Estado”, o sea contra un exceso de ellos mismos como poder, haciendo uso de prerrogativas que esgrimían pero que subordinaban a título de gobernabilidad, la futura crisis boliviana, con tanta elaboración que será difícil y tendrá un costo alto salir de esa situación. 
A título de sumarse al el fenómeno de transformación mundial Se prefirió el desvarío y el silencio cómplice en lugar del análisis claro y patriótico que fácilmente demuestra que no es posible que el progreso de la sociedad dependa únicamente del mercado, sino que son indispensables la intervención estatal y la organización participativa de la comunidad ejerciendo la redistribución como práctica fundamental de la solidaridad sin considerarla caridad o protección estatal, o lo que  es peor, derroche. Pero se prefirió la vía ignorante del neoliberalismo económico con sentimiento de capitalismo salvaje y perversión hacia sus habitantes, perverso aún más si se aplica a sociedades que sufren desigualdad y retraso, no es una solución disminuir la tensión competitiva de la sociedad de mercado disminuyendo el estado social concediéndole la “flexibilización” de las normas laborales lo que de por sí ya acarrea disminución en las prestaciones sociales, no podemos preferir las necesidades del capital financiero y que un estado social de derecho sea reemplazado por un estado comunitario de deberes, y que el determinante principal de las políticas sociales y fiscales se haga siguiendo el movimiento de las bolsas.  La seguridad social, entre otras cosas por su naturaleza está entre las funciones que sólo el Estado puede desempeñar de manera razonable, la misma  que ha contribuido poderosamente en los últimos cincuenta años al desarrollo y la justicia social, y en realidad los presupuestos asignados a salud y educación son mínimos o han producido un alto rendimiento social. 
Se ha hecho mucho gracias al sistema de aportes que permite un constante financiamiento, y que nos permite proyectar las prestaciones gratuitas como una transferencia de lo social a veces superior al crecimiento de la producción, o sea que junto con los sistemas productivos la creación estatal de los organismos de Seguridad Social no son simplemente susceptibles a enajenación o liquidación por la implícita función social y por contar con muchas características sólidas de organización y financiamiento. Inclusive es un sistema que ha podido enfrentar con éxito un fenómeno de la medicina, su vertiginoso progreso terapéutico gracias a la ingeniería y otros  recursos científicos que multiplicaron las opciones de atención así como sus costos. Actualmente es notorio en especial en países desarrollados que más del 50% de las camas hospitalarias son ocupadas por mayores de 60 años. 

En la década de los cincuenta, cuando se elabora el Código de Seguridad Social, apenas se enfrentaban algunas patologías y terapias como es la de las hemodiálisis, en sus momentos regulados por las recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Entre otros recargos permitidos por una seguridad social institucional invaluablemente fuerte, como dijéramos antes, están los seguros no contributivos para no derechohabientes (Materno infantil  y de Vejez) y los aportes para el programa de inmunización (vacunas), dicho de otra manera indiferentemente de que los gastos médicos se incrementan a un ritmo varias veces mayor que el de la producción interna, que la disminución del poder adquisitivo se acompaña de mayor demanda de los servicios de salud y las conquistas laborales, las pensiones, los factores demográficos, los recursos regionales que requieren en la mayor parte de país soporte extra. El permanente estancamiento del universo de cotizantes, las restricciones presupuestarias y otros, son algunas de las dificultades a los que la seguridad social responde otorgándoles bondades, que son la mejor defensa contra la privatización y más bien requiere consolidarse, pues la reforma más que basarse en una valoración racional lo ha hecho bajo la expresión de uno u otro sesgo ideológico o político.

De todos modos pese a la intensidad de la Reforma en Bolivia, sus propulsores no han podido evitar que el Estado Boliviano siga siendo el agente más importante en la compre de bienes y servicios, en especial salud, vivienda, e inclusive en Seguridad Social, lo que actualmente constituye un mecanismo neutralizador si no capaz de revertir las capitalizaciones y al que el sistema político deberá en algún momento abordar, no es sólo una tendencia boliviana, ya que naciones Unidas lo definieron como uno de sus objetivos básicos, y nuestro país no puede tener lo que hasta ahora carece: una estrategia Nacional de modernización.

El papel de las nuevas figuras emergentes políticas no contempla una posición clara respecto a la seguridad social, quienes deben primero tomar conciencia y  frente al círculo de privatización contra la fuerza compensatoria que la población tiene por expectativa  de una mejor y más profunda protección social, inclusive más allá de la limitante de la capacidad financiera que tengamos como país, y tratar de realizar las expectativas en la medida de lo posible, o por lo menos racionalizar según las urgencias, Dicho de otra manera, ver que llegue a los sectores más necesitados, que deje su exclusividad en la relación obrero patronal, así como decidir cuales serían las prestaciones basadas en los derechos adquiridos y las que corresponden a la asistencia social de la necesidad, si no obtenemos definiciones no sólo no sabremos que hacer con nuestra creciente población de la tercera edad si no que además no obtendremos un impacto de desarrollo en nuestra franja de población infantil y juvenil, que son una gran mayoría. Lo cierto es que aunque a los planificadores les espera una gran oportunidad de llevar a cabo un buen trabajo no deben caer en la impericia que caracterizó la reforma de pensiones, hay que partir del hecho de que nuestra reforma nunca debió ser tan radical, el costo en retraso supera lo esperado en efectividad  y rentabilidad, antes de los cambios radicales es preferible trabajar sobre las proyecciones poblacionales y en el aspecto técnico que nos permitan enfrentarnos a la generación continua de problemas. Inclusive hay que considerar la variedad, pues es absurdo que la posibilidad de implementar sistemas de pensiones privados, simplemente aparte del camino el sistema solidario destruyéndolo. También se deben indicar las pensiones de acuerdo al costo de la vida, pues su poder adquisitivo se deteriora más rápidamente que los de los trabajadores activos quienes consiguen más fácilmente incrementos. La vida después de la jubilación debe poder seguir llamándose vida. El hecho de que los seguros privados  han aumentado notoriamente su presencia a nivel mundial es en sí una señal de que las medidas de control de costos son factibles. El sistema privado puede inclusive ser alentado por el Estado en especial entre personas con ingresos altos, sin que por eso dejen de contribuir  pero al sistema solidario.

En las regiones rurales de Bolivia, existe como institución fuertemente arraigada el núcleo comunitario, y su importancia para el individuo es enorme, sin embargo la migración, la urbanización de la población como fenómeno acarrea un cambio en el estilo de vida, y conducta familiar al dejar a las personas desprotegidas de su ambiente comunitario que comprende la sustitución de la familia numerosa y multigeneracional por la familia nuclear, la integración de las mujeres al trabajo o como cabeza de familia, el aumento de divorcios, y el gradual alejamiento de los vínculos y convivencia interfamiliares. No se puede ignorar que todos estos fenómenos tienen un efecto sobre la seguridad social, que además de acudir en ayuda de la familia con más hijos debe replantear la natural protección de los mayores ya que en realidad el núcleo familiar que no contempla tres generaciones está en desventaja de protección, es por eso que las prestaciones deben extenderse a todos los miembros y no tratar de aplicar lógicas de individualización y de este modo las inclusive las viudas deben continuar con los ingresos de sus esposos, pues en nuestro medio que los ingresos de varones y mujeres alcancen el mismo nivel aún llevará tiempo, pese a las políticas de género.

La seguridad social, no es pues una carga, es una gran obra, cuyo accionar por la eficiencia y eficacia es vital que sea continuo. Sus administradores deben planificar a largo plazo el modo de enfrentar las amenazas y dificultades, no dejarse seducir por los modelos privatizadores experimentales, no se debe confundir ni interpretar las contribuciones como gastos privados, entonces serían primas de seguros. El considerar los gastos sociales como rentas perdidas para los gobiernos, el  único resultado será no llegar a ser una sociedad industrializada, el individualismo egoísta que se pretende enaltecer es tan  anticomunitario que en la modernidad es la actitud más representativa de la conducta Cainista: “¿Acaso soy yo el guardián de mi hermano? (Génesis 4. 9)

“El desarrollo es en última instancia un proceso que permite ampliar las opciones  al alcance de los ciudadanos, y no sólo elevar los ingresos nacionales” (Informe sobre desarrollo humano 2003)

CONCLUSIONES

En Orden de posibilidad se presenta la siguiente conclusión ya que la Ley de Pensiones ha sido hecha fuera del contexto nacional.
Por sus efectos de ser una Ley lesiva a los intereses Nacionales y Ciudadanos, debe realizarse la Contrarreforma de la Ley de Pensiones por lo que se recomienda la:

1. ABROGACIÓN DE LA LEY  No. 1732 DE PENSIONES Y VOLVER AL    SISTEMA SOLIDARIO INTERGENERACIONAL DE REPARTO.

Para precautelar a la Seguridad Social, es necesario eliminar   la intención  de ésta norma, que busca seguir  sobreponiendo los intereses del capital a los Intereses del Estado, para lo que es necesario:

2. DEROGAR SU CONTENIDO PRIVATIZADOR DE LA SALUD SOCIAL.

Teniendo en cuenta que más del 70% de nuestra población no dispone de una protección previsional en Salud, y en el fortalecimiento de los Entes Gestores se encuentra el futuro de una Universalización de la Salud, es justo: 

3. MODIFICAR LAS NORMATIVAS DE LAS COMPRAS DE SERVICIO DE SALUD, PARA QUE SEAN HECHOS UNICAMENTE EN LAS PRESTADORAS ESTATALES Y PARAESTATALES

ANEXO 
Decreto Supremo 24469 del 17 de enero de 1997 reglamento de la Ley de Pensiones versión ordenada, y otras Resoluciones Administrativas de la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros

Primera Parte, Decretos modificatorios y Resoluciones de la SPVS

	1.
D.S. 24469 de 17 enero de 1997 reglamento a la Ley de Pensiones.

	2.
D.S. 24571 del 19 de Abril de 1997 Criterios de asignación de afiliados por fecha de nacimiento.

	3.
D.S.  24572 del 19  de  Abril de 1997 Pago del Bonosol.

	4.
D.S.  24576 del 24  de  Abril de 1997 Fija monto del Bonosol.

	5.
D.S. 24585 del 29 de Abril de 1997 Conclusión del Fideicomiso con el Cititrust (Bahamas) Limited.

	6.
D.S. 24586 del 29 de abril de 1997 Normativa para la aplicación de los artículos 57, 59 y 62 de la Ley de Pensiones.

	7.
D.S. 24640 del 4 de Junio de 1997 Administración del FCI y monetización del FCC.

	8.
D.S. 24646 del 12 de Junio de 1997 Aplicación del artículo 32 de la Ley 1732 y Art. 1 del DS  24586.

	9.
D.S. 24666 del 21 de Junio de 1997 Abrogado por el D.S. 24696.

	10.
D.S. 24667 del 21 de Junio de 1997 modifica en Art. 107 del Reglamento de la Ley de Pensiones.

	11.
D.S. 24668 del 21 de Junio de 1997 Registro de miembros de las FFAA en el SSO.

	12.
D.S. 24696  del 7 de Julio de 1997 Abroga el D.S. 24666.

	13.
D.S. 24700 del 7 de Julio de1997 Abrogado por el D.S. 24703.

	14.
D.S. 24703 del 14 de Julio de 1997 Abroga el D.S. 24700.

	15.
D.S. 24709 del 24 de Julio de 1997 Abrogado por el D.S. 25207.

	16.
D.S. 24852 de 20 de Septiembre de 1997 Tratamiento Tributario a la comisión del 0.5% del salario cotizable.

	17.
D.S. 24885 del 29 de Octubre de 1997 Aplicación del Art. 22 de la Ley de Pensiones 1732 sobre el FCC.

	18.
D.S. 24894 del 5 Noviembre de 1997 Abrogado por el D.S. 25207.

	19.
D.S. 25174 del 15 de Septiembre de 1998  Entidades Aseguradoras que prestan servicio al  SSO.

	20.
D.S. 25207 del 23 de Octubre de 1998.  De los recursos administrativos

	21.
D.S. 25293 del 30 de Enero de 199, Cálculo y contratación de prestaciones de jubilación y muerte.

	22.
D.S. 25317 del 1 de Marzo de 1999 Reglamenta Capítulo  III, título Sexto de la Ley PCP.

	23.
D.S. 25505 del 3 de Septiembre de 1999 Norma transitoria para la Calificación de rentas en las FFAA.

	24.
D.S. 25620 del 17 de Diciembre de 1999 Norma complementaria para el pago de rentas a miembros de las FFAA.

	25.
D.S. 25715  de 23 de Marzo del 2000 Abrogado por El D.S. 25958.

	26.
D.S. 25722 de 31 de Marzo del 2000. Reglamente la recuperación de aportes al SSO y la inversión del FCI en valores del TGN.

	27.
D.S. 25819 del 21 de Junio del 2000 Modifica Capítulo II del D.S. 25174.

	28.
D.S. 25820 del 21 de Junio del 2000  Procedimiento para exigir prestaciones por muerte del SSO por Derechohabientes afiliados de las FFAA

	29.
D.S. 25851 del 21 de Julio del 2000 Aprueba la versión ordenada de la Ley de Pensiones.

	30.
D.S. 25866 del 11 de Agosto del 2000 Regula gastos Judiciales y administrativos para contribuciones en mora al SSO, modifica, adiciona y deroga artículos del reglamento de la Ley de Pensiones

	31.
D.S. 25902 del 15 de Septiembre del 2000 Aplicación del SSO para personal extranjero y de misiones y organismos internacionales.

	32.
D.S. 25958 del 21 de Octubre del 2000 Supresión del aporte laboral del 1% y devolución de aportes para vivienda.

	33.
D.S. 25994 del 24 de Noviembre del 2000 Reglamentación del pago del Bolivida.

	34.
D.S. 26024 del 12 de Diciembre del 2000 Determina valor del Bolivida.

	35.
D.S. 26056 del 26 de Enero del 2001 Reglamenta uso de documento de identidad para personas de 60 años o más.

	36.
D.S. 26069 del 9 de Febrero del 2001 Reglamenta determinación de compensación cotizaciones.

	37.
D.S. 26131 del 30 de Marzo del 2001 Reglamenta gestión de cobro de aportes al SSO.

	38.
D.S. 26468 del 22 de Diciembre del 2001 Autoriza a las empresas en mora con el SSO suscribir planes de pago con las AFPs.

	39.
D.S. 25177 del 28 de Septiembre de 1998



	                    Resoluciones  de la Superintendencia de Pensiones Valores y Seguros

	40.
R.A. SPVS-IV-No. 245 de 14 de marzo de 2002. Establece disposiciones normativas para procesos de titularización llevados a cabo con la participación de entidades de intermediación financiera. 

41.
R.A. SPVS-IV-No. 255 de 19 de marzo de 2002. Aprueba el Plan Único de Cuentas para emisores inscritos en el RMV y los formatos de presentación de estados financieros. 

42.
R.A. SPVS-IV-No. 493 de 5 de junio de 2002. Aprueba y emite el Reglamento de Autorización e Inscripción en el Registro del Mercado de Valores de Emisiones de Pagarés para su Oferta Pública y Negociación en el Mercado Bursátil. 

43.
R.A. SPVS-IV-No. 575 de 3 de julio de 2002. Modifica el artículo 25 en su inciso e) del reglamento de Fondos de Inversión y sus Sociedades Administradoras. 

44.
R.A. SPVS-IV-No. 587 de 16 de julio de 2002. Aprueba las modificaciones al Plan Único de Cuentas en su Título II conforme al documento que se anexa a la presente Resolución Administrativa y que constituye el nuevo Título II del Plan Único de Cuentas. 

45.
R.A. SPVS-IV-No. 645 de 5 de agosto de 2002. Reglamento de Entidades Calificadoras. 

46.
R.A. SPVS-IV-No. 646 de 5 de agosto de 2002. Reglamento de Normas Prudenciales y  Complementarias para Bolsas de Productos, Agencias de Bolsas de Productos, Operadores y Productos de Entidades Calificadoras. 

47.
R.A. SPVS-IV-No. 967 de 13 de diciembre de 2002. Reglamento de Entidades de Depósito de Valores y Compensación y Liquidación de Valores. 

48.
R.A. SPVS-IV-No. 1000 de 20 de diciembre de 2002. Establece la estructura de claves de pizarra en base las cuales el BCB asignará claves para la emisión valores del TGN y el BCB.
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� El 29 de septiembre del 2004 Los Diputados Jerjes Justiniano T.  y  Marleny J. Paredes V., enviaron al Presidente de la Cámara de Diputados el Proyecto de Ley  de Seguro a Largo Plazo (SELAP) para fijación de la fecha de su tratamiento, el mismo reivindica el código se Seguridad Social y sus principios, propone la creación de la Caja de Seguro a Largo Plazo (Caselap), recupera los recursos, sustituye las AFPs con los Fondos de Capitalización Colectiva (FCCs) ,  presenta alternativas al cronograma de jubilación, disminuye el aporte laboral al 10.5% y la edad de Jubilación, complementa la calificación , las contribuciones y la renta. Establece también el Régimen y control financiero por parte del Ejecutivo, norma las inversiones, la administración y la gestión. Constituye la primera propuesta efectiva realizada. En la publicación “contexto Parlamentario 2-17 la H. M. Paredes observa que el código de Seguridad Social nunca ha sido abrogado, y recuperar su protagonismo a través de la nueva Ley de Seguridad Social a Largo Plazo.


� La primera promulgación de la Constitución Política del Estado fue hecha en 1826, sucesivamente tuvo modificaciones en los años 1831, 1834, 1839, 1843, 1851, 1868, 1878, 1880, 1938, 1945, 1947 y 1967 como su última emisión, sin embargo en 1994 justo antes de las medidas neoliberales se promulga la Ley de necesidad de la Reforma  1585 del 12 de Agosto de 1994, incorporándose modificaciones para el texto definitivo en la Ley 1615 del 6 de Febrero de 1995. En ella queda establecida en los artículos 7, a y k, el Art.132, y el Art. 158 la vocación del Estado y el carácter Solidario de la seguridad social : Art. 1.- Bolivia, libre, independiente, soberana, multiétnica y pluricultural, constituida en República unitaria, adopta para su gobierno la forma democrática representativa, fundada en la unión y la solidaridad de todos los bolivianos Art. 158.- El Estado tiene la obligación de defender el capital humano protegiendo la salud de la población, asegurará la continuidad de sus medios de subsistencia y rehabilitación de las personas inutilizadas, propenderá asimismo al mejoramiento de las condiciones de vida del grupo familiar.


Los regímenes de seguridad social se inspirarán en los principios de universalidad, solidaridad, unidad de gestión, economía, oportunidad y eficacia, cubriendo las contingencias de enfermedad, maternidad, riesgos profesionales, invalidez, vejez, muerte, paro forzoso, asignaciones familiares y vivienda de interés social. Actualmente se encuentra planteada una nueva Constituyente.


� A diferencia de otros sectores, las Fuerzas Armadas consiguieron conservar en funciones su régimen de Seguro Social, mientras el resto de las Cajas de  jubilaciones y pensiones sectoriales fueron intervenidas y su control  transferido al gobierno. Hecho justificado pues Los Militares independientemente, mediante D. S. nº 11901, del 21 /11/74, se hallan protegidos de las contingencias citadas, incluyendo además regímenes especiales como cesantía, seguro total mixto y capital educacional. Pues la labor que desempeñan se enmarca en aquellas que requieren de otro cronograma de dedicación laboral por el cual deben retirarse antes, así se entiende que constituyen trabajos pesados aquellos cuya realización conlleva más desgaste físico, intelectual o psíquico en la mayoría de quienes los realizan provocando un envejecimiento precoz, aún cuando  no generen una enfermedad laboral, y es propio y aplicable a ciertas profesiones, como La Policía y Las FFAA quienes han debido en ocasiones hacer las representaciones respectivas ante intentos de derivarlos al nuevo sistema,  El Comandante Luis Aranda Granados (La Prensa 29 de abril del 2004) ante los anuncios de Bonadona del SENASIR y del Ministerio de Hacienda sobre que el personal militar también comenzaría a aportar a las Administradoras privadas de Fondos de Pensiones desde junio del 2004, lo que llevaría a aumentar la edad de jubilación de 55 a 65 años para los uniformados. Las consecuencias de tal hecho, que no considera las características propias de la labor serían sobre la estructura orgánica de las instituciones uniformadas, donde cada grado tiene un tiempo de duración de acuerdo a las exigencias físicas, “Las Fuerzas Armadas también fundamentaron su posición en los decretos 24668, 25620 y 26857; éste último creó un consejo interinstitucional conformado por los ministerios de Hacienda, Defensa y Cossmil; instancia que debió trabajar en la adecuación de cotizaciones de los militares al nuevo sistema.”


� D.S. 21637 del 25 de Junio de 1987: “Artículo 1. En aplicación del Artículo 3ro. De la Ley No. 924 del 15 de Abril de 1987, que regula la administración de los regímenes del Sistema de Seguridad Social, se establece los siguientes niveles operativos: CAJAS DE SALUD.- Responsables de la gestión administrativa, promoción de la salud y del otorgamiento de las prestaciones en especie y dinero del régimen de enfermedad, maternidad y riesgos profesionales a corto plazo. FONDOS DE PENSIONES.- Responsables de la gestión y administración de las prestaciones básicas y complementarias del régimen de invalidez, vejez, muerte y riesgos profesionales a largo plazo.”


�  La Seguridad Social  se encuentra en vigencia desde  Diciembre de l956 cuando se promulga el Código de Seguridad Social. Pese a dificultades propias de su implementación actualmente cubre el 25 % de la población  boliviana, o sea 1.990.000 beneficiarios  Posee 53 hospitales, 91 Policlínicos, 86 puestos médicos, 14 clínicas  y 4000 camas  en todo el país .  Los entes gestores con los que se cuenta actualmente son Caja Nacional de Salud (CNS), con una total de población protegida de 1, 716,622 asegurados, (por lo que podemos considerar que existe de hecho un sistema unificado). Caja Petrolera de Salud (CPS)  99.246. Corporación del Seguro Social Militar (COSSMIL) con 74.919, Caja de Salud de la Banca Privada 29.363.  Caja de Salud de CORDES 24.545. Caja de Salud de Caminos 23.101. El resto de las Cajas no tiene más de 10.000 asegurados, y son  la Caja Bancaria Estatal de Salud, Seguro de Salud Sinec, Seguro Social Universitario en cada departamento   y  los  Seguros delegados..Los seguros de Salud Privados  están injustificadamente  bajo la tuición de la Superintendencia de Pensiones, no bajo el Ministerio de Salud y Previsión Social


� Estos 36 fondos complementarios, con muchas falencias administrativas, cuyo desprestigio contribuyó a precipitar el sistema bajo presiones de intereses) Eran además del Fondo de pensiones Básicos (FOPEBA),  eran 17 públicos : Aduanas, de Administración Pública, Banca Estatal, Caja Nacional de Salud, Comunicaciones, Corporaciones de Desarrollo, Ferroviario Red Occidental, Ferroviario Red Oriental, Magisterio, Metalúrgico, Municipal De La Paz, Municipal de Cochabamba, Municipal de Santa Cruz, Poder Judicial, Policía Nacional, YPFB, Fuerza Aérea Boliviana. 


5 Mixtos: Aeronáutica Nacional, Caja Petrolera de Salud, Mineros, Profesionales de la Minería, Servicio Nacional de Caminos y Ramas Anexas. 5 Privados: Banca Privada, Comercio, Construcción, Fabril, Médico. 9 Seguros Integrales: CORDECRUZ, Universidad Sucre, Universidad Beni, Universidad Tarija, Universidad Potosí, Universidad Cochabamba, Universidad La Paz, Universidad Oruro, Universidad Santa Cruz.


�  En su momento dichas regulaciones concedieron los beneficios correspondientes a 140.000 rentistas, incluyendo la atención de salud, y pese a los valores constituyen el sostén del sector de jubilados, a los que desde 1997 con el objeto de aliviar el nuevo sistema el estado asumió la carga y el costo de la reforma de pensiones otorgándole alrededor del 3,5% del PIB para cancelar el pago de las rentas de jubilación de las personas que dependían del sistema antiguo solidario. Dicha actitud (que además fue económicamente insuficiente e insostenible) tendría repercusiones graves en nuestro déficit interno.


� En 1987 se promulga el Decreto Supremo 21637,  que separó los seguros a corto plazo (Enfermedad, maternidad y riesgos profesionales) de los de largo plazo (invalidez, vejez y muerte).


� Los sistemas no contributivos tienen en realidad su fortaleza en la estructura de la Seguridad Social, de quien permanentemente demanda recursos, así   En 1999 La Ley Financial  dispuso la transferencia del 10 % de los ingresos de la Seguridad Social a favor del Ministerio de Salud para atender programas de vacunación y prevención de la salud. En  dicha  Ley Financial el en 2000 , establece que la  transferencia  fue del 5 % lo que significa un aporte neto de 64.856.348 Bs. de los cuales 15.432.135 Bs. están destinados a Proyectos de Inversión y 49.424.213 Bs. destinados al Programa Ampliado de Inmunizaciones ( PAI).Sin embargo  Los índices de morbilidad y mortalidad resaltan en primer lugar una tasa de mortalidad infantil de 67 por mil nacidos vivos, una tasa de mortalidad materna de 390 por 100.000 nacidos vivos, La desnutrición en niños menores de 3 años  es de 28 % en el ámbito nacional,  y de 37 %en el área rural básicamente enfrentados con el sistema no contributivo expresado en el SUMI. Otro ejemplo de seguro no contributivo es el Seguro Médico Gratuito de Vejez  (SMGV), creado mediante ley 1886, constituye una política de mayor impacto social. Dispone la atención de los bolivianos mayores de 60 años quienes tienen atención médica integral gratuita (Internación, Cirugías medicamentos, laboratorio etc.). Se cubre con un pago anual de $us 56 por persona (40  %  cubre el municipio y 60  %  el Tesoro General de la Nación (TGN). gestión. La población de adultos mayores en Bolivia es de 500.000 personas de las cuales 300.000 no se encontraban protegidas por ningún  seguro;  de estos en la  actualidad se han incorporado 80.000 personas afiliadas recibiendo atención, lo que equivale al 25 % de la población meta de éste Seguro. Actualmente se están realizando convenios Interinstitucionales entre la CNS  y los SEDES para afiliar al resto de éste grupo etáreo.     


� Si a éstas aportaciones se le añade el 0.5 %  el aporte es del 12.5% por parte del trabajador, o sea la octava parte del salario. Una carga excesiva.     


� El mercado privado de la salud, tiene un techo, que en nuestro país es particularmente pequeño, inclusive incluyendo las ONGs, Organizaciones religiosas, grupos solidarios y otros no alcanza al 15% de la población, por otra parte América Latina se  convirtió en un objetivo de empresas internacionales prestadoras en salud, ya que los países más importantes de la región destinan u porcentaje más alto del PIB en salud, (aunque su distribución no es mejor). Las principales empresas Estadounidenses que operan en el sector salud de América Latina son: Aetna, Cigna, AIG (American Internacional Group), Prudential, IMCA (International Manager Care Advisors), Blue Cross & Blue Shield. Bolivia con más de un 60% de su “pequeña” población no produjo el suficiente interés en salud, pero en pensiones sí.


� Una de las medidas más importantes de la distribución del ingreso en un país es el Índice de Gini. Este se basa en la distribución acumulada de los ingresos, desde el individuo u hogar más pobre hasta el más rico de la economía. En el, un valor de cero señala que los ingresos están perfectamente distribuidos y que el individuo más pobre tiene el mismo ingreso que el más rico. En cambio, una distribución de 100 significa que todos los ingresos de la economía se concentran en el individuo (hogar) mas rico y el resto de los individuos no perciben ingresos. Bolivia esta en 104 En el (informe del 2002 del Undp, Analista Bernardo. Kliksberg). 


� La Ley de Capitalización, en su Articulo 1.-  “Autorízase al Poder Ejecutivo a aportar los activos y/o derechos de las empresas públicas, para la integración del capital pagado en la constitución de nuevas sociedades de economía mixta.” , a continuación añade: “A los trabajadores de cada una de estas empresas públicas, se les propondrá suscribir acciones para la constitución de la respectiva sociedad de economía mixta, hasta el monto de sus beneficios sociales”, lo que ya está fuera del espíritu del artículo 158 de la CPE de protección estatal.


“Articulo 6.-  Autorizase al Poder Ejecutivo a transferir a título gratuito, en beneficio de los ciudadanos bolivianos residentes en el país y que al 31 de diciembre de 1995 hubiesen alcanzado la mayoridad, las acciones de propiedad del Estado en las sociedades de economía mixta que hubiesen sido capitalizadas del modo establecido en el artículo cuarto de esta Ley.” Esta medida dejó fuera del beneficio al 60 % de la población boliviana que en ése momento no había alcanzado la mayoría de edad, una política extraña para un país cuya pirámide poblacional tiene base ancha, o sea una población muy joven.


Articulo 7.-  El Poder Ejecutivo dispondrá, mediante decreto supremo, mecanismos idóneos, transparentes y apropiados, para que los ciudadanos bolivianos mencionados en el artículo anterior se beneficien con la transferencia de dichas acciones a fondos de pensiones de capitalización individual a crearse de acuerdo a ley. El Poder Ejecutivo podrá disponer, mediante decreto supremo, que dichas acciones sean constituidas en fideicomiso, hasta que las sociedades encargadas de la administración de los fondos de pensiones  de capitalización individual inicien su funcionamiento.” Aquí se destinan recursos a otorgar las mejores condiciones financieras a las AFPs, confiados en que el Estado tendría capacidad para establecer la atención a los adultos mayores, que constituyendo el 5% de los habitantes de los cuales sólo un 25 % había pertenecido a la seguridad social. También éste articulo 1 señala: “Las empresas que inicialmente administren los fondos de pensiones de capitalización individual a que se refiere este artículo, serán seleccionadas mediante licitación pública internacional.”


� Este artículo fue derogado por el Art. 67 B1.1 de la Ley  1864 de 15 de junio de 1998 de Propiedad y Crédito Popular,  (PCP). 


� El Art. 4 fue modificado por el Art. 27 A1.2 de la Ley 1864 de PCP con el siguiente nuevo texto: Los recursos del seguro social obligatorio de largo plazo para la prestación de jubilación, conforman fondos de pensiones. Los recursos de la capitalización que forman los fondos de capitalización colectiva, constituyen fideicomisos irrevocables, los cuales tendrán duración indefinida. Los fondos de pensiones, así como los fideicomisos irrevocables serán administrados por las administradoras de fondos de pensiones (AFP), de conformidad a la presente Ley, la Ley de Propiedad y Crédito Popular y otras disposiciones aplicables. Ambos argumentos fueron utilizados en la demanda por inconstitucionalidad de la Ley 2427 del Bonosol hecha por los parlamentarios Roberto Fernández Orozco y Dante Pino Archondo, Evo Morales Ayma, Filemón Escobar, Antonio Peredo que autorizaba utilizar estos recursos en cuya conclusión final el tribunal constitucional “CONCLUSIÓN FINAL: “Consecuentemente, los preceptos impugnados de la Ley 2427, han violado el derecho a la Seguridad Jurídica y derivado de ello, el de propiedad y de la Seguridad Social, por lo que debieron declararse Inconstitucionales.” 


� Éste es un tema que debería ser considerado teniendo en cuenta la gran cantidad de ciudadanos en edad laboral que abandonan el país, y los precedentes legales para la internacionalización de la Previsión Social existen, aunque los países hispanoamericanos suelen tener en promedio media docena de convenios bilaterales en Bolivia sólo hemos suscrito un sólo convenio de este tipo el cual bajo el título de “Acuerdo de aplicación del convenio Iberoamericanote Seguridad Social entre la República de Bolivia y la República Oriental del Uruguay” del 6/11/ 97, firmando como Canciller A. Araníbar, que en su Art. 6, que el beneficiario puede residir en otro territorio. Otro ejemplo en nuestro país es el D.S. 25902, que afecta el decreto reglamentario de la Ley de pensiones, basados en las convenciones de Viena de 1961 y 1963, de las que Bolivia es signatario, establece que el personal Nacional o Extranjero puede voluntariamente afiliarse a una AFP Nacional, y el Art. 7 autoriza a transferirle sus aportes a una administración en su país de origen. Los trabajadores sujetos a Derecho Internacional no responden a la clasificación de sector público o privado.


� Según la publicación OPS en las Américas, Situación Demográfica en Bolivia, de 1998 La esperanza de vida en Bolivia es de 60, 6 años para el hombre y de 64, 0 años para la mujer, es además la más baja de Sudamérica. Además la sobrevida después de haber alcanzado ésta edad se reduce notoriamente, según la información de epi-info. (st codepo) la pirámide poblacional Boliviana muestra que entre hombres y mujeres los habitantes de 60 a 64 años comprenden un 2% de la población, de 65 a 69 años ya es un 1,6%, de 70 a 74 años 1,5%; de 75 a 79 años baja a 0,9% , de 80 a 84 se mantiene la misma cantidad, después ya no hay datos significativos estadísticamente, pero consideremos además que la población general cubierta por la seguridad social es sólo el 25% de la totalidad de los bolivianos. Al respecto es interesante destacar, que si bien aún a esa edad la jubilación es voluntaria, el Alto Tribunal Supremo en España prohíbe imponer la jubilación a determinada edad, considerándolo un acto discriminatorio, estableciendo “el derecho a prolongar la vida productiva de los trabajadores que libremente lo deseen”. Y asimismo se considera el derecho a seguir teniendo una plena y participante vida profesional productiva.


� Este artículo viola el Código Tributario, pretende hacer ignorar el interés del Estado en estas aportaciones forzosas al declarar que dichas contribuciones no son impuestos, sino un mercado del ahorro privado abriendo las puertas a la privatización de la salud social en un país que asombra por su pobreza.  


� El artículo 6 está de acuerdo a lo establecido por el artículo 144 del D.S. 24469, Reglamento de la Ley de pensiones, sin embargo el primer párrafo de éste (el 144 o de tributos por las comisiones) fue derogado por el artículo 3 del D.S. 24852: Las AFP deberán emitir una única factura a nombre del Empleador por el total de las Comisiones pagadas por sus dependientes en base a las planillas de sueldos y salarios  mensuales. El crédito fiscal contenido en tales facturas no podrá ser utilizado por el Empleador, debiendo distribuirlo mensualmente entre sus dependientes en la proporción que les corresponda, en oportunidad de liquidar el Régimen Complementario al Impuesto al Valor Agregado (RC-IVA).  Para el caso de los Afiliados independientes, las AFP, deberán emitir facturas para cada uno de aquellos de acuerdo a las normas emitidas por la Dirección General de Impuestos Internos. En el caso del cobro de las Comisiones a los Fondos y a las Cuentas de Mensualidades Vitalicias Variables, Cuentas Colectivas de Siniestralidad y Cuentas Colectivas de Riesgos Profesionales, cuando corresponda por parte de las AFP las respectivas facturas se emitirán a nombre del Tesoro General de la Nación. Dichas facturas no generarán crédito fiscal a nombre del TGN ni de terceras personas.


�  Se encuentra normatizado ampliamente  Arts.  6º al 12º del D.S. 24469 Reglamentario de la Ley de Pensiones), con las definiciones correspondientes.


� Frecuentemente se producen presiones para que las personas que alcanzan ésta edad se jubilen, en realidad la Ley es clara al decir que dicha disposición debe ser voluntaria, la persona a la que se pretenda jubilarse por fuerza están violando su derecho constitucional a continuar llevando una vida profesional productiva, y la edad como motivo se considera un acto de lesivo discriminación hacia la edad. Se debe considerar además otros dos factores que tienen influencia: La conveniencia de las Administradoras de postergar una erogación de pensiones, y la poca posibilidad de seguir con vida después de haber alcanzado el promedio de esperanza de vida. Los acuerdos para una jubilación anticipada tienen un motivo objetivo, que es aumentar las fuentes de empleo, pero deben hacerse bajo normas legales, no prebendales. 


�  En estos párrafos, observamos el hecho de hacer aportaciones múltiples a lo largo de la vida laboral con la opción de poder utilizar únicamente uno de los seguros a la vez.


� Situación reglamentada en los Arts.  42 al 71 del D.S. 24469 Reglamento de la Ley de Pensiones. (ver reglamento en siguientes capítulos.)


� Sin embargo aunque existen las múltiples aportaciones simultáneas  para “seguros” de riesgo común, profesional y jubilación, sólo se puede hacer uso de uno de ellos. Tampoco está de acuerdo a las ventajas de ofertas del mercado internacional de seguros, como se devoluciones de capital.


�  Derogado por el Art. 67 B1.1 de la Ley 1864 de PCP. 


� El que los aportes no constituyan tributos es un enunciado peligroso pues constituye un intento de no considerarlos impuestos, o sea de interés del Estado, abriendo el camino a la privatización de la Seguridad social a corto plazo en nuestro país y de la salud en general. Ofende el sentido solidario del Estado y viola el Código tributario quien en su  Artículo  13 señala que  “Tributos son las prestaciones en dinero que el Estado, en ejercicio de su poder de imperio, exige con el objeto de obtener recursos para el cumplimiento de sus fines”. Y continúa estableciendo: “Art. 14-  Los tributos son: Los impuestos, las tasas y las contribuciones especiales”. Y dedicando un articulo específico a la seguridad Social en su Art. 17 “La contribución de Seguridad Social, es la prestación a cargo de patronos y trabajadores integrantes de los grupos beneficiados destinada a la financiación de los servicios de la Seguridad Social”


� Con el esquema de jubilación vigente, una persona que gana, por ejemplo, 300 dólares mensuales debe acumular un capital de 33 mil dólares para jubilarse con el 70 por ciento de su salario (210 dólares).Para garantizar ese capital necesita trabajar por lo menos 25 años, mientras su dinero gana una tasa de interés promedio del nueve por ciento anual. Si el interés del nueve por ciento no está garantizado, la persona deberá mejorar el número de aportes, es decir que deberá trabajar más tiempo.


� Al respecto el  Art. 49 del D.S. 24469 Reglamento de la Ley Pensiones) al referirse al financiamiento del Seguro de Riesgo Profesional establece que: El Seguro de Riesgo Profesional se financiará con la Prima mensual patronal pagada por los Empleadores, que corresponderá a un porcentaje sobre el Total Ganado de sus dependientes.


La Prima para el Seguro de Riesgo Profesional será diferenciada y se establecerá de acuerdo al nivel de riesgo y tasa de siniestralidad observada por tipo de actividad empresarial. La Prima será determinada mediante licitación pública realizada por cada AFP para la selección de Entidades Aseguradoras que garanticen las prestaciones establecidas en la Ley de Pensiones.


� El texto está de acuerdo al  Art.  21 del Decreto reglamentario 24469  Que se refiere al financiamiento del seguro de riesgo común: El Seguro de Riesgo Común se financiará con la Prima mensual deducida del Total Ganado o Ingreso Cotizable de todos Afiliados que tengan una Cuenta Individual en el SSO. El monto de la Prima será determinado mediante licitación pública por las AFP para la selección de las Entidades Aseguradoras que garanticen las prestaciones establecidas por la Ley de Pensiones. La prima que se determine será igual y única para todos los Afiliados registrados en una misma AFP.


� Estos aportes están compuestos por la cotización y la prima, de carácter mensual y se calculan sobre el total ganado o el ingreso cotizable, dependiendo de la relación que les da origen. la cotización es un aporte del diez por ciento (10%)del total ganado o ingreso cotizable con destino ala cuenta individual, para financiar la jubilación y el seguro a corto plazo. a este aporte se le suma el 0,5% para la comisión de la AFP, ésta no financia ninguna prestación. la prima es un aporte porcentual del total ganado, destinado al seguro de riesgo común o profesional, para cubrir las prestaciones de invalidez, muerte, enfermedad común y enfermedad y accidente de trabajo. el seguro de riesgo profesional es cubierto por el aporte patronal del 1,71% y el riesgo común es cubierto por el aporte del dependiente del 1,71%.aporte patronal del total ganado por prima de riesgo profesional. 1,71% aporte del dependiente del total ganado: para la jubilación:10% de prima con destino al seguro de invalidez y muerte:1,71% por comisión para la AFP 0,5% total 12,21%(independientes)del ingreso cotizable: para la jubilación:10% prima de riesgo común:1.71% por comisión para la AFP: 0,5% total 12,21%


� (Sustituido por el Art. 27 numeral 1 de la Ley  2064 de 03 de abril de 2000 de Reactivación Económica – RE con el siguiente nuevo texto). articulo 27º.- modificaciones a la  ley de pensiones.


Se modifica la  Ley de Pensiones Nº 1732, en los artículos siguientes: 20, 31, 38, 43, 46, 63 en sus aspectos reglamentarios, y el artículo 49, al que le adiciona en inciso t.: En trabajo mancomunado con el Instituto Nacional de Seguros de Salud, la SPVS deberá crear y administrar por sí o mediante administración delegada, la Base de Datos de Contribuyente en Mora al Sector Social. Las contribuciones de la mencionada Base de Datos comprenderán  aquellas correspondientes a las Administradoras de Fondos de Pensiones, a los aportes a vivienda, a las compañías aseguradoras de Riesgo Común y Riesgo Profesional y a las Cajas de Salud. La información generada en la Base de Datos será para uso del sector financiero y público en lo pertinente.


� Aunque el concepto es confuso “autónomos y diversos”, queda claro que los aportes pasan a ser “Patrimonio del Patrimonio” de las AFPs, además con grandes concesiones en cuanto a la afectabilidad y tributación del Estado Boliviano en el espíritu de la Capitalización Neoliberal. Esta situación esta reforzada en el Decreto Reglamentario  Según el Artículo 9no. del reglamento de la Ley de Pensiones, el capital que cada persona aporta luego de una vida laboral (durante20, 30, 40 años) incluyendo intereses correspondientes será transferido en su totalidad a nombre de la entidad aseguradora o AFP correspondiente con la que el afiliado hubiera firmado el contrato de pensiones. Esto se lleva a cabo dentro del plazo establecido por la superintendencia de pensiones cuando la AFP haya constatado que el contrato esté en orden con las normas legales del Seguro Social Obligatorio (SSO).Esta situación es reiterada en el artículo 16, que en su inciso "d" señala: d.)...será financiado con la totalidad del capital acumulado en la cuenta individual del afiliado. Este saldo será transferido en su totalidad por la AFP como prima única a la Entidad Aseguradora con la que el afiliado suscribió contrato de pensión o a la cuenta de mensualidades vitalicias variables de la AFP que corresponda. Una vez firmado el contrato de pensión y transferido el capital acumulado en la cuenta individual éste pasará a formar parte del patrimonio de la Entidad Aseguradora o de la Cuenta de mensualidades vitalicias Variables. O sea que el aporte, el sacrificio del trabajador de un porcentaje elevado de su salario que forma un capital acumulado por años prácticamente se pierde, pues es transferido a las AFP o a las compañías de seguro como una prima por anticipado de la renta que le va a reconocer. Los aportantes se sorprenden cuando se dan cuenta que no están en un sistema de ahorro, sino apostando a recibir un seguro y que pierden sus aportes para recibir  si llegan a condiciones especiales un beneficio producido por los intereses de una inversión x. y el capital de la aseguradora no sufrirá ante la eventual pérdida de los aportes.


� Inicialmente existían varios temores sobre la reforma, entre ellos que se destinen los recursos de la inversión al gasto corriente, también el temor de la falta e seguridad del gobierno de que la población acepte o se inscriba al nuevo modelo,  la modificación de la estructura Jurídica, el traslado del FOPEBA a las AFPs,, y una posibilidad interesante, que las AFPs usen hasta un 10% de la Capitalización de las empresas Públicas para cubrir el costo de la reforma 


�  De acuerdo al Art. 95 del D.S. 24469 Reglamento de la Ley de Pensiones). artículo 95. (cobro de cotizaciones por proceso ejecutivo social). La AFP está obligada y autorizada para ejercitar la personería jurídica de sus Registrados y se encuentra obligada a efectuar el cobro de las Cotizaciones, Cotizaciones Adicionales, Depósitos Voluntarios de Beneficios Sociales, Primas y de las Comisiones, más los intereses que no hubiesen sido pagados por el Empleador a la AFP. Para efectuar dicho cobro. procederá la ejecución social, y el cobro antes referido procederá aún cuando el Registrado se hubiese traspasado de AFP. 


�  Derogado por el Art. 67 B1.1 de la Ley 1864 de PCP.


�  Nuevo texto modificado  por la Ley 1864 de PCP.


� La Resolución IS359 de la Superintendencia de Pensiones del 28 de Julio del 2000, considera el área de pensiones como uno de los “mercados” que debe fiscalizar.


 �  El párrafo “f “ es añadido por el Art. 67 A1.5 de la Ley 1864 de PCP).  f) Poder recaudar y administrar cualquier aporte patronal, laboral y voluntario de acuerdo a  reglamento emitido por el Poder Ejecutivo. El párrafo “e” fue modificado por el Art. 67 A1.4 de la Ley 1864 de PCP con el siguiente nuevo texto) Poder ofertar a los afiliados y  Derechohabientes, mensualidades vitalicias variables cuyas características y forma de pago serán reglamentadas por el Poder  Ejecutivo.


� Derogado por el Artículo 27 numeral 2 de la Ley 2064  de RE  2. ARTICULO 31º. Se deroga el inciso m). con lo que esta aportación deja de ser aplicable a la atención se salud por lo menos en casos prolongados o crónicos, sin embargo los incisos k y l establecen la contratación y pago por servicios médicos, pero en su definición de “ente gestor de salud” comprende también la privatización de los servicios de atención médica.


� El inciso “ñ” y “o”, quitan competencia al principio de la obligación de los organismos públicos de utilizar primordialmente los servicios de salud de las instituciones estatales y paraestatales, en éste caso a la Seguridad Social, la misma que es ampliamente aprovechada para la atención de sectores pobre a través del SUMI. El Seguro Médico Gratuito de Vejez y de que la Ley Financial los obliga a dar el 5% de su presupuesto para el Programa Nacional de Vacunación (PAI) produciéndole con una falta de compensación graves problemas económicos. La Seguridad Social es un factor fundamental en la implementación de la Universalización de la Salud para todos los bolivianos, sin la cual no habrá condiciones para el desarrollo. La intención de la Ley de Pensiones se extiende hasta el Riesgo Común y El Riesgo Profesional, pacientes que quedan como costo carga a los hospitales de la caja para su atención médica. Si bien la Ley de Pensiones sólo otorga un seguro al mismo tiempo, ya sea riesgo común, profesional o jubilación los hospitales atienden las enfermedades aunque sea de los tres orígenes mencionados, sin ser compensados en su costo por los aportes que haya realizado el paciente a las AFPs. 


� Art. 1489.- (QUIEBRA-PRESUNCION). Podrá declararse en estado de quiebra al comerciante que sin usar el beneficio del concurso preventivo, cese en el pago de sus obligaciones, cualquiera sea la naturaleza de ellas. Se presume el estado de cesación de pagos cuando concurra cualquiera de los siguientes hechos:1) Incumplimiento en el pago de una o más obligaciones. líquidas y exigibles;2)Ausencia y ocultación del deudor o, en su caso, de los administradores y representantes de la sociedad, sin dejar personero investido de facultades y con medios suficientes para cumplir las obligaciones;  3) Clausura o cierre, sin previo aviso por más de cinco días hábiles, del establecimiento o administración donde el deudor o sociedad desarrollaba su actividad habitual; 4)Venta de mercaderías o bienes a precios ostensiblemente inferiores a los de mercado u ocultación de los mismos; 5) Cesión de bienes en perjuicio de sus acreedores; 6)Revocación judicial de actos realizados en fraude de acreedores; 7) Recurrir a cualquier medio ruinoso o fraudulento para obtener recursos o eludir el cumplimiento de sus obligaciones; 8) Inexistencia o insuficiencia de bienes sobre los cuales se pueda trabar embargo;9) Petición de concurso preventivo cuando éste no proceda o cuando, concedido, no se llegue a ningún convenio con los acreedores;10)Incumplimiento de un anterior convenio preventivo. Contra esta presunción sólo se admitirá prueba documental que permita al comerciante, de manera fehaciente y directa, demostrar que puede hacer frente a sus obligaciones líquidas y exigibles. La declaración del estado de quiebra de un comerciante o sociedad extranjera es causa para la apertura del procedimiento de quiebra en la República, a pedido de acreedor cuyo crédito deba hacerse efectivo en el país y tendrá primacía con relación a los créditos que deban pagarse en el extranjero. (Art. 1107, 2), 1342 Código de Comercio).Art. 1490 (UNIVERSALIDAD). El concurso preventivo o la quiebra produce sus efectos sobre la totalidad del patrimonio del deudor, salvo las exclusiones legalmente establecidas. (Arts. 1335 Código Civil. 563 C. Pr. Civil).   


�  Al no ser calificados por ente estatal sino por las privadas “clasificadoras de riesgo de trabajo”  por la AFP,  se produce   una delegación que evita la intervención administrativa judicial  oficial, pero aún así estas decisiones de las comisiones médicas de los calificadores son apelables ante la Justicia.


� a) Fue sustituido por el Artículo 27 numeral 3 a) de la Ley 2064 de Reactivación Económica con el siguiente nuevo texto).


La recepción de una certificación emitida por la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros, que establezca que al menos seis (6) entidades aseguradoras que operan en la modalidad de personas cumplan con los requisitos relativos a margen de solvencia, capacidad administrativa y recursos profesionales necesarios para proveer adecuadamente los servicios requeridos por esta Ley, de acuerdo a criterios determinados por la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros. Inicialmente el proceso de certificación se limitará a las entidades aseguradoras constituidas en Bolivia. Si en el plazo definido por la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros, no se lograra la certificación del número  de entidades antes citado, la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros, extenderá la certificación a entidades constituidas en el extranjero.


�b) Sustituido por el Artículo 27 de la Ley 2064 de RE con el siguiente nuevo texto: Que  dicha fecha no podrá ser determinada antes de tres (3) meses ni después de seis (6) meses   desde que la certificación referida en el inciso anterior  ha


sido emitida. Una entidad aseguradora no podrá contratar seguros con más de una Administradora de Fondos de Pensiones


(AFP) para la cobertura de las prestaciones especificadas.


� a) (Sustituido por el Artículo 27 numeral 3 a) de la Ley 2064 de Reactivación Económica con el siguiente nuevo texto). La recepción de una certificación emitida por la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros, que establezca que al menos seis (6) entidades aseguradoras que operan en la modalidad de personas cumplan con los requisitos relativos a margen de solvencia, capacidad administrativa y recursos profesionales necesarios para proveer adecuadamente los servicios requeridos por esta Ley, de acuerdo a criterios determinados por la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros. Inicialmente el proceso de certificación se limitará a las entidades aseguradoras constituidas en Bolivia. Si en el plazo definido por la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros, no se lograra la certificación del número  de entidades antes citado, la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros, extenderá la certificación a entidades constituidas en el extranjero.


b) (Sustituido por el Artículo 27 de la Ley 2064 de RE con el siguiente nuevo texto) Que  dicha fecha no podrá ser determinada antes de tres (3) meses ni después de seis (6) meses   desde que la certificación referida en el inciso anterior  ha sido emitida.


Una entidad aseguradora no podrá contratar seguros con más de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) para la


cobertura de las prestaciones especificadas.


� La indemnización por riesgos es un derecho laboral, en este caso su función se privatiza alejando el   sistema judicial para una apelación cuando haya conflicto de intereses entre lo que el trabajador y la empresa calificadora crean justo


� a) Inciso modificado por el Art. 1º de la Ley Modificatoria de Disposiciones Legales del Sistema Financiero 1997 de 14 de mayo de 1999, con el siguiente nuevo texto: No más del diez por ciento (10%) del valor del fondo de capitalización


individual deberá estar invertido en títulos - valores de un solo emisor o un grupo de emisores vinculados, de acuerdo con el reglamento.


b) Inciso modificado por el Art. 1º de la Ley Modificatoria de Disposiciones Legales del Sistema Financiero 1997 de 14 de


mayo de 1999, con el siguiente nuevo texto: No más del cuarenta por ciento (40%) de los títulos - valores deberá pertenecer a una misma emisión o serie, de acuerdo con el reglamento.


Los títulos - valores adquiridos para el fondo de capitalización individual deberán ser registrados, emitidos o transferidos a nombre del respectivo fondo de capitalización individual, especificando el nombre de la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) correspondiente.


� Párrafo modificado por el Art. 67 A.1.6 de la Ley 1864 de PCP con el siguiente nuevo texto: La respectiva Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) deberá mantener en entidades de custodia de títulos-valor o depósitos de valores autorizados por la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros, títulos - valores que representen, al menos, el noventa y cinco por ciento (95%) del valor de los fondos de pensiones y de los recursos del FCC que administre.


� Párrafo modificado por el Art. 67 A.1.6 de la Ley 1864 de PCP con el siguiente nuevo texto: La Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) invertirá toda la liquidez generada por el FCC de acuerdo con el reglamento específico que al efecto emita el Poder Ejecutivo en concordancia con las disposiciones de los Artículos 41, 42 y 43 de la presente Ley


�  Éste párrafo fué suprimido por el Artículo 27 de la Ley 2064 de RE, quien únicamente refiere: 4. ARTICULO 43º. “Se suprime el primer párrafo.”


�  Derogado por el Art. 67 B.1.1. de la Ley 1864 de PCP 


�  Derogado por el Art. 67 B.1.1. de la Ley 1864 de PCP. 


�  También derogado por el Art. 67 B.1.1 de la Ley 1864 de  PCP., que en su texto señala: B. DEROGACIONES B1. Artículos derogados de la Ley de Pensiones No. 17321. Se derogan los artículos 3, 13, 25, 44, 45 y 46. 


� La Ley del Bonosol 2427 en su ARTÍCULO 27. DEROGACIONES: I. Derógase los siguientes Títulos, Capítulos y Artículos de la Ley 1864 de 15 de junio de 1998 Ley de Propiedad y Crédito Popular: Título Segundo. Acciones Populares y Bolivida. Capítulo I. El Fondo de Capitalización Colectiva. Artículo 3. Cuentas del FCC  Artículo 4. Denominación de las cuentas Artículo 5. Distribución de certificados fiduciarios  Artículo 6. Créditos con garantía de los activos del FCC Artículo 7. Tratamiento impositivo del FCC Artículo 8. Registro de los Beneficiarios de la Capitalización Capítulo II. La Cuenta de acciones populares (CAP) Artículo 9. Acciones Populares Capítulo III. La Cuenta Solidaria Artículo 10. Bolivida  Título Sexto. Entidades normativas, de regulación y supervisión del sistema financiero. Capítulo I. Regulación y Supervisión del Sistema Financiero Artículo 26. Sistema de Regulación Financiera (SIREFI)


� En realidad es una contradicción que el sistema de regulación sectorial sea financiado por los que debe fiscalizar.


� Inciso derogado por el Art. 58 de la Ley 1863 de 25.VI.1998 de Seguros: artículo 58. - modificaciones, aclaraciones, abrogaciones y derogatorias.-


Se modifican los siguientes artículos del Código de Comercio: a) Se elimina el último párrafo del artículo 979 que señala: "El presente título no es aplicable a los regímenes del Seguro Social".


Se modifican los siguientes artículos de la Ley 1732 de 29 de diciembre de l996 Ley de Pensiones


a) El primer párrafo del articulo 8 de la misma mencionada Ley, se modifica con el siguiente tenor: "La prestación de invalidez por riesgo común consiste en una pensión que se paga al afiliado en caso de sufrir incapacidad total y definitiva para efectuar un trabajo razonablemente remunerado, no proveniente de riesgo profesional y a causa de enfermedad".


b) En el mismo artículo se incorpora el siguiente párrafo final: “Para las prestaciones de invalidez por riesgo común, ocasionada por accidente se aplican los requisitos establecidos en los incisos a), b) y c) de este articulo". c) En los artículos 37 y 38 de la señalada Ley 1732 se sustituye "Superintendencia de Pensiones" por Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros". d) Se deroga el inciso p) del articulo 49 de la Ley de Pensiones..


Seguros de corto plazo: Se entienden como tales a los seguros concertados por un período concreto de tiempo. A los efectos de la presente Ley, son los seguros de accidentes personales, seguros generales, seguros de salud y seguros de fianzas.


Seguros de salud: Son aquellos que cubren los servicios médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y de internación en centros de salud.


� Éste Inciso es añadido por el Art. 27 de la Ley 2064 de RE). 6. articulo 49º. Se adiciona a este artículo el inciso t) con el siguiente texto: (al igual como vimos  en el artículo 20 de exigibilidad de las prestaciones)


En trabajo mancomunado con el Instituto Nacional de Seguros de Salud, la SPVS deberá crear y administrar por sí o mediante administración delegada, la Base de Datos de Contribuyente en Mora al Sector Social. Las contribuciones de la mencionada Base de Datos comprenderán aquellas correspondientes a las Administradoras de Fondos de Pensiones, a los aportes a vivienda, a las compañías aseguradoras de Riesgo Común y Riesgo Profesional y a las Cajas de Salud. La información generada en la Base de Datos será para uso del sector financiero y pública en lo pertinente


� El D.S. 25317 de 1° de marzo de 1999. En realidad éste decreto reglamentario de la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros, establece las normas correspondientes, pero no se refiere a las mismas características individuales que éste artículo.


� Es Concordante con el Art. 15° del D.S. 25317 de 1° de marzo de 1999, que reglamente el capítulo III título 6to de la Ley PCP CAPÍTULO III LA CUENTA SOLIDARIA Artículo 10.- BOLIVIDA: Los Certificados Fiduciarios de los ciudadanos bolivianos que se encuentren registrados en la Cuenta Solidaria serán utilizados por las AFP para otorgarles los siguientes beneficios: (a) Una anualidad vitalicia variable, no transmisible por sucesión hereditaria, denominada BOLIVIDA que será pagada a partir de los 65 años de edad. El valor del primer año de la anualidad vitalicia será fijado mediante Decreto Supremo. En años posteriores, el monto de la anualidad vitalicia será determinado por las AFP en base a estudios actuariales y de acuerdo a reglamento. El Estado garantizará que el valor de la anualidad vitalicia en años posteriores, no sea inferior al monto pagado el primer año. (b) Una prestación por gastos funerarios para el titular, equivalente al beneficio de la anualidad vitalicia fijada por la AFP para el año correspondiente, de acuerdo a reglamento. Este beneficio será pagado únicamente a favor de los no afiliados de acuerdo a la Ley de Pensiones, y (c) un pago en efectivo equivalente a dos anualidades del BOLIVIDA, a los herederos de los titulares de la Cuenta Solidaria que fallezcan antes de cumplir los 65 años de edad, además de lo establecido en el inciso (b) anterior y de acuerdo a reglamento. Luego derogada por la Ley 2427 del  Bonosol en su artículo 27.


� Art. 53. Se supone que la Ley de Pensiones es fundamentalmente individualista, pero irónicamente aquí tiene un concepto de reparto tal vez por la posibilidad de comenzar a erogar recursos desde su funcionamiento por conceptos de riesgo, inclusive al final del párrafo no tiene reparos para deducir gastos. No tiene el mismo esquema mental para la jubilación que funciona en base a intereses producidos. El segundo párrafo le otorga poderes a la AFP para regular las primas a su gusto, y la libera de hacer gastos en atenciones de salud, como los afiliados tienen dependencia laboral, ésta atención es simplemente cargada a las cajas de salud, aunque el aportante hubiera cumplido con las primas de riesgo común y profesional. El tercer párrafo autoriza a cobrarse por adelantado de las primas que aún no tocaba cancelar. Luego se les autoriza a contratar profesionales para calificar, quitando esta potestad a la seguridad social estatal, pese a ser un derecho laboral, aunque es de suponer que dará lugar a apelaciones judiciales por parte de los interesados, ya que sus intereses colisionarán con los de la entidad aseguradora privada  contratada de la AFP que deberá indemnizar al trabajador.


� El SIREFI fue abrogado por la Ley de Bonosol


� Pero reciben la carga de atención del largo plazo.


� Art. 25 de la Ley 1788 de 16.IX.97 de Organización del Poder Ejecutivo – LOPE, Artículo 25.- La Unidad de Reordenamiento creada por el Art. 55 de la Ley 1732 de 29 de noviembre de 1996, pasará a depender del Ministerio de Comercio Exterior e Inversión. Asimismo los liquidadores de los entes gestores serán designados por el Ministerio de Comercio Exterior e Inversión.


� Decreto Supremo  25177 del 28.IX.98.


� Concordante Art. 5º Decreto Supremo 24469 y Resolución Administrativa SPVS 007/99, artículo 5. descuentos para atención en salud.-Las Pensiones de jubilación, invalidez y muerte del SSO tanto de los Contratos de Pensiones como de los Seguros de Riesgo Común y Riesgo Profesional, serán sujetas a los descuentos para salud que establezca la Superintendencia. Las AFP y Entidades Aseguradoras serán responsables de realizar éstos descuentos y depositarlos en la entidad que establezca la Superintendencia. Al respecto el Reglamento de la Ley de Pensiones define como “Ente Gestor de Salud a las entidades públicas o privadas que proveen atención de salud”, a los afiliados activos, afiliados pasivos y asegurados al sistema de reparto, con lo que incursiona en la privatización de la medicina.





 





� Sin embargo la Ley de Inversiones 1182 del 17 de Septiembre de 1990, en su artículo 14 señala: “Las actividades de comercialización interna, de exportación e importación así como de intermediación financiera no podrán invocar privilegios proteccionistas del Estado debiendo realizar sus actividades dentro de un marco de eficiencia económica y competitividad” También existe el hecho de que La Comisión de Admisión del Tribunal Constitucional, en aplicación de lo dispuesto por el Art.50 de la Ley Nº 18 36, enmienda y complementa el auto constitucional Nº 269/2000 CA el recurso directo de nulidad no corresponde  al gerente de la AFP Previsión Pablo Zegarra Arana y al gerente de la AFP Futuro de Bolivia Francisco de Miguel Rodríguez por tratarse de entidades privadas que no ejercen la jurisdicción ni la competencia a las que se refiere el Art. 31 de la CPE.


� Este constituye el Decreto Supremo 24469 17 de Enero 1997, reglamento a la Ley de Pensiones 


� Los Defensores de la Capitalización minimizaron los costos de la Reforma, maximizando las utilidades que podía obtenerse con las capitalizadas. El costo alcanzó 6.000 millones de u$, cuando nuestra deuda externa es de 5.000 millones , además del lujoso desperdicio de recursos, Bolivia no tiene capacidad para cubrir los costos de La Reforma


� El Mensaje Presidencial evidenció las siguientes cifras en millones de bolivianos para el gasto público: 3.000 en deuda externa-capital e intereses, 2.800 en pensiones, 2.600 en educación, 840 de defensa, 492 en universidades, 486 en salud, 485 en policía, 225 en beneméritos (A:\Boliviahoy_com Noticias del país  bolivian news.htm)


� Luego del mensaje Presidencial del 4 de enero del 2004 se sucedieron una serie de esfuerzos para mejorar la situación, muchos de ellos polémicos y con consecuencias, primero se intentó obtener un financiamiento extraordinario gestionado por el grupo de apoyo a Bolivia de la cumbre Iberoamericana, no se obtuvo nada, entonces se elaboró un paquete de medidas de ajuste fiscal que generen ingresos, entre ellas dos proyectos de Ley, el del  “Patrimonio neto”( a los bienes de más de 50.000 u$, fallado por ser doble tributación) y el ITF o “Impuesto a las transacciones financieras” (0.3% a las operaciones financieras (falló por ser desactivante de las operaciones financieras). El primero se transformó en el Impuesto Complementario a los Bienes Inmuebles (Tasa de 1.5% sobre el valor catastral a los evalúos Municipales por encima de 400.000 Bs. ,y el ITF se aplicaría en operaciones por encima de 1000 u$, también se plantearon impuesto a los hidrocarburos, racionalización del gasto público y otras medidas que no han evitado el deterioro de la estabilidad política y social 


� Una publicación de ECLAC, Desarrollo Económico: La economía boliviana registró en 2001, por tercer año consecutivo, un pobre crecimiento, muy alejado de las tasas de entre 4% y 5% características del decenio de 1990. El 1.2% logrado en el último año implicó una nueva caída del producto por habitante. El principal impulso de la economía provino de la producción de gas natural para la exportación, mientras la demanda interna continuaba deprimida, sobre todo su componente de inversión, que siguió contrayéndose sustancialmente. En esas condiciones, la tasa de inflación fue inferior a 1% y disminuyó el déficit de la balanza por cuenta corriente, lo que permitió al Banco Central de Bolivia expandir moderadamente la liquidez de la economía al tiempo que mantenía la estabilidad del tipo de cambio del boliviano en términos reales. En cambio, el déficit fiscal aumentó hasta el equivalente de un 6.5% del PIB y el desempleo abierto alcanzó un 8.5%.Por otra parte, el abultado déficit fiscal impidió cumplir las metas pactadas en junio con el Fondo Monetario Internacional (FMI) para la concesión de un préstamo en condiciones de favor en el marco del programa de lucha contra la pobreza.


� Un concepto ingenuo parece acompañar la capitalización individual “Pura”, que tienen que “atender compromisos anteriores durante amplios períodos de transición, a la vez que a constituírse como una importante fuente de ahorro para el crecimiento conjunto del país” , como si fuéramos lo suficientemente ricos para disponer ahorros para ese colchón de soporte financiero


� Se calcula que en la Unión Europea las personas pobres mueren 5 años antes, en ése ámbito éste grupo comprende a 52 millones de personas.


� El 8/4/2004  se designó en lugar de Evelyn Grandy a Alberto Bonadona como interventor del Senasir, quien se comprometió a combatir la corrupción, transparentar y hacer participar a los interesados. La COB observó por haber sido consultor para la Reforma de Pensiones.


� El D.S. 27427 del 31 de Marzo del 2004 señala: ARTICULO UNICO.- I. A partir de la publicación del presente Decreto Supremo se establece que el Tesoro General de la Nación, a través del Servicio Nacional del Sistema de Reparto - SENASIR, racionalizará las obligaciones con los titulares de rentas en curso de pago y rentas en curso de adquisición, estableciendo que deberá pagarse como tope máximo para estas obligaciones mensuales la suma de Bs. 8.000,00.- (ocho mil 00/100 bolivianos).


� El siguiente administrador interventor del Senasir cesó funciones, entre esfuerzos polémicos en sus declaraciones al matutino EL Deber destaca la estafa de 340 millones de bolivianos en los últimos 10 años, luego de revisar 59.960 expedientes de los cuales 17.773 correspondían a la anterior gestión hasta abril del 2004, ahorrando al Estado 100 millones de Bolivianos.


� La Superintendencia de Pensiones Valores y Seguros, y el BID muestran preocupación por esta situación y elaboraron metas para la Gestión de Bonadona con miras a corregir las dificultades des SENASIR. Estos informes se remiten regularmente al Ministerio de Hacienda, sostuvo: Fortalecimiento Institucional, evaluación imparcial del personal de la ex dirección de pensiones, mejora a la atención al cliente, mejora en la calificación y certificación de rentas, mejora en la calificación y certificación de Compensación de Cotizaciones,  mejora en el circuito de pagos, digitalización de las bases documentales de gestión , un plan de transcripciones de información relevante para la calificación de compensación de cotizaciones, plan de lucha contra el fraude,  revisión de expedientes calificados de Rentas que a mayo de 1997 estaban en curso de adquisición, revisión de rentistas con doble percepción, la que tampoco se cumplió, el plan de lucha contra la morosidad, control de los procesos judiciales de recuperación, la agilización en la calificación de rentas en curso de adquisición, al igual que la agilización en la atención de calificación del plus, mejorar el tiempo promedio de emisión del certificado de Compensación de Cotizaciones por procedimiento automático, lo mismo que el tiempo promedio de calificación de constancias de aportes para la emisión de certificados de compensación de cotizaciones por procedimiento manual, La emisión de compensación de cotizaciones automática a cotizantes del Seguro Social Obligatorio próximos a jubilarse o mayores de 65 años. También se implementó la identificación mediante biometría de huellas dactilares


� En realidad los sistemas privados comprenden por demanda a las prestaciones usuales y efectivamente realizadas, no busca la integralidad de la oferta prestacional., además de estar acompañado por la ineficiencia que significa erogar salud del bolsillo del enfermo, lo cierto es que el gasto global en salud no va a disminuir pero sí va a ser transferido desde el Estado o las empresas hacia el individuo, además estos esquemas abandonan la calidad cuando los médicos deben desarrolla su labor bajo normas terapéuticas y asistenciales establecidas por la empresa, lo que manda es el lucro.


� Actualmente varios conceptos poco solidarios influyen en las organizaciones para decidir la inversión en Salud, uno de ellos el AVADs o años de vida ajustados en función de la discapacidad (DALYs Disability Adjusted Life Years) incorporando diversas posibilidades supuestas y dudosas al valor de un vida humana,  otorgando diversos valores a los años de vida “productiva” perdidos por estar en ciertas edades, al nacer el valor es cero aumentando por cada año perdido que tiene su máximo a los 25 años, momento en el que el valor va disminuyendo paulatinamente con la edad. Así los organismos internacionales que usan éste parámetro consideran que los muy jóvenes, los mayores y los discapacitados no tienen un aporte económico valedero a la sociedad, por lo que al otorgarles inversión en salud se recuperarían pocos AVADs. O sea no atenderlos es ahorrar.


� artículo 9. (seleccion de modalidad de pensión). El Afiliado con derecho a Pensión de jubilación podrá optar por alguna de las modalidades de Pensión establecidas en la Ley de Pensiones. La selección de modalidad de Pensión es un trámite personal y se concreta mediante la suscripción por parte del Afiliado de un formulario especial para dicho propósito. Solo en los casos autorizados por la Superintendencia, el Afiliado podrá delegar la suscripción del formulario en un apoderado, especialmente designado, mediante un poder notarial donde se especificará la modalidad escogida y la presentación del documento de identificación del Afiliado.


La AFP deberá efectuar el traspaso del saldo de la Cuenta Individual y el derecho a la  Compensación de Cotizaciones. cuando corresponda, a la Entidad Aseguradora o a la AFP, según corresponda, con la que el Afiliado hubiera firmado el Contrato de Pensiones, dentro del plazo establecido por la Superintendencia, previa constatación, por parte de la AFP, de que dicho contrato cumple con lo establecido en las normas legales para el SSO.


El traspaso de los recursos de la Cuenta Individual se materializará mediante la transferencia del total del valor del Capital Acumulado, a la fecha del traspaso, a nombre de la Entidad Aseguradora o AFP correspondiente


� La calificación de riesgos para Valores en Bolivia comenzó tardíamente casi ochenta años después de que se iniciara la época moderna de la calificación de riesgos en la práctica mundial con la Ley de Valores, así el 4 marzo de 1999, la Superintendencia de Pensiones Valores y Seguros, emitió el Reglamento de Entidades Calificadoras de Riesgo. Posteriormente e ampliado y  el 27 de junio de 2000. Estas normas permiten que Entidades de Calificación de Riesgos extranjeras y nacionales puedan registrarse y operar en Bolivia. Asimismo establece que en los valores representativos de deuda, la calificación es obligatoria. El 2/8/1999, inició sus actividades en Bolivia la primera Calificadora de Riesgos: Duff & Phelps del Perú (DCR), firma que tenía su casa matriz en Estados Unidos, la cual era la tercera Calificadora de Riesgos del Mundo. Sin embargo no ha habido aceptación del empresariado boliviano además de 180 empresas en condiciones sólo hay registradas 50.


� El Autor Juan Carlos Fernández Osinaga señala en su trabajo “Análisis del Sistema de calificación de Riesgo de Bonos”: “En Mercados de Valores maduros, existe una correlación entre las tasas de interés que pagan los bonos y la calificación de la emisión. Considerando la regla de oro de las finanzas: "a mayor riesgo, mayor retorno, las calificaciones más altas se otorgarán a las emisiones menos riesgosas que serán, forzosamente, las que ofrezcan el menor retorno al inversionista, comparadas con instrumentos similares".


� Bolivia Hoy Noticias del País (La Prensa) en su edición del 27/8/2002 explica con claridad: “Con el esquema de jubilación vigente, una persona que gana, por ejemplo, 300 dólares mensuales debe acumular un capital de 33 mil dólares para jubilarse con el 70 por ciento de su salario (210 dólares). Para garantizar ese capital necesita trabajar por lo menos 25 años, mientras su dinero gana una tasa de interés promedio del nueve por ciento anual. Si el interés del nueve por ciento no está garantizado, la persona deberá mejorar el número de aportes, es decir que deberá trabajar más tiempo. Este esquema cambiará totalmente si el gobierno fusiona los dos fondos La fórmula que el gobierno plantea con la fusión del FCI y el FCC implicará unir las utilidades. O sea que se tendrá que promediar ambas utilidades —3,39 por ciento del FCC y siete por ciento del FCI en 2000 para obtener la nueva. Así, la rentabilidad promedio estará entre el cuatro y siete por ciento, más baja incluso que la que espera lograr el actual sistema previsional. Por tanto, para acumular los recursos necesarios, se deberá trabajar algunos años más. La situación se pone más crítica si se observan los resultados que presentaron las empresas capitalizadas: 2,5 por ciento de rentabilidad en 2001.La rentabilidad de las empresas capitalizadas respecto al valor inicial de la capitalización está muy cerca del tres por ciento, y la del FCI podría disminuir en algunos puntos. Sin embargo, con estos ajustes las AFP dispondrán de los recursos suficientes para pagar un Bonosol de 1.800 bolivianos y con mantenimiento de valor respecto de la inflación durante los próximos cinco años.


Por otro lado, si el gobierno no fusiona los fondos se vería obligado a vender las acciones de las empresas capitalizadas para cubrir el pago del Bonosol. Para que el gobierno pueda concretar esta medida, necesita modificar la Ley de Propiedad y Crédito Popular mediante una norma similar.” Lo que al final hizo con la Ley del Bonosol.


� Si bien hasta ahora la Reforma ha permitido generar un ahorro interno que supera los 840 millones de dólares desde 1997, con la agrupación de las áreas de pensiones, valores, seguros y la creación de un solo ente regulador para todas ellas, han logrado convertir a esté sector financiero no bancario, en un actor influyente de la economía de nuestro país ya que de los recursos que administran las AFP, ciento ochenta millones de dólares americanos pertenecientes al Fondo de Capitalización Individual (FCI), tienen como fin invertirse anualmente en valores de largo plazo emitidos por el Tesoro General de la Nación, con el fin de financiar el pago de las Rentas en Curso de Pago y la Compensación de Cotizaciones, del antiguo sistema de Reparto de pensiones, por un periodo no mayor a quince años. La reforma de pensiones, con los Fondos de Pensiones (AFP) y los aportes obligatorios de los trabajadores ha generado un ahorro interno que supera los 840 millones de u$. Las recaudaciones anuales de las AFP en el FCI han superado los 180 millones de dólares anuales, a partir de la gestión 1999, con recaudaciones que alcanzan los 220 millones de dólares año. Pero pese a las reiteradas ofertas de Las AFP para la inversión a los sectores productivos del país. Por mandato de la Ley de Pensiones, las AFP solo pueden invertir en valores calificados (en realidad se exceptúa de la calificación a los valores emitidos por el Estado).En 1999 el gobierno anunció que había 180 empresas estaban en condiciones de ingresar en el mercado de capitales; sin embargo,  ni el uno por ciento de ellas manifestó interés en captar recursos de este mercado. Si  sucede que las empresas bolivianas no acceden al mercado de valores, parte del ahorro interno generado en nuestro país podría invertirse en valores de mercados extranjeros. Perdiendo el país estos recursos que ayudarían a fortalecer la economía.


� La definición de “Mercados Primarios Locales en la Ley de Pensiones, es que “Son los mercados nacionales extrabursátiles donde se realiza la primera transacción de títulos valores de nueva emisión para oferta pública”


� Las AFP invirtieron en el mercado de valores en algunas empresas que ahora tienen problemas de liquidez. Por ejemplo, la textilera Ametex emitió bonos por 20 millones de dólares, pero en tuvo dificultades para cubrir las cuotas de pago. Una parte de esos bonos fue adquirida por las AFP. Ametex era una empresa prometedora pero ahora tiene la calificación D, con alto riesgo. También, las AFP invirtieron una parte de los 65 millones de dólares que captó la Hidroeléctrica Boliviana, cuya calificación de riesgo es de B con tendencia negativa, según Fitch Rating. Ese valor corresponde a los títulos que cuentan con una mínima capacidad de pago.


� Aunque originalmente destinadas a estimular el crecimiento y proveer mucha de la ayuda necesaria para el desarrollo, los Programas de Ajustes Estructurales, que típicamente incluyen planes de austeridad severos, están haciendo más mal que bien en la mayoría de las regiones donde se han implementado. De hecho, el daño humano ha sido tan grande que el Papa Juan Pablo II pidió terminar estos programas al urgir que las deudas del Tercer Mundo sean perdonadas en el año del Jubileo.


� Según El Dr. Javier Iñiguez, Economista del Instituto Bartolomé de las Casas de Perú : “los modelos de ajuste estructural han empeorado aún más la pobreza y han disminuido los niveles de salud allí donde han sido aplicados”


� Los reducidos beneficios para los jubilados, particularmente las mujeres, en base a las reformas sugeridas por el Banco, y el hecho de que la mayoría de las reformas han sido diseñadas intencionalmente para cubrir un número menor de jubilados, dejando a muchos sin protección alguna, es una actitud que trae dentro de sí el germen de la crisis del sistema que buscan imponer Teniendo en cuenta estos defectos en las políticas del Banco Mundial, la CIOSL recomienda que: “en lugar de imponer de forma dogmática costosas privatizaciones de las pensiones, el Banco opte por ofrecer y aprovechar su experiencia y los recursos financieros considerables de que dispone, brindando asistencia a los países para que mejoren los programas existentes. Según el informe "La transición de los sistemas de pensiones públicos a los parcial o totalmente privatizados ha supuesto enormes cargas fiscales a los gobiernos”


� El 2001 los habitantes mayores de 60 años comprendían aproximadamente 537.452 habitantes  (INE), entre los cuales 200.000 se encontraban protegidos por la seguridad social, y 300.000 no contaban con este beneficio, este grupo desprotegido agrava más su situación por estar en una edad con amplia incidencia de enfermedades y por los fenómenos de empobrecimiento que no permite una atención médica adecuada. La situación tiende a empeorar por una serie de agravantes de la crisis económica social, la exclusión y el género (La tendencia de feminizarse de la pobreza), existiendo una proyección para y según el estudio sociodemográfico del INE “Situación del adulto mayor en Bolivia”, que la población de éste grupo etáreo se duplicará en los próximos 20 años superando el millón de personas.
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